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VERSIÓN TAQUIGRÁFICA

I. ASISTENCIA

Asistieron los señores:

--Allamand Zavala, Andrés
--Allende Bussi, Isabel
--Bianchi Chelech, Carlos

--Cantero Ojeda, Carlos

--Chadwick Piñera, Andrés
--Chahuán Chahuán, Francisco
--Coloma Correa, Juan Antonio

--Escalona Medina, Camilo

--Espina Otero, Alberto

--Frei Ruiz-Tagle, Eduardo

--García Ruminot, José

--Girardi Lavín, Guido

--Gómez Urrutia, José Antonio

--Horvath Kiss, Antonio

--Kuschel Silva, Carlos

--Lagos Weber, Ricardo
--Longueira Montes, Pablo

--Matthei Fornet, Evelyn

--Muñoz Aburto, Pedro
--Navarro Brain, Alejandro
--Novoa Vásquez, Jovino

--Orpis Bouchón, Jaime
--Pérez San Martín, Lily
--Pérez Varela, Víctor

--Prokurica Prokurica, Baldo
--Quintana Leal, Jaime

--Rincón González, Ximena

--Rossi Ciocca, Fulvio
--Sabag Castillo, Hosaín

--Walker Prieto, Ignacio

--Walker Prieto, Patricio

--Zaldívar Larraín, Andrés
Concurrieron, además, los Ministros del Interior; señor Rodrigo Hinzpeter Kirberg; de Hacienda, señor Felipe Larraín Bascuñán; Secretario General de la Presidencia, señor Cristian Larroulet Vignau; de Educación, señor Joaquín Lavín Infante, y del Trabajo y Previsión Social, señora Camila Merino Catalán, y el Subsecretario de la Secretaría General de la Presidencia, señor Claudio Alvarado Andrade.
Actuó de Secretario el señor Carlos Hoffmann Contreras, y de Prosecretario, el señor José Luis Alliende Leiva.

II. APERTURA DE LA SESIÓN



--Se abrió la sesión a las 16:22, en presencia de 22 señores Senadores.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- En el nombre de Dios, se abre la sesión.

III. TRAMITACIÓN DE ACTAS

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Se dan por aprobadas las actas de las sesiones 13ª, especial, y 14ª, ordinaria, ambas en 4 de mayo; y 15ª, ordinaria, en 5 de mayo, todas del año en curso, que no han sido observadas.



(Véanse en los Anexos las Actas aprobadas).
IV. CUENTA

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Se va a dar cuenta de los asuntos que han llegado a Secretaría.

El señor ALLIENDE (Prosecretario).- Las siguientes son las comunicaciones recibidas:

Mensaje



De Su Excelencia el Presidente de la República, con el cual hace presente la urgencia, calificada de “simple”, respecto del proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que sanciona el acoso sexual a menores, la pornografía infantil y la posesión de material pornográfico infantil (grooming) (boletín N° 5.837-07).



--Se tiene presente la nueva calificación y se manda agregar el documento a sus antecedentes.
Oficios



De Su Excelencia el Presidente de la República, a través del cual requiere el acuerdo del Senado para nombrar integrante del Consejo de Alta Dirección Pública a la señora María Loreto Lira Domínguez, hasta el 19 de julio de 2013, en reemplazo de doña María Luisa Brahm Barril (con la urgencia prevista en el inciso segundo del N° 5) del artículo 53 de la Carta Fundamental) (boletín N° S 1.247-05) (Véase en los Anexos, documento 1).


--Pasa a la Comisión de Hacienda.



De la Honorable Cámara de Diputados, con el que comunica que aprobó el proyecto de ley que modifica el numeral 6 del artículo 159 del Código del Trabajo (con urgencia calificada de “suma”) (boletín N° 6.921-13) (Véase en los Anexos, documento 2).


--Pasa a la Comisión de Trabajo y Previsión Social.



Del señor Contralor General de la República, con el cual da respuesta a un oficio enviado en nombre del Senador señor Horvath para recabar información respecto a contrataciones de personal por parte del Servicio de Salud de la Región de Aysén.



Del señor Director del Servicio de Impuestos Internos, con el que responde un oficio enviado en nombre del Senador señor Bianchi, referido a la posibilidad de eximir del pago de contribuciones de bienes raíces a un inmueble perteneciente a la filial de la Cruz Roja en la ciudad de Punta Arenas.



--Quedan a disposición de los señores Senadores.

Informe



De la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización, recaído en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que regula el cierre de calles y pasajes por motivos de seguridad ciudadana (boletines números 3.848-06; 6.289-25 y 6.363-06, refundidos) (Véase en los Anexos, documento 3).


--Queda para tabla.

Moción



Del Senador señor Chahuán, con la que da inicio a un proyecto de ley relativo al otorgamiento del título profesional de abogado (boletín N° 6.937-07) (Véase en los Anexos, documento 4).


--Pasa a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.

Proyecto de acuerdo



Del Senador señor Chahuán, con el que solicita la creación de la comuna de Reñaca (boletín N° S 1.246-12) (Véase en los Anexos, documento 5).


--Pasa a la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización.

El señor ALLIENDE (Prosecretario).- En este momento ha llegado a la Mesa un informe de la Comisión de Trabajo y Previsión Social recaído en el proyecto de ley, en primer trámite constitucional, que facilita el pago de las deudas previsionales en las Regiones que indica afectadas por el terremoto (con urgencia calificada de “suma”) (boletín N° 6.922-13) (Véase en los Anexos, documento 6).


--Queda para tabla.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Terminada la Cuenta.



Tiene la palabra el Senador señor Muñoz Aburto.

El señor MUÑOZ ABURTO.- Señor Presidente, solicito que el proyecto de ley que facilita el pago de las deudas previsionales en las Regiones que sufrieron las consecuencias del terremoto, que ya fue informado en general por la Comisión de Trabajo, se agregue a la tabla de esta sesión y, aprobada por la Sala la idea de legislar, sea visto en particular por las Comisiones de Hacienda y de Trabajo, unidas, el próximo lunes, 17 de mayo, fijándose ese mismo día como plazo para presentar indicaciones.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Si les parece a Sus Señorías, se agregará a la tabla de esta sesión.

El señor KUSCHEL.- Muy bien.



--Así se acuerda.

)---------(

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Pido autorización para que ingresen a la Sala los señores Subsecretarios General de la Presidencia y de Hacienda.



--Se accede.
)---------(
El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Sabag.

El señor SABAG.- Señor Presidente, solicito ver la posibilidad de que el proyecto que regula el cierre de calles y pasajes por motivos de seguridad ciudadana sea tratado al final de la tabla de esta sesión.



Lo planteé en la reunión de Comités de ayer, para que se discutiera en la sesión de ese día, pero el informe se atrasó. De modo que la Comisión de Gobierno pidió ver la factibilidad de tratarlo y aprobarlo en general hoy, fijar plazo para presentar indicaciones y votarlo en particular la próxima semana.



Se trata de una materia muy sencilla. Es casi para despacharla sobre tabla.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Si le parece a la Sala, se accederá a lo solicitado.



--Así se acuerda.

)---------(

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Patricio Walker.

El señor WALKER (don Patricio).- Señor Presidente, en la Cuenta de hoy se informó que el Gobierno -¡en buena hora!- le puso urgencia al proyecto sobre grooming -sanciona el acoso sexual por Internet-, que aprobamos por unanimidad en la Comisión de Constitución.



Por lo tanto, solicito que esta iniciativa, si es posible, sea puesta en tabla para el martes o miércoles de la próxima semana.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Una vez que se dé cuenta del informe de la Comisión colocaremos en tabla el proyecto para la fecha que Su Señoría pide.

V. ORDEN DEL DÍA
CREACIÓN DE FONDO NACIONAL DE RECONSTRUCCIÓN E INCENTIVOS A DONACIONES EN CASO DE CATÁSTROFES

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que crea el Fondo Nacional de la Reconstrucción y establece mecanismos de incentivo a las donaciones en caso de catástrofe, con informes de las Comisiones de Hacienda y de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento y urgencia calificada de “suma”.
--Los antecedentes sobre el proyecto (6884-05) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de ley:

En segundo trámite, sesión 14ª, en 4 de mayo de 2010.


Informes de Comisión:


Hacienda, sesión 16ª, en 11 de mayo de 2010.


Constitución, sesión 16ª, en 11 de mayo de 2010.


Discusión:



Sesión 16ª, en 11 de mayo de 2010 (queda pendiente la votación general).
El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- Cabe recordar que la Comisión de Hacienda discutió este proyecto solamente en general y aprobó la idea de legislar luego de las siguientes votaciones.



Primeramente, hubo dos votos a favor (Senadores señora Matthei y señor García) y tres abstenciones (Senadores señores Escalona, Frei y Lagos). Repetida la votación, el resultado fue idéntico, y, en aplicación del inciso segundo del artículo 178 del Reglamento, se consideraron las abstenciones como favorables a la posición que logró mayor número de votos, aprobándose la idea de legislar.



Los fundamentos de voto se consignan en el informe de la Comisión de Hacienda.



Es del caso destacar que la Sala, en sesión de 4 de mayo, acordó consultar a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento sobre la constitucionalidad de los artículos 1°, inciso cuarto; 21, y 22 de este proyecto de ley, y que esa instancia resolvió proponer a la Comisión de Hacienda una serie de enmiendas que deberían efectuarse durante la discusión particular. La proposición pertinente fue acordada por la unanimidad de sus miembros presentes, Senadores señora Alvear y señores Espina y Patricio Walker.
El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Señores Senadores, en la sesión de ayer cerramos el debate de este proyecto y estuvimos claros en que hoy correspondía votarlo.



Por lo tanto, vamos a abrir la votación.



Cada señor Senador tiene la posibilidad de fundamentar su voto por cinco minutos.



En votación.



--(Durante la votación).

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Lagos.

El señor LAGOS.- Señor Presidente, el proyecto que tenemos ante nosotros es uno de los instrumentos que el Gobierno y los Ministros que se hallan en la Sala presentaron para enfrentar la reconstrucción y financiarla.



Yo voto esta iniciativa en su mérito, pero, al mismo tiempo, teniendo en cuenta que se trata de un conjunto de instrumentos que presentó el Ejecutivo, algunos de los cuales se discuten en este minuto en la Cámara de Diputados.



Se trata de un proyecto modesto, desde el punto de vista del financiamiento total que se requiere.



El Gobierno ha señalado que esta iniciativa, sobre incentivos a las donaciones, que modifica la legislación actual, va a significar alrededor de 1,5 por ciento del total que se necesita para hacer frente a la reconstrucción.



Estamos hablando de alrededor de -entiendo- 80 mil millones de pesos anuales. No es una suma considerable: son cerca de 150 millones de dólares. Pero me parece que, en el conjunto, la idea es que todo suma y, al mismo tiempo, genera y estimula aportes de privados con los cuales, de no mediar estos instrumentos, tal vez no podríamos contar.



Esto lo enfoco con la mejor disposición. Y si bien ayer en la Comisión de Hacienda me abstuve en la votación, hoy me pronunciaré a favor de la idea de legislar.



Sin embargo, quiero hacer presentes ciertos reparos, que, en mi concepto, deberán subsanarse en dicho órgano técnico durante la discusión particular por la vía de las indicaciones.



Esta iniciativa generaba dudas de constitucionalidad en lo concerniente a la vigencia de los beneficios tributarios otorgados mediante ella. 



Entiendo que en la Comisión de Constitución, Legislación y Justicia se habría encontrado una fórmula reparadora. Tal vez sigue dejando alguna incertidumbre -no ahondaré en el punto- en el sentido de que el acortamiento del plazo no elimina la inconstitucionalidad, pero es satisfactoria en cuanto da tranquilidad a los interesados en la materia.



Sí, creo que persisten dudas de constitucionalidad en el ámbito de las obras específicas, pues, tratándose de donaciones para ellas, sería la autoridad administrativa y no la ley la que estaría otorgando una exención tributaria, ya que al Ministerio de Hacienda -escuchando eventualmente a los intendentes y alcaldes de las zonas afectadas- le correspondería calificar “el interés público o el servicio a la comunidad en general” de dichas obras.



En efecto, la iniciativa no establece ningún criterio ni parámetro objetivo sobre qué debe entenderse por “manifiesto interés público o que presten un servicio a la comunidad en general”, quedando a criterio de la autoridad administrativa la definición de estos conceptos.



En ese contexto, considero indispensable que la ley en proyecto fije una definición o los parámetros para hacer determinables los referidos conceptos.



Segundo reparo que deberemos abordar en la Comisión: se mantiene la amplitud de las facultades del Presidente de la República en materias de exenciones y autorizaciones.



Respecto a las atribuciones del Ejecutivo para dictar normas excepcionales en esas materias, se eliminó la referencia a los “trámites legales”. Sin embargo, el mantener la atribución de dictar “las demás que estime necesarias para la pronta y correcta ejecución de las obras de construcción o reconstrucción que se financien con cargo a esta ley” podría conllevar a que igualmente, por la vía de la potestad reglamentaria, se alteraran normas de carácter legal, pues no se contempla de manera expresa en el articulado una disposición que las “salvaguarde”.



Por último -y este es también un punto delicado y serio-, cabe puntualizar que, si bien esta iniciativa contempla normas en materia de incompatibilidades desde el punto de vista de quiénes hacen la donación y quiénes son los beneficiarios, es indispensable consignar incompatibilidades propias vinculadas a la ejecución de obras específicas, para impedir, en el extremo, que estas sean de beneficio directo para el donante.



Señor Presidente, se trata de cuestiones que habrán de abordarse, y las planteo con la mejor disposición.



Estamos ante un proyecto que, al final del día, no va a hacer la diferencia, atendida la magnitud de lo que debemos enfrentar. Mejora en parte lo que tenemos en materia de legislación sobre donaciones. Pero será necesario tratar con mucho cuidado los aspectos explicitados. Siguen vigentes cuestiones de inconstitucionalidad. Me preocuparé especialmente de que las generosas donaciones vayan en beneficio del conjunto de la sociedad y no a obras específicas que en último término, por la puerta trasera, terminen beneficiando directamente a los donantes.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Rossi.

El señor ROSSI.- Señor Presidente, por los mismos argumentos que expuso el colega Lagos, votaré a favor de la idea de legislar.



A decir verdad, se trata de un proyecto bastante pobre en materia de recaudación y que innova muy poco en cuanto a mecanismos de estímulo a las donaciones.



Entonces, quiero referirme más bien al conjunto de iniciativas que envió el Gobierno para financiar la reconstrucción. Porque la que nos ocupa ahora se suma a varios de los otros proyectos, que establecen más beneficios tributarios y, al final del día -¡ojo!-, disminuyen la carga impositiva existente en nuestro país.



Ello parece contradictorio, pues se supone que se remite un paquete de medidas para financiar la reconstrucción y que las tributarias son para recaudar más, pero, misteriosamente, esta y las otras propuestas significan menor recaudación. Porque, finalmente, en 2013 el Estado tendrá 205 mil millones de pesos menos, resultado de las alzas transitorias y las rebajas permanentes.



Es importantísimo que el pueblo lo sepa: esa es la forma que plantea el Gobierno para expresar solidaridad frente a una catástrofe.



Ayer vimos en el norte, en Tarapacá, cómo es la solidaridad de la empresa privada, que a lo mejor va a utilizar la ley de donaciones para ayudar a la gente en la reconstrucción. Observamos de qué manera se reprimió una movilización de 4 mil 300 trabajadores -contratados, subcontratados- de la mina Collahuasi. ¿Y dónde estuvo la solidaridad, la generosidad de la empresa mandante para juntarse con ellos, con sus dirigentes, a fin de llegar a un acuerdo?



Ese es el primer conflicto sindical que tiene el Gobierno del Presidente Piñera, que se suma al primer conflicto estudiantil, por el cual marcharon hoy los estudiantes de la CONFECH, en un número significativo.



Digo lo anterior, señor Presidente, porque a veces es bueno replantearse lo que se entiende por “solidaridad”, por “generosidad”.



“Que tu mano derecha no sepa lo que hace tu mano izquierda”, ha dicho alguien por ahí.



Y tengo la misma preocupación del Senador Lagos en el sentido de que, finalmente, este proyecto permita financiar obras específicas del todo dirigidas, que, además de los beneficios tributarios, terminen favoreciendo al propio donante.



En la Comisión de Hacienda le preguntamos al Ministro Larraín quién definía dichas obras: lo hace el mismo Ministerio de Hacienda.



Ya hemos visto lo sucedido a ese respecto con diversos proyectos de ley: se ha construido una serie de negocios.



Expreso, pues, mi inquietud sobre el particular.



Esta iniciativa implicará un aporte discreto. Es bastante pobre en cuanto a recaudación. Resulta impredecible.



Lamento que el Gobierno envíe una serie de proyectos de ley que significarán menor recaudación fiscal y que los mayores beneficiarios no sean los afectados por el terremoto sino los empresarios, pero no los pequeños, sino los grandes. Las pymes no pagan hoy impuesto de timbres y estampillas.



Es tremendo el beneficio que el Ejecutivo les otorga de manera permanente a las grandes empresas.



Nos engañan con el cuento del royalty. Porque la verdad de las cosas es que en Chile este es bastante exiguo. Y ahora nos quieren hacer votar un royalty entre comillas, donde se establece la imposibilidad -¡vaya paradoja!- de hablar de royalty hasta el 2025.



O sea, ¡les estamos regalando a las grandes empresas una serie de rebajas tributarias a costa de dos años de alzas transitorias!



¿Dónde está, entonces, el esfuerzo para ir en auxilio de los damnificados?



Más aún -esto reviste mayor gravedad todavía-: se presiona a los parlamentarios de las zonas afectadas diciéndoles que, si no se vota hoy con rapidez, serán responsables de que la ayuda no llegue, en circunstancias de que todos sabemos que la recaudación tendrá lugar el próximo año, fundamentalmente.

 

Estimo, en consecuencia, que aquí hay más bien operaciones cosméticas, maquillaje, intentos por hacer creer que se están sacando muchos proyectos, cuando hay una gran sequía legislativa, como dijo el Senador Zaldívar.



Se acabó mi tiempo, señor Presidente.



Voto que sí.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Prokurica.

El señor PROKURICA.- Señor Presidente, este proyecto es uno de los medios, de las palancas, de los mecanismos que el Gobierno del Presidente Piñera ha puesto en ejecución para enfrentar la catástrofe: crear un Fondo Nacional de la Reconstrucción para casos de catástrofe, de carácter permanente, financiado con diversos aportes, incluidas donaciones con beneficio tributario.



Quiero empezar mi intervención recordando las palabras que pronunciaron los presidentes de los partidos de la Concertación el 6 de marzo del año en curso, luego de sostener una reunión con el Presidente electo, don Sebastián Piñera, donde se acordó “un nuevo trato” para el Gobierno, con la idea de unificar fuerzas para trabajar en conjunto por la reconstrucción del país después del terremoto de febrero. 



Un Senador expresaba: “La Concertación y todos sus parlamentarios estamos disponibles para trabajar juntos para reconstruir Chile”. 



Por su parte, quien me antecedió en el uso de la palabra indicaba: “Éste es el momento de profundizar nuestros acuerdos (...) Lo que Chile espera de nosotros es que los partidos políticos nos pongamos todos detrás de la tarea de reconstruir el país”. 



Y el Presidente de la Democracia Cristiana, don Juan Carlos Latorre, decía: “Expresar clara y nítidamente nuestra disposición, nuestra plena voluntad a colaborar en todas aquellas tareas que posibiliten, no solamente enfrentar esta emergencia, sino que asociarnos con el mayor espíritu de colaboración a lo que sea el proceso de reconstrucción nacional”.



Señor Presidente, llegó la hora de que estas mismas personas cumplan con su palabra y colaboren con la reconstrucción. Sin embargo, lo que uno observa, después de escuchar las intervenciones en la Sala, es que no se hace mucho por ayudar, francamente. Advierto que las críticas se refieren a cuestiones menores.



El proyecto es importante, macizo, y constituye una de las herramientas que el Gobierno está enviando, Y, por supuesto, existe disposición para poder modificarlo y mejorarlo.



La iniciativa está destinada, única y exclusivamente, a apoyar a la gente que está sufriendo. Esta necesita asistencia, pero no cualquiera ni en cualquier tiempo, sino lo antes posible. Por ello, es preciso terminar con las diferencias políticas y sacar el texto adelante.



Hoy día hemos conocido una señal positiva, al menos, anunciada por el propio Presidente del Partido Socialista, ya que los parlamentarios de las zonas afectadas -quienes entiendo que habrán visto la realidad que se enfrenta- han comunicado que votarán a favor. Espero que ello haga cambiar de opinión a algunos Honorables colegas que manifestaron su rechazo.



Incluso el Senador progresista señor Navarro ha declarado que se pronunciará por la aprobación, pues se da cuenta de la situación que se vive en la Región que representa. Me dicen, eso sí, que Su Señoría no se encuentra en la Sala.



Señor Presidente, deseo hacer un llamado a los señores parlamentarios de la Concertación para que apoyen la iniciativa presentada por el Presidente de la República, así como también otras cuyo objetivo es aunar esfuerzos y criterios en el país para ir en ayuda de miles de familias que lo han perdido todo. Pero ese esfuerzo serviría de poco o de nada si los fondos no llegaran a tiempo y no fuese posible concretar estos proyectos.



Por los miles de familias afectadas y que día a día sufren en carne propia los efectos de la catástrofe, espero que los señores Senadores, cualquiera que sea su color político, voten a favor del articulado.



Y a quienes quieran rechazarlo les recomiendo que visiten las zonas devastadas y le digan a la gente a la que se le ha caído la casa, que lo ha perdido todo, que votaron en contra de las herramientas que el Gobierno ha ideado para reconstruir sus escuelas, sus hospitales y sus viviendas. Porque, francamente, pienso que rechazar la iniciativa no tiene ninguna presentación.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Honorable señor García.

El señor GARCÍA.- Señor Presidente, este es el primer proyecto de ley que envía el Presidente Sebastián Piñera para allegar recursos al proceso de reconstrucción, luego del terremoto y maremoto que afectaron tan dramáticamente a miles de nuestros compatriotas el 27 de febrero recién pasado.



Efectivamente, la iniciativa es modesta: busca recaudar, aproximadamente, unos 300 millones de dólares en dos años. Pero es relevante, porque, por cada seis pesos que se destinen a la reconstrucción, cinco serán con cargo al sector privado -concretamente, a las empresas que pagan el impuesto de primera categoría de la Ley de la Renta- y solo uno lo pondrá el Fisco. De tal forma que constituye un premio importante al esfuerzo que puedan realizar las empresas privadas para contribuir a la tarea por llevar a cabo.



El texto crea un Fondo Nacional de Reconstrucción, sobre la base de donaciones que se acogerán a franquicias tributarias. La primera de estas es la exención del impuesto recién mencionado, es decir, solo del 17 por ciento.



No existen franquicias adicionales, como sí ocurre, por ejemplo, con las donaciones culturales y las que se efectúan con fines educacionales. En consecuencia, el proyecto tampoco va a competir con donaciones establecidas en otros cuerpos legales, como las de carácter cultural, contempladas en la tan conocida “Ley Valdés”, en homenaje al Senador señor Gabriel Valdés, su principal impulsor.



Por primera vez se van a permitir donaciones de personas naturales afectas a segunda categoría, al llamado “impuesto único al trabajador”, o al global complementario. Esos contribuyentes, al hacer aportes al Fondo, obtendrán un crédito tributario de 40 por ciento.



Lo mismo ocurrirá con las empresas obligadas a pagar el impuesto adicional -es decir, por la repatriación de utilidades-, caso en que el crédito tributario ascenderá a la misma tasa vigente, es decir, 35 por ciento.



Y, finalmente, como algo tremendamente novedoso, a mi juicio, se permitirá que hagan anticipos las personas obligadas a realizar pagos por el impuesto a la herencia, lo que, con un crédito de 40 por ciento, también se destinará a la reconstrucción nacional.



Por eso, señor Presidente, pienso que el proyecto es bueno, necesario. No es el que recaudará más. Para este último efecto, ya estudiaremos, durante los próximos días, las iniciativas que establecen alzas transitorias de impuestos. Lo importante es que aquí se premiará la solidaridad y generosidad del sector privado, tanto de las empresas como de los particulares, para que todos nos aboquemos a la gran tarea de la reconstrucción nacional y a aliviar el dolor y sufrimiento de miles de compatriotas.



Votaré a favor.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Zaldívar.

El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- Señor Presidente, al comenzar mi intervención, y para que no existan dudas acerca de cuál será la posición de nuestra bancada, declaro que vamos a aprobar el proyecto en general.



Aquí no ha habido en ningún momento renuencia a tratar esta materia. Pero sí hemos hecho planteamientos que, a lo mejor, incluso no son comprendidos al formularlos quienes nos encontramos en la Oposición. Hemos dicho que estamos dispuestos a aprobar estos recursos y los que sean necesarios para financiar la reconstrucción.



Ahora, frente a la iniciativa en examen, habríamos preferido un tratamiento global tanto del articulado que conoce en este momento la Cámara de Diputados como del que ahora nos ocupa, para considerar la forma como se afrontará el financiamiento de dicho proceso.



El proyecto mismo me parece bastante sui géneris, al pretenderse financiar gastos públicos, que normalmente son propios del Presupuesto de la Nación, con donaciones privadas. Hace mucho tiempo que no lo veía. Para otros efectos, considero que ello resulta muy procedente.



Asimismo, estimo que en una normativa de esta naturaleza no se puede abrigar la certeza de cuál será el rendimiento. Ello es absolutamente incierto. Y soy pesimista respecto a lo que el señor Ministro de Hacienda ha planteado sobre el particular en el informe financiero que hemos conocido, porque la cuestión dependerá de las condiciones que percibirá el sector privado para realizar este tipo de aportes, en circunstancias de que rigen leyes sobre donaciones que dan más beneficios que aquellos que el texto contampla. Ojalá que los cálculos del señor Ministro le den resultado.



Por eso, creo que en la discusión particular se debe formular una indicación -es bueno tenerlo presente- para que esa Secretaría de Estado dé cuenta, al momento de presentarse el proyecto de Ley de Presupuestos de cada año, de cuál ha sido el rendimiento de la normativa en estudio y el destino de los recursos obtenidos, porque se dice que financiarán inversiones públicas.


Quiero llamar la atención también hacia algo que constituye un poco la filosofía que observo en materia de reconstrucción y que me toca ver en la circunscripción que represento. Al parecer, el Gobierno no asume algunas responsabilidades, en cuanto a financiar ciertos tipos de trabajos que se deben efectuar en la Región. Y es el sector privado el que se hará cargo, por ejemplo -me parece bien que lo haga, en ausencia del primero-, de los planes maestros. Así, el de Talca lo asumirá una empresa -reitero: no tengo ninguna objeción a ello-; el de Constitución, otra. Con relación al de Curicó, se reunieron todos los actores y se pensó en hacer una colecta, de acuerdo con una información publicada en el diario “La Prensa”, de esa ciudad. Según me señalaron, la minera Anglo American se ocupará del relativo a una de las comunas de la Octava Región.



Entonces, quiero preguntar si será el sector privado el que va a financiar los gastos de la reconstrucción o si ello se hará a través de esta clase de acciones.



Me gustaría que tuviéramos presente el punto, porque creo que el Estado no puede abstenerse de cumplir determinadas obligaciones.



Echo de menos en este momento, asimismo, una definición institucional acerca de cómo se debe enfrentar el gasto y manejar la reconstrucción.



En 1965, año en que me correspondió actuar con motivo de un terremoto, se dictó la ley N° 16.282, la que en gran parte se halla en vigencia hasta el día de hoy. La Corporación de Fomento intervino en 1939. El Presidente Jorge Alessandri enfrentó el terremoto de 1960 a través del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción. En la actualidad no existe ningún ente detrás de la reconstrucción. Y ello no es bueno para los efectos de llevar adelante esa tarea.



Respecto a la iniciativa en sí misma, pienso que va a contar con la aprobación de la gran mayoría de los Senadores, con muy pocas excepciones. Y el Gobierno dispondrá de este instrumento aun cuando no sea conveniente.

El señor LONGUEIRA.- ¡Pero no mire hacia acá, Honorable colega! ¡Diríjase a la Mesa!

El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- ¡En ningún momento mencioné a Su Señoría!

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Señor Senador, va a concluir su tiempo.

El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- Me pronunciaré a favor, señor Presidente.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Coloma.

El señor COLOMA.- Señor Presidente, a mi juicio, el proyecto es extraordinariamente oportuno y original.



Quiero destacar las innovaciones que contempla, al apuntar, de manera específica, a la creación del Fondo Nacional de Reconstrucción y al establecimiento de mecanismos de incentivo a las donaciones en caso de catástrofe. No tiene que ver con el plan de financiamiento total de la reconstrucción ni con los conflictos que pueden existir en el norte, como han señalado otros parlamentarios.



De repente, tengo la sensación de que, a pesar del pronunciamiento favorable anunciado por algunos señores Senadores de la Concertación, están tratando de buscarle “la quinta pata al gato” y la forma como plantear que la iniciativa no sería tan buena como en realidad lo es.



Por mi parte, quiero sostener exactamente lo contrario. Reitero que el proyecto es muy oportuno, porque en Chile se registró una catástrofe y resulta indispensable generar opciones de financiamiento adicionales a lo que se pueda recaudar por la vía de los impuestos o la enajenación de activos del Estado y que tengan que ver con el sentido ético y moral que sí presenta y ha mostrado la empresa privada, tantas veces denostada pero tan reconocida en estos días. Es algo que considero fundamental ordenar a través de una legislación de esta naturaleza.



El beneficio que originará la iniciativa es evidente. Al final, por cada cinco pesos que coloque una empresa privada, el Estado pondrá uno. Por consiguiente, se van a juntar seis pesos para financiar obras que claramente se relacionarán con la reconstrucción, a fin de asumir parte de la superación de la catástrofe.



¡No hay “peros” que valgan, entonces! ¡Así se deben hacer las cosas! Y el sentido del articulado es justamente el de incentivar que el espíritu existente se materialice en forma positiva. 



Afirmo, responsablemente, como Senador por la Séptima Región, que esta clase de aporte es clave, central. Por los hechos, se ha visto que lo han asumido algunas empresas, pero, en el derecho, creo que el potencial es mucho mayor.



Además, me parece original e importante la incorporación de la democracia tributaria y que, en esta perspectiva, los ciudadanos aportantes -espero que ello sea una regla general que el día de mañana se vaya extendiendo a otros campos, como el de la educación- puedan manifestar también de algún modo su preferencia respecto a cómo quieren que se gasten sus recursos, porque nadie sabe mejor en qué se deben emplear que quien los proporciona.



Y sin duda resultaría novedoso considerar al respecto un conjunto de obras específicas, como un plan regulador, un plan maestro, un hospicio, un hospital, un consultorio, en fin, una variedad de bienes que fueron destruidos por el terremoto, lamentablemente, e implican una ayuda especial.



¡Así se hacen las cosas! Si, al final, estos son los ritmos, los tiempos, en que uno percibe que se puede ver la luz al final del túnel; en que no todo es desastre, catástrofe y desorden -como lo hemos visto en los videos exhibidos por los medios de comunicación en los últimos días-, sino que, adicionalmente, existe un trabajo consistente del Gobierno en orden a encauzar en forma adecuada el esfuerzo privado con un incentivo público, muy minoritario, pero que le da al gasto un sentido mucho mayor.



Escuché a dos señores Senadores calificar de “muy modesta” la cantidad de recursos que se obtendrán por esta vía. Efectivamente, nadie sabe a cuánto ascenderán. Pero, asumiendo que será lo que expresa el señor Ministro de Hacienda: alrededor de 80 mil millones de pesos, deseo darles a los integrantes de las bancadas del frente la buena noticia de que eso es, más o menos, lo que cuesta reconstruir el hospital de Talca. 



Cada vez que pedí fondos para este último efecto, me respondían que era mucha plata, que era imposible. Ahora me señalan que es muy modesta la suma equivalente exactamente a lo que demanda la construcción de ese establecimiento.



Entonces, ¡intentemos ser más positivos, más proactivos! ¡Tratemos de apoyar al Gobierno en aquello que refleja un amplio sentido común y no nos limitemos a hacer zancadillas y a oponer “peros” u objeciones que parecen más bien de otra época!



Lo que Chile tiene presente -y en ello voy a insistir, por más que a algunos pueda molestarles- es que, cuanto antes se despache este grupo de leyes, antes llegará la ayuda a las personas que más la necesitan. ¡Eso es lo que el país solicita! Y, por tal razón, apoyaré con entusiasmo el proyecto.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra la Honorable señora Matthei.

La señora MATTHEI.- Señor Presidente, lo primero que deseo consignar es que me alegro enormemente, en verdad, de que la iniciativa esté siendo votada a favor por las bancadas de la Concertación. Porque, a la larga, cuando se ha registrado algo tan grave como una catástrofe que ha sumido en el dolor a tanta gente, habla bien de nosotros el que sea posible que nos pongamos de acuerdo para aprobar un proyecto respecto del cual nadie podría formular una objeción.



Se trata de donaciones que podrán efectuar los privados con un beneficio realmente muy pequeño, consistente solo en la imputación en el gasto. O sea, el favorecimiento tributario ascenderá a un modesto 17 por ciento. Por lo tanto, constituirán, en general, un acto de generosidad hacia el país y hacia quienes sufren. Me complace muchísimo, entonces, que estemos aprobando la iniciativa prácticamente por unanimidad.



He escuchado con atención lo expuesto por los Senadores señores Lagos y Rossi en orden a que quieren asegurarse de que los aportes no beneficien a los donantes. 



Concuerdo con Sus Señorías, obviamente. Pienso que eso ya se encuentra resguardado en el proyecto, pero, si hubiese alguna duda, estamos dispuestos a perfeccionarlo en cuanto a que el mecanismo ha de favorecer a la gente que está sufriendo y no a quienes realicen las donaciones.



Deseo referirme a un asunto que no tiene que ver con la iniciativa que nos ocupa, la cual, por supuesto, votaré a favor. 



Se ha planteado que el paquete principal, el de la reforma tributaria, dejaría al país con una menor recaudación de impuestos a partir de algunos años más.



Quiero señalar que esa visión supone que las medidas a favor del crecimiento y de las pymes no surtirán ningún efecto.



Lo digo porque vienen dos rebajas tributarias muy procrecimiento y propyme, tendientes a ampliar el beneficio del artículo 14 bis de la Ley sobre Impuesto a la Renta a empresas pequeñas que obtengan una mayor venta, y también, a disminuir el impuesto de timbres y estampillas, que siempre golpea más a las pequeñas y medianas empresas. Si nosotros logramos tan solo un punto de mayor crecimiento con estas medidas -es decir, pasar de 2,9 a 3,9 por ciento promedio-, ello significará muchos millones de dólares. Cada punto adicional implica 400 millones de dólares extras en recaudación todos los años.



Por lo tanto, el Presidente de la República está apostando a lo que él mismo prometió en su programa de Gobierno: aumentar el crecimiento de nuestro país y el número de empleos. Eso, de por sí, significaría un tremendo beneficio para las personas que lograran conseguir un trabajo.




Pero, además, provoca un efecto secundario nada menor: lo que cada punto agrega anualmente. O sea, si tuviéramos solo un punto adicional de crecimiento y volviéramos al 2,9 por ciento, cada año se generarían 400 millones de dólares. Y si todos los años hubiera un punto más, podría registrarse un enorme incremento en la recaudación tributaria.



En consecuencia, no hagamos cálculos tan fríos suponiendo que el crecimiento se mantendrá en niveles bajos, como por desgracia ha ocurrido en los últimos años, sino que veamos si las medidas propuestas surten el efecto buscado de elevarlo, porque eso favorecería enormemente a las pymes.



Además, el estímulo a las pequeñas y medianas empresas provocaría otro beneficio muy deseado: introducir más competencia -ojalá- en numerosos rubros donde desgraciadamente se ha concentrado mucho la propiedad y existen dos o tres cadenas que dominan todo el mercado, lo que tampoco es bueno para el consumidor y el país. En la medida que estimulemos a las pymes, esperamos introducir también un grado superior de competitividad.



En resumen, mayor crecimiento y más estímulo a las pymes producirían múltiples buenos efectos.



Por consiguiente, invito a Sus Señorías a mirar en forma más positiva estas medidas, que analizadas desde una perspectiva meramente matemática pueden significar menor recaudación, pero vistas en profundidad pueden implicar muchas cosas favorables para nuestro país.



He dicho.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Girardi.

El señor GIRARDI.- Señor Presidente, nos parece que el presente proyecto fue mejorado por el Ejecutivo y que se escuchó a la Concertación. 



Nosotros teníamos aprensiones respecto a su institucionalidad y a la discrecionalidad que podría haber generado en el uso de los recursos.



Su texto ha sido perfeccionado, y todavía puede seguir siéndolo. Pero digámoslo claramente: esta iniciativa no es el principal instrumento para financiar la reconstrucción.



Voy a votar a favor del proyecto porque, con las correcciones que se le pueden introducir en el ámbito de la transparencia, permitirá solucionar los problemas que le interesan al país.



Pero ese no es el fondo del asunto.



El punto central estriba en cómo somos capaces de financiar la reconstrucción de manera sustantiva y no marginal. Y el debate que deseamos realizar con el Gobierno del Presidente Piñera, en particular con su Ministro de Hacienda, radica en quién va a pagar el costo de la reconstrucción.



Si bien el paquete principal ha sido objeto de algunas correcciones -recordemos que contenía normas verdaderamente inadecuadas: se planteaba una fórmula según la cual los beneficios tributarios resultaban muy superiores a las alzas tributarias; venía la depreciación acelerada, que se eliminó, lo que nos parece bien-, creemos que todavía quedan instrumentos que hacen empatar los beneficios con las alzas en materia impositiva.



Por ello, nos interesa discutir sobre quién pagará el costo de la reconstrucción, porque, como ha ocurrido en general en nuestro modelo de desarrollo, los más pobres se llevan la mayor carga, en materia no solo de reconstrucción, sino también de financiamiento en los ámbitos social, de educación, de salud, de infraestructura, etcétera.



Chile sigue teniendo una estructura tributaria regresiva y una de las peores distribuciones del ingreso. Todos sabemos que la política impositiva, además de la recaudación, es un instrumento de igualación en las sociedades. Y nuestros resultados se encuentran entre los más malos del planeta.



Por eso, señor Presidente, pensamos que el debate central se va a dar en el proyecto sustantivo. Y queremos formularle al Gobierno, y en especial al Ministro de Hacienda, quien ha tenido el coraje de abrir la discusión sobre el aumento de impuestos, el siguiente planteamiento.



Lamentablemente, para la Concertación fue muy difícil abrir el debate sobre esta materia. Desde hace diez años venimos manifestando que Chile debe diseñar un modelo de desarrollo distinto y caminar por la senda de mayor igualdad y equidad, pues finalmente la desigualdad es un problema estructural que afecta al crecimiento integral del país y a su competitividad.



La Senadora Matthei aludía a los monopolios. ¡Diez grupos económicos son dueños del país! En Chile no hay mercado de verdad. Y resulta increíble que, producto de los monopolios, los créditos bancarios y las cuentas de agua, de luz, de Internet sean a veces más caros que en naciones desarrolladas.



Vivimos la experiencia de la colusión de las farmacias. Pero, por desgracia, ello se repite en muchos sectores de la economía nacional. Si realmente deseamos que la clase media emprenda, hay que librar una lucha frontal contra los monopolios, que impiden la existencia de un mercado mayor en Chile.



Paradójicamente, la Derecha ha sido responsable de fomentar los monopolios y, en cierta manera, ha ayudado a restringir el mercado, mientras nosotros hemos defendido la existencia de un mercado más grande, pero para todos.



En tal sentido, quiero manifestar que muchos de nosotros vamos a votar a favor del proyecto de reforma tributaria si el debate sobre los impuestos se establece de manera distinta y como una corrección al modelo de desarrollo del país.



Por eso, lo que el Ministro de Hacienda planteó en términos de aumentar el impuesto a las utilidades de las empresas y el royalty a la minería debiera ser permanente. 



En Chile se van a expatriar 30 mil millones de dólares -o una cifra cercana- por concepto de utilidades de la gran minería. 



¡Eso es una vergüenza! ¡Es antipatriótico! ¡Atenta contra el país obtener utilidades millonarias sin pagar los impuestos respectivos!



Por eso, llamo a tener un poco de patriotismo y compromiso para obligar a las empresas del sector. ¡Hoy día pagan 5 puntos de royalty en Chile, mientras que en Canadá, donde algunas tienen sus matrices, pagan 18 por ciento! ¡Y en Australia se plantea que sea de hasta 40 por ciento!



Entonces, ¿por qué no tomamos una opción de desarrollo distinto, que permita realizar una mayor inversión en salud, en educación, y terminar con el 7 por ciento de descuento a los jubilados, que constituye un impuesto a la vejez, por la vía de establecer esos tributos con carácter  permanente?



He dicho.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Orpis.

El señor ORPIS.- Señor Presidente, pienso que este proyecto no es marginal, y siento que la sociedad civil se lo ha ganado.



Un señor Senador manifestaba que la situación es bastante sui géneris, porque las materias que trata la iniciativa le corresponden al Estado. 



Yo le contestaría que hay muchas cosas que le pertenecen al Estado o que deberían pertenecerle y que son desarrolladas por la sociedad civil. Basta ver el sinnúmero de instituciones de beneficencia que abordan problemas que también enfrenta el Estado en materias de pobreza, de educación, de cultura.



Yo, señor Presidente, pienso al revés.



Me extraña que en un país que constantemente sufre terremotos, catástrofes, no hayamos discutido con mucha antelación un proyecto de ley sobre donaciones de las características del que ahora nos ocupa.



Por eso, rescato el carácter permanente de la iniciativa a fin de no estar legislando con motivo de cada siniestro que afecte a Chile en algún momento y de que, al final, sea la sumatoria de los recursos lo que marque la diferencia.



Eso sí, mantengo ciertas discrepancias conceptuales con respecto al proyecto. Votaré a favor tanto en general cuanto en particular. Pero hay un asunto que siempre he defendido -y lo seguiré haciendo-: desde mi punto de vista, es de la esencia de las donaciones respetar la voluntad del donante. Y en la iniciativa en análisis se lo castiga cuando direcciona esos recursos a proyectos más específicos.


Ahí hay una diferencia conceptual de fondo, que viene prácticamente desde la Ley del Deporte. En las normativas anteriores sobre donaciones siempre se respetaba la voluntad del donante, pero a partir de aquella legislación se marca un punto de inflexión.



Por otro lado, me alegra que en el presente proyecto se aborde lo relativo a las empresas. Y no estamos hablando del mejor beneficio tributario para ellas, pues no tienen crédito tributario, sino solo gastos necesarios para producir la renta.



También se incluyen las donaciones en dinero y en especies.



A su vez, se incorpora lo atinente a las donaciones de las personas, tanto respecto del impuesto de segunda categoría como del global complementario. No se trata de la primera normativa en la materia que otorga beneficios tributarios a las personas naturales. Ya lo hizo la ley sobre donaciones para combatir la pobreza, que todavía no se ha aplicado en plenitud y espero que lo sea en forma pronta.



De igual modo, se avanza con respecto a la repatriación de las remesas de utilidades en el extranjero -como señalaba el Senador señor García- y al impuesto de herencia.



Señor Presidente, creo que lo mencionado es lo mínimo. Sin ley de donaciones, hemos visto cómo la sociedad civil ha sido tremendamente solidaria para abordar lo relativo al terremoto. Considero que entregar un porcentaje muy mínimo de los impuestos de cada uno para que el Estado administre esos recursos es una manera de incentivar y potenciar la solidaridad tanto de las empresas como de las personas, pues no solo estamos hablando de las primeras.



Pero insisto en mi punto original, que para mí será irrenunciable: siempre debe respetarse la voluntad del donante.



Por otra parte, estimo que no existe ningún problema de inconstitucionalidad respecto del vínculo mediante el cual podría beneficiarse la empresa donante. Porque tengo entendido que la ley es permanente y se prohíbe cualquier tipo de contraprestación. De manera que desde ese punto de vista creo que el asunto se encuentra zanjado. Habrá que analizarlo. Pero se trata de una disposición general que se aplica a todas las donaciones, en las cuales se prohíbe la contraprestación.



Por las razones expuestas, voto a favor.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Quintana.

El señor QUINTANA.- Señor Presidente, pese a que represento en el Senado a una de las zonas afectadas por el terremoto, como es La Araucanía Norte, no me siento ni presionado ni emplazado por lo que pueden decir la ciudadanía que represento y mi Región respecto de mi voto. Lo menciono porque pienso que hoy el país tiene claro cuáles medidas sirven para enfrentar esta catástrofe y cuáles no.



La Senadora señora Matthei se refirió recién a las grandes cadenas que poseían el monopolio para la compra de algunos artículos de ferretería en la famosa iniciativa -lanzada con gran pirotecnia pero con muy poco efecto en la práctica- denominada “Manos a la obra”. En la comuna de Angol ese proyecto estuvo parado durante treinta días, con cero ejecución presupuestaria, debido a que la única gran cadena existente solo tenía clavos para ofrecer a las mil doscientas familias que habían perdido sus viviendas total o parcialmente.



Por consiguiente, también importa debatir qué se hará con los recursos recaudados.



Y uno podría mencionar una segunda consideración a raíz de lo señalado hace poco por el Honorable señor Rossi en cuanto a los movimientos sociales y a la solidaridad, de lo cual tanto se ha hablado acá.



Debo decir que los estudiantes agrupados en la CONFECH que acaban de presentar un petitorio de ocho puntos no hablan de arancel diferenciado ni de consignas de hace treinta años. Se refieren en su gran mayoría a materias relativas al terremoto, a los miles de jóvenes que deberán abandonar las universidades porque sus familias no disponen de recursos, pues perdieron todo. Y el punto es quién se hace cargo de eso. Lo conversamos en la mañana con el Ministro Lavín, y para muchos de estos asuntos no hay respuesta.



Por tanto, lo que se busca es saber qué se hará finalmente con los fondos obtenidos.



Con todo, no podemos señalar que se trata de un proyecto maravilloso. ¡Por favor! Quienes participaron en las Comisiones de Constitución y de Hacienda saben que la iniciativa ha experimentado una serie de modificaciones, porque el texto original adolecía de varios defectos. Por citar un ejemplo, en lo relativo al Comité Ejecutivo para la Reconstrucción y la Secretaría Adjunta, esta estructura un tanto compleja, con representantes, personas que podían votar y otras no, con facultades extraordinarias, omnipotentes para el Presidente de la República, claramente hacía inconstitucional la iniciativa.



Lo que hoy tenemos es algo distinto. Y en este sentido, valoro el ejercicio realizado por el Gobierno en orden a abrirse a la posibilidad de modificar aquellos aspectos.



Frente a situaciones excepcionales, como lo es naturalmente un terremoto, un cataclismo, vienen también las soluciones excepcionales. Y desde ese punto de vista -reitero-, aprecio el esfuerzo emprendido en esta materia, en especial por el Ministro de Hacienda.



Por lo tanto, voy a votar a favor de este proyecto, porque de verdad creo en él, a diferencia de la iniciativa global sobre la reconstrucción, que está recién conociéndose en el Senado. Como se ha dicho aquí, 150 millones de dólares en dos años no nos van a permitir cambiar sustancialmente a Chile. A lo mejor, harán posible levantar las 40 mil casas que se destruyeron. Pero no tendremos un país muy distinto, porque, no nos estamos poniendo metas muy distintas. Por eso, el Gobierno habla solo de modificación a la carga tributaria con carácter transitorio.



Por las razones expuestas, mi voto será favorable. Considero que se trata de una respuesta rápida, a diferencia del otro gran proyecto que deberemos analizar. La presente iniciativa permite inyectar recursos para enfrentar hoy los problemas, trabajar en la inmediatez, y eso me parece importante.



Voto que sí.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Chadwick.

El señor CHADWICK.- Señor Presidente, pienso que es especialmente bueno, positivo, que el Senado despache una iniciativa de esta naturaleza por una amplia mayoría o en forma casi unánime. Es lo que la población y el país esperan de nosotros. Porque, más allá de los distintos puntos de vista que podemos sostener acerca de las medidas permanentes que deben adoptarse en el futuro, tenemos claro que hay algo urgente: disponer de recursos para ayudar a reconstruir el país.



Quiero referirme específicamente, señor Presidente, a algunos aspectos jurídicos mencionados durante el debate. Lo hizo el Honorable señor Lagos, y entiendo que el Senador señor Rossi se hizo parte de ello.



Revisamos el proyecto en la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, y efectivamente le hicimos un ajuste para su mejor constitucionalidad.



A mi juicio, el asunto que se ha expuesto, que dice relación a la posibilidad de que exista una discrecionalidad administrativa para determinar el destino de algunas donaciones, se encuentra perfectamente regulado en la iniciativa de acuerdo con la Constitución.



En el proyecto se respeta absolutamente el principio de legalidad tributaria, o sea, que todo lo que se relacione con tributos debe estar contemplado en la ley. Pero resulta imposible que ese principio sea absoluto, como lo ha señalado el propio Tribunal Constitucional. Porque, obviamente, hay situaciones particulares, específicas, y no todas pueden quedar establecidas en la ley, pues esta tendría que ser gigantesca, y siempre habrá algo que se escape.



Por ello, las donaciones específicas se regulan en el artículo 8º de la iniciativa. Se dispone, en primer lugar, el destino general que han de tener todas las obras relacionadas -están pormenorizadas- con la reconstrucción.



Pero como resulta evidente que puede haber algún destino no contemplado en la ley en proyecto que surja durante su aplicación, porque cada día van apareciendo más daños producidos por el terremoto -somos testigos de ello en nuestra zona-, se le entrega una facultad especialísima al Ministro de Hacienda, quien, a través de un decreto supremo fundado solo por causa de interés general, podrá autorizar un destino diferente al indicado en los incisos primero y segundo del artículo 8º.



Ese decreto supremo fundado por causa de interés general permite que la Contraloría y los tribunales revisen que se cumpla exactamente lo que señala la ley: el interés común general o público.



Otro aspecto que se ha planteado dice relación al destino que podrían tener las donaciones específicas en términos de ir en único y exclusivo beneficio personal y, por lo tanto, perder su sentido público.



Para precaver ese efecto se dispone lo señalado en los incisos primero y segundo del artículo 8º, donde se detallan las obras de infraestructura específicas a las que deben destinarse las donaciones. De tratarse de obras distintas, se exige un decreto supremo, que está sujeto a todos los controles, de Contraloría y judiciales, a fin de garantizar el interés común o general que ha de tener la donación.


Pero, además de eso, en el inciso quinto del artículo 8°, se establece que las donaciones específicas realizadas por cuenta propia tienen que hacerse a través de convenios con el Ministerio correspondiente, los cuales deben contar con una fundamentación técnica para efectos de conseguir la autorización y llevarse a cabo la donación. 



Y, en cuarto término, en el inciso sexto del mencionado precepto se dispone la obligación de la Cartera de Hacienda de controlar el destino de las donaciones y el cumplimiento de los convenios. Por lo tanto, el Secretario de Estado tiene la responsabilidad constitucional y legal de fiscalizar que se cumplan todos los requisitos.



Por consiguiente, a mi juicio -como lo analizamos en la Comisión-, constitucionalmente se acatan las exigencias del principio de legalidad tributaria. 



Sin embargo, en términos prácticos, creo difícil -siempre se puede hacer, obviamente- poder agregar algún otro tipo de control. 



Como señalé, considero que están todos los elementos de control y  de fiscalización para asegurar, en la medida de lo posible, que el destino de una donación específica respete lo estipulado en la ley; que ella será de interés común, y que no irá en beneficio particular del donante para este caso específico.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Sabag.

El señor SABAG.- Señor Presidente, como se ha señalado, este es el primer proyecto que le estaríamos aprobando al Ejecutivo y que se relaciona con la recaudación de recursos para enfrentar la grave catástrofe vivida por nuestro país el 27 de febrero.



Y yo también lo quiero calificar de modesto, aunque el Senador señor Coloma pregunte por qué. Es modesto por el monto que el Gobierno ha estimado que es el daño: 2 mil 370 millones de dólares. 



La cifra que se baraja es muy insuficiente para enfrentar el problema. Ya vendrá la otra iniciativa. Sin embargo, estimo que esta es necesaria y útil, porque muchos empresarios podrán donar. Si lo hacen ahora, tienen que pagar impuestos sobre lo que donen, por cuanto no lo pueden cargar como gasto en su contabilidad, debido a que no se trata de algo relacionado con su actividad.



Una situación similar nos ocurría con muchas empresas que pretendían mejorar caminos. Resulta que, cuando hacían aportes en tal sentido, debían pagar impuesto por ese concepto y considerarlos como retiro. Eso, aparte de lo que implicaba la donación, se traducía en un fuerte pago tributario. Pero posteriormente se llegó al acuerdo de que dichas obras resultaban indispensables para la comunidad y para aquellas. Y, por lo tanto, se estimó como necesario tal tipo de gasto para generar renta.



Hoy día, por supuesto, han mejorado mucho las condiciones en lo concerniente al arreglo de caminos, los cuales son importantes para  las empresas y la comunidad.



Por eso, me parece que este proyecto es pertinente, aunque no son muchos los aportes que recaudará, pero sí altamente necesarios.



La Región que represento ha sido una de las más dañadas. El epicentro del sismo estuvo en Cobquecura, Dichato, Tomé, Talcahuano, que fueron las comunas seriamente afectadas, junto a muchas otras. 



Sobre el particular, he visto la preocupación del Gobierno y presenciado las numerosas visitas a la zona afectada por el Presidente de la República y por diversos Ministros. También he participado en el acto de donación de varias escuelas realizada por la empresa Anglo American, las que son de muy buena calidad. Y estuve en la inauguración de los colegios de Tumbes. Lo mismo ocurrió en Coliumo, de la comuna de Tomé, y en Quirihue. 



Esas son algunas de las comunas que represento en el Parlamento. Pero también ha sucedido igual cosa en Yungay, donde se instaló un liceo para más de 2 mil estudiantes.



Es evidente que con las donaciones se va a ayudar rápidamente a la reconstrucción de nuestro país. Por eso, me pronunciaré a favor del proyecto de ley.



Pertenezco a la Región más afectada, y nadie podría entender que, encontrándose ella en esa condición, el parlamentario que la representa no trate de ayudar, de respaldar, de socorrer y de prestar el apoyo que el Gobierno necesita en estos momentos para enfrentar las consecuencias de la catástrofe.



Voto que sí.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Escalona.

El señor ESCALONA.- Señor Presidente, deseo manifestar, en primer lugar, que he estado en dos ocasiones en la zona de la catástrofe, en particular en la comuna de Talcahuano. Lo hice precisamente, porque quería participar en el debate de manera más autorizada.



Algunos años de experiencia política me indicaban que, cuando uno trata de intervenir, alguien puede intentar descalificar su opinión con el argumento de que no estuvo en el lugar de los hechos. De manera que concurrí perfectamente consciente a conocer la situación.



Al respecto, debo decir que falta todavía lo más importante, que es, desde mi punto de vista, el trabajo. 



He manifestado que resulta imperiosa la generación de programas de empleos de emergencia para que la gente pueda tener con qué comprar, con qué alimentarse, con qué vestirse, con qué reponer el funcionamiento de la economía que se interrumpió. Y eso, lamentablemente, está pendiente. Es algo que no ha sido escuchado por las autoridades en la dimensión, volumen y envergadura que se exige.



No me resultó casual leer una información de prensa, según la cual se ha producido una emigración masiva a Chillán, debido al boom inmobiliario. Porque, ciertamente, la gente del borde costero no tiene en qué ganarse la vida.



En consecuencia, siento que, si queremos abordar en forma seria los problemas, hagámoslo así y no con el ánimo de intentar borrar de una plumada puntos de vista distintos al nuestro.



Señor Presidente, la cifra de los ingresos fiscales que señala el informe de la Dirección de Presupuestos alcanza a 80 mil millones de pesos. Y en la Región de Los Lagos, el viernes se anunció que, de los 120 mil millones correspondientes al presupuesto de Obras Públicas, se han reducido 31 mil millones, a pesar de haber solicitado al Ministro de Hacienda que tratara de evitar recortes tan brutales como ese, tomando en cuenta que ya se había producido el recorte de la quinta parte del presupuesto del FNDR.



Además, hoy día la prensa informa que se han disminuido 4 mil millones de pesos en salud, lo que no solo apunta a la salud en general, sino también a la prestación de servicios en esa área, concretamente en lo que dice relación al Plan Auge.



O sea, los recortes afectarán directamente a las personas.



No sé a cuánto alcanzarán esas disminuciones. Mis estimaciones indican que para una Región como la de Los Lagos llegarán a 50 mil millones de pesos. Y no estoy seguro de que con este proyecto se puedan recaudar los 80 mil millones que se mencionan. 



En los hechos, a esa suma se le ha recortado casi el total de lo que se dice que se va a reunir por concepto de donaciones, aunque no creo que se vayan a juntar esos 80 mil millones.



Vale decir, yo represento a una Región que ha sufrido brutalmente el recorte de su presupuesto.



Ahora bien, cuando la Senadora señora Matthei expresa que nosotros estamos haciendo una afirmación en el sentido de que el paquete tributario significará recortar la obtención de recursos fiscales a partir del año 2013, inclusive, en 400 millones de dólares, quiero aclarar que esa no es una afirmación nuestra. Es lo que indica el Informe Financiero de la Dirección de Presupuestos, firmado por la señora Rosanna Costa.

La señora MATTHEI.- Eso no fue lo que dije.

El señor ESCALONA.- Así lo establece el aludido Informe, por lo que no estamos haciendo una afirmación de tipo personal, sino mencionando el dato oficial entregado por el Ejecutivo para la discusión de este proyecto de ley.



En consecuencia, señor Presidente, a la luz de los hechos, solicitamos en su oportunidad al Gobierno que, atendida la realidad de las Regiones -en particular, la de Los Lagos- y tomando en cuenta el severo problema de cesantía existente, cesara con los recortes de presupuesto. Pero esto no ha ocurrido. Por el contrario, se han extendido a áreas sociales fundamentales para la vida de la población, como la salud, donde se hizo una disminución brutal, desde mi punto de vista.



Por eso, ante la ausencia de señales de voluntad para las Regiones por parte de un Gobierno exacerbadamente centralista, me abstengo.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra la Honorable señora Rincón.

La señora RINCÓN.- Señor Presidente, en primer término, debo decir que hablo hoy día en nombre de miles de hombres y mujeres, de niños y niñas, de adultos mayores, de jóvenes, de estudiantes, que el 27 de febrero no solo perdieron todos sus bienes, sino que además guardan en el alma un tremendo dolor y una interrogante enorme. Porque, al visitarlos no son suficientes las palabras, los abrazos ni las ayudas para contenerlos y cobijarlos.



Los 160 millones de dólares (80 mil millones de pesos) son una cifra marginal. Quienes hemos recorrido la zona cero sabemos que en hospitales, en colegios, en viviendas, en caminos, en obras de riego, se requiere mucho más que eso.



Creo que existe una deuda que debemos saldar rápidamente.



Me explico: esta tarde estamos votando un proyecto de ley que premia la generosidad con publicidad. Pero nada hemos dicho sobre el abuso de empresas que hoy cobran a las familias montos excesivos por retirar y reponer los empalmes eléctricos; o sobre aquellas que reciben un bono por entregar mediaguas mojadas, con tapas y sin techos acordes a las necesidades de la gente; o sobre quienes cobran por servicios no prestados y sostienen que en la cuenta del mes siguiente los van a rembolsar; o sobre los que exigen el pago de un compromiso comercial a quienes no solo perdieron su vivienda, sino también su empleo; o sobre aquellos que, utilizando una norma que no corresponde, despiden a sus trabajadores.



Votaré a favor de esta iniciativa, porque las enmiendas que la Concertación pidió al Gobierno fueron recogidas -este no es el proyecto que conocimos en principio-; pero lo hago con reparos, pues considero que los problemas del país no serán cubiertos con lo que con esta normativa se estima recaudar. Es más: el Senador Eduardo Frei señaló que nos encontramos muy lejos de los 700 millones de dólares que se han reasignado desde el Fondo Nacional de Desarrollo Regional, lo cual significa postergar obras importantes en las Regiones que sufrieron la catástrofe y también en aquellas que no fueron afectadas.



Nos parece que nuestros electores merecen una explicación. Y la única que se me ocurre está asociada a la discusión de fondo que tendremos durante el debate del proyecto de ley sobre financiamiento de la reconstrucción y a la reposición de los dineros del FNDR que el Gobierno efectuará para cada una de las Regiones del país.



Pero eso todavía solo es enunciado.



También hay respuestas pendientes respecto del Programa Manos a la Obra, en que se asignó a dedo a tres grandes compañías y se dejó a las empresas locales fuera del mercado; o del bono de 100 mil pesos para arreglar las mediaguas en mal estado: el Gobierno pagó 565 mil pesos por cada una, y deberá agregar 100 mil adicionales. Sin lugar a dudas, son las más caras que hemos conocido. Se necesita además respuesta por los dineros que aún no llegan a los municipios para retirar los escombros.



Reitero: votaré a favor del proyecto, porque es importante y porque -como dije- nada tiene que ver con el original, ya que se acogieron cada uno de los pedidos que la bancada de la Concertación formuló al Ejecutivo.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Longueira.

El señor LONGUEIRA.- Señor Presidente, con toda sinceridad, debo declarar que tengo un sentimiento muy personal que ya transmití en la discusión habida en una sesión que considero completamente inútil,  como la de la mañana. Nos hizo perder tiempo a todos. En aquella y en la de ahora se ha rebajado el lenguaje, en lo que caemos todos. 



No tenía la mínima intención de hablar ni en la mañana ni en esta oportunidad.



Pregunto a las bancas del frente: ¿por qué no tienen coraje y votan en contra del proyecto? 



En verdad, lo lamento por la política, por el Senado. Y respecto de los argumentos rebuscados de la Oposición en cuanto a que su voto será afirmativo, debido a que el proyecto de ahora no tiene nada que ver con el que presentó el Ejecutivo, no sé de qué iniciativa hablan.



La esencia de esta normativa es que, de cada 100 pesos que destinemos a la reconstrucción, 17 los pondrá el Estado y los 83 restantes, los accionistas.



En el fondo, algunos quieren que la recaudación sea modesta. Yo pretendo que no. Ojalá que se reúna la mayor cantidad posible de recursos; y, si es factible, que se introduzcan indicaciones de la Oposición para que el monto no sea bajo. Porque, si la preocupación es esa, hagámoslo. Propongamos una fórmula para hacer que lo que se obtenga no sea modesto. 



Porque los particulares -que generan las rentas en el país- son los que van a renunciar a sus utilidades. Y el Estado, que les cobra el 17 por ciento de ellas, renunciará a hacerlo con tal de que destinen el dinero a un gasto que no es para generar ingresos.



¡Se trata de un gran proyecto de ley!



Ojalá que la recaudación no sea baja. Los Senadores de Oposición quieren que lo sea; pero yo pienso de otra manera.



Por cierto, si la Concertación hubiese presentado una iniciativa con el mismo objeto, habría contado con nuestro pleno respaldo. Incluso la  celebraríamos, porque necesitamos llevar la mayor cantidad de recursos a las zonas afectadas por el terremoto.



Aquí hemos escuchado cosas increíbles. ¡Increíbles! Y se mezcla en la discusión lo relativo a una iniciativa que debatiremos después con la posibilidad de que se recaude más o menos.



No mezclemos las cosas. Este proyecto tiene un fin muy específico, y no es el único instrumento que, como ustedes saben, el Ejecutivo ha presentado para financiar la reparación de los daños del terremoto.



Por lo tanto, no se trata de que 80 mil millones sea una cantidad modesta. ¡Espero que sea mayor a la cifra calculada!



Ojalá tengamos un espíritu más elevado. ¡Porque las volteretas que ha habido respecto de esta iniciativa son espectaculares! Se dijo que la rechazarían; pero, por haberle cambiado tres cosas, ahora votan a favor. Un Senador que se abstuvo ayer en la Comisión ahora se pronuncia por la afirmativa, y nadie sabe por qué. No sé qué sucedió  entre ayer y hoy. Y, en verdad, lamento sinceramente que ocurra esto. Y mi explicación es que, después de 20 años de permanecer en el Gobierno, no debe ser fácil hallarse en la Oposición. Resulta complicado definir qué decir, cómo hacerlo, a qué oponerse.



Está claro lo que están viviendo. No obstante, al menos pongámonos de acuerdo en algo: no destruyamos objetivos comunes. Lo que quieren hoy los chilenos es ver el pronto despacho de este proyecto; que puedan llegar los fondos cuanto antes, y que no sean modestos los recursos a los cuales las empresas están generosamente renunciando como utilidades.



Estos instrumentos son muy positivos. Comprendo que a quienes son estatistas, izquierdistas, les cueste aceptarlo, porque aquí hay libertad. La empresa que genera rentas es la que decide cuánto dona y dónde.



Por último, estimo que estamos usando un mecanismo que va a ser permanente, de manera que cuando el país viva de nuevo estas realidades podamos rápidamente contar con recursos que, por medio de estas exenciones tributarias, se destinen a gastos.



Por lo tanto, se trata de un gran proyecto.



Me alegra que ahora todos voten a favor. Y tomaremos las buenas ideas que proponga la Concertación, a fin de que no sea modesta la recaudación. Porque todos debiéramos tratar de que sea la mayor cantidad posible la que finalmente recolectemos mediante esta iniciativa.



Eso es lo que esperan todos los chilenos que han vivido el drama del terremoto.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra la Honorable señora Allende.

La señora ALLENDE.- Señor Presidente, por segunda vez esta semana me toca escuchar al Senador señor Longueira, quien, al parecer, no pierde la oportunidad de hacer un reto colectivo y público. Pero está muy equivocado: no creo que la sesión de la mañana haya sido una pérdida de tiempo. 



Y si analizamos las declaraciones realizadas después de la reunión efectuada en el Ministerio de Hacienda -el Ministro de tal Cartera está presente- con los integrantes del Consejo de Alta Dirección Pública en cuanto a la necesidad de preservar el sistema, en lo posible reformarlo, mantenerlo, etcétera, nos damos cuenta de que van en la línea de lo que era nuestra intención y no de lo que plantea el señor Senador.



Tampoco se nos puede coartar nuestra opinión. Me parece que quienes hemos decidido votar a favor del proyecto, lo hacemos porque tenemos conciencia de que ello es importante en un momento como este.



Sin embargo, dijimos con toda claridad desde el primer día que lamentamos mucho que no se haya presentado un paquete de iniciativas que nos permitiera discutir de manera integral, con una mirada de nación, lo referente a la reconstrucción no del país, porque no estamos reconstruyéndolo entero, sino que supuestamente solo las zonas devastadas.



Además, hay que terminar el período de emergencia. Porque, desde luego, no ha concluido.



Por lo tanto, quienes estamos hoy aquí votando a favor lo hacemos con la conciencia de que ello es importante, pero, al mismo tiempo, señalamos, legítimamente, que hubiera sido preferible contar con una mirada integral del paquete de iniciativas, que nunca pudimos tener. 



Por otra parte, debemos reconocer que, gracias a las observaciones formuladas por la Concertación en la Cámara de Diputados, el proyecto en estudio mejoró. De hecho, se eliminó una parte con claros ribetes inconstitucionales, ya que se contemplaba una forma administrativa absolutamente discrecional en manos del Presidente de la República, lo que era completamente inaceptable.



Por eso, hoy valoramos y celebramos que el Gobierno se haya abierto a la discusión y que la iniciativa haya sido sustantivamente mejorada en ese aspecto.



Cuando se dice que el aporte que eso implica será relativamente modesto, es con relación a la cantidad de recursos que el país necesitará. En efecto, cuando debatamos acerca del financiamiento que requerirá la reconstrucción, lo que recaude el proyecto en votación por cierto que será modesto en comparación con esa escala. 



Ya habrá oportunidad -no lo haré en esta ocasión- para pronunciarnos sobre algunos de los anuncios que se han hecho. Independiente de que el proyecto respectivo se halle en la Cámara de Diputados y todavía no pase al Senado, uno tiene el perfecto y legítimo derecho de expresar cuestionamientos sobre él. 



Entre otros, para nosotros resulta poco comprensible que se contemplen exenciones permanentes y rebajas y alzas transitorias de tributos. Pero eso lo veremos en su oportunidad.



También es legítimo señalar -sería distinto si se hubiera visto el conjunto de iniciativas- que no suena muy coherente -más allá de que el debate sobre el financiamiento de la reconstrucción se hará en su momento- el haber recortado fondos en las Regiones. ¡Incluso en las que sufrieron la catástrofe! Ello nos pareció una medida equivocada y arbitraria.



Más aún, en aquellas que no fueron afectadas directamente por el terremoto, no es buena señal que se recorte presupuesto sin participación de las autoridades locales y sin que hasta el día de hoy se sepa con claridad cuáles son las obras que se verán postergadas. 



Y ahora se anuncia un segundo recorte, esta vez en obras públicas y con el mismo sello: sin conocimiento por parte de las Regiones, sin participación del gobierno regional mediante sus consejeros, ni de los alcaldes.



Resulta lamentable que se proceda de esta manera. Creemos que no es la forma indicada de actuar cuando se habla de trabajar por el país. Porque Chile lo constituye la totalidad del territorio y no solo las zonas devastadas, que son prioritarias.



En definitiva, se debe resolver el punto, como lo han reconocido los señores Senadores. Y me alegro de las observaciones formuladas por la Senadora Matthei en cuanto a dar el máximo de garantías para que el Ministerio de Hacienda no haga un uso discrecional de los dineros. Así lo esperamos. 



En los treinta segundos que me quedan, señor Presidente, no puedo dejar de manifestar que me parece un poco de mal gusto -por decirlo de alguna manera-, cuando nos referimos a donaciones de particulares, que se diga que hay que “levantarles hasta monumentos”. Cabe realizar un reconocimiento, pero no usar esa frase, mucho menos en la discusión de un proyecto como este, que busca estimular el espíritu de donación para ayudar a reconstruir las zonas devastadas.



Tales palabras, a mi juicio, están de más. Ojalá no se hubiesen emitido. Basta con un reconocimiento. Francamente, ellas no se condicen con lo que se persigue: el  espíritu solidario.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Espina.

El señor ESPINA.- Señor Presidente, una cosa es mejorar un proyecto de ley, lo que constituye parte del deber del Parlamento -hago alusión a lo dicho por la Senadora señora Allende en cuanto a que está bien que las iniciativas se perfeccionen-, pero otra es buscarle la quinta pata al gato.



Quiero hacerme cargo de algunos argumentos que, aparte de ser equivocados, pretenden siempre minimizar el gigantesco esfuerzo que el Gobierno se halla realizando para la reconstrucción.



Se ha planteado que se desconoce en qué consiste el programa de reconstrucción. Lo sabe todo el país y se ha señalado reiteradamente.



Se busca lograr que un millón 250 mil niños, que no pudieron volver a clases en marzo producto del terremoto y que ahora ya retornaron a la escuela, puedan no solo recibir una buena educación sino también contar con la infraestructura necesaria a ese efecto. Para ello habrá que reparar 4.000 escuelas.



Dicho plan implica, además, reparar 1.350 kilómetros de caminos y más de 300 mil viviendas (destruidas o dañadas); reconstruir más de 25 hospitales, y recoger más de 2 millones de metros cúbicos de escombros, lo que equivale a más de 300 mil camionadas. 



Se trata de un esfuerzo gigantesco. Y el Gobierno lo ha hecho extraordinariamente bien.



Por lo tanto, cuando se dice que no se sabe en qué consiste la reconstrucción, en verdad se emite un juicio muy mezquino, que se aleja de lo que debe ser una Oposición constructiva.



También se ha manifestado que se desconoce el aporte del Estado y el de las empresas privadas. 



Pues bien, se ha expresado en forma reiterada que el proyecto de donaciones permitirá recaudar del orden de 300 millones de dólares de las empresas del sector privado. También se sabe que se obtendrán 3.300 millones de dólares por concepto de impuestos; que el costo de la reconstrucción asciende a 8.400 millones de dólares, aproximadamente, y que la diferencia se financiará con deuda pública, con el Fondo Soberano o Fondo de Estabilización Económica y Social (FEES) y con el Fondo de la Ley del Cobre.



Entonces, señor Presidente, no se puede, por un lado, decir que se desea apoyar la reconstrucción y, por otro -como lo hacen algunos parlamentarios de la Concertación-, empezar a deslizar permanentemente juicios que no corresponden a la verdad.



El proyecto de ley en votación significa un aporte para el país, porque permite que la empresa privada colabore y contribuya en un esfuerzo gigantesco. 



Cuando el Presidente Piñera anuncia que alzará los impuestos en forma transitoria, cumple plenamente lo que prometió durante la campaña, en la que señaló que los tributos son un instrumento de recaudación y que, si la situación lo requería, los iba a subir. ¡Y lo hizo!



Por lo tanto, lo efectuado por el Gobierno es de una coherencia total y absoluta, más allá de las perfecciones que sea factible realizar en algún momento o de los errores que se puedan cometer en estos procesos.



Finalmente, quiero hacerme cargo de un argumento que dio el Presidente del Partido Socialista, que me parece profundamente equivocado.



Criticó que el Ministerio del Interior y el Gobierno hayan dispuesto que se liberara a 4 mil trabajadores que estaban retenidos en la mina Collahuasi.



¡Esta es la gran diferencia que nosotros tenemos respecto de la Concertación!



El derecho a huelga en Chile es legítimo. El derecho de los trabajadores a reclamar por sus reivindicaciones es legítimo. Pero no lo es en ninguna democracia del mundo que 300 personas secuestren o retengan a 4.000. Y fueron algunos de esos 4.000 mineros quienes pidieron que se les permitiera recuperar su libertad.



¡Esa sí que es una diferencia de fondo, señor Presidente!



Es válido el derecho de los trabajadores a expresar sus puntos de vista a través de una huelga. Pero pierde legitimidad cuando se hace por la vía de afectar la libertad de otras personas.



Por esas razones, voto a favor del proyecto.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Patricio Walker.

El señor WALKER (don Patricio).- Señor Presidente, junto con valorar positivamente la iniciativa en votación, quiero señalar que sin duda constituye una contribución al financiamiento del programa de reconstrucción.



Debemos reconocer que se trata de un aporte modesto, porque el incentivo tributario para el empresario es muy menor. No es lo mismo 17 por ciento que 57,5 por ciento, que es el estímulo que se concede para otro tipo de donaciones. Efectivamente existen incentivos mayores, que serán considerados en atención al gasto necesario para producir renta. 



Y el aporte también es modesto con relación al costo total del programa de reconstrucción.



Sin embargo, todo lo que ayude a financiar dicho plan me parece positivo y útil. Por tanto, no tengo ningún problema en votar a favor del proyecto.



En todo caso, a lo largo de su tramitación se han planteado varios problemas; algunos se han resuelto, y otros, no.



El del recorte presupuestario a las Regiones, si bien no atañe a esta iniciativa, es importante. Creo que ahí se ha cometido un error. El Gobierno tiene los recursos necesarios para financiar el plan de reconstrucción. Naturalmente, un terremoto afecta al crecimiento. Pero hubiese sido ideal no disminuir los fondos a las Regiones no afectadas por él.



Ojalá esa situación se pueda solucionar.



Sin embargo, hay inconvenientes que sí fueron resueltos. Y lo valoro.


Por ejemplo, el Presidente de la República ya no estará en el Comité que tomará decisiones respecto de las donaciones que se hagan al plan de reconstrucción. 



También me parecen adecuadas las mejorías orientadas a otorgar atribuciones a la Contraloría para el examen de las materias propias de los decretos supremos que se tengan que dictar.



Desde el punto de vista jurídico, la iniciativa, que fue analizada en detalle por la Comisión de Constitución, presentaba un problema de constitucionalidad. Básicamente, su artículo 21 permitía prorrogar vía decreto supremo la vigencia del beneficio tributario. Desde luego, ello es inconstitucional, pues en la actualidad, conforme al principio de reserva o legalidad tributaria, debe ser la ley -es decir, con participación del Presidente de la República y el Congreso- la que establezca los elementos esenciales de la obligación tributaria; entre ellos, el plazo dentro del cual el Estado puede percibir el tributo. 


Por eso, valoro la disposición del Gobierno a acoger nuestra propuesta de consagrar un plazo máximo y no un plazo acotado, de un año, prorrogable por otro vía decreto supremo.


Como Oposición, pienso que debemos apoyar todo lo bueno y criticar lo malo, de buena fe, con sentido patriótico y generoso.



Hay gente que hoy día está esperando tener una casa; hay niños que esperan contar con una escuela. En tal sentido, considero importante apoyar el proyecto que nos ocupa, para que podamos aliviar la situación de miles de chilenos que se han visto afectados gravemente por el terremoto.



Por ello, señor Presidente, voto que sí.
El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Chahuán.

El señor CHAHUÁN.- Señor Presidente, Honorable Sala, estamos frente a un proyecto extraordinario.



Uno similar presentamos en su oportunidad, con un grupo de parlamentarios de la Concertación, a la Presidenta Michelle Bachelet y al Ministro Viera-Gallo, quienes quedaron de estudiar la posibilidad de estimular las donaciones, en especial las de los privados.



En países como Estados Unidos, cerca del 90 por ciento de las donaciones son realizadas por personas naturales, por un concepto distinto. Hay libertad tributaria en términos de que el contribuyente puede elegir a qué instituciones destinar el producto del impuesto correspondiente.



En ese mismo sentido hablamos con el Ministro Larroulet en los primeros días luego de la catástrofe. Le planteamos precisamente la posibilidad de establecer un incentivo a las donaciones privadas, un estímulo a la solidaridad, a fin de que los particulares aportaran al Fondo Nacional de Reconstrucción.



Claramente, estamos -repito- frente a un proyecto de ley extraordinario, que incentivará a los privados a hacer donaciones para incrementar el citado Fondo.



Pero ellos ya contaban con esta opción. En efecto, el decreto ley relativo a los estados de catástrofe establece una condición excepcional a la donación de privados para fines de reconstrucción. ¿Cuál era el problema? Tenía poca difusión y era poco conocido por los potenciales donantes.



En la actualidad, estos son castigados, porque, en definitiva, donante y donatario deben pagar un impuesto y están sometidos al trámite de insinuación. Ello imposibilita que quieran realizar aportes, en este caso para la reconstrucción.


El Gobierno ha tomado una decisión; ha escuchado, además, a los parlamentarios de la Concertación, y ha sido capaz de adecuar el proyecto de ley. Adicionalmente, se desea que este genere una recaudación mayor que la estimada.



Por lo tanto, señor Presidente, les pido a los Senadores de la Concertación que voten pensando en la situación que hoy vive el país. 


El terremoto del 27 de febrero es una catástrofe como ninguna otra de la historia de Chile. En 30 mil millones de dólares se calculan las pérdidas sufridas y los costos de la reconstrucción. Por lo mismo, establecer mecanismos de incentivo a las donaciones es una buena medida que ha adoptado el Supremo Gobierno. Espero que mis colegas de las bancas de enfrente contribuyan a ello con sus votos favorables.


Me pronuncio afirmativamente.
El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Kuschel.

El señor KUSCHEL.- Señor Presidente, quiero expresar mi satisfacción por lo que he escuchado en la Sala.



No conozco en detalle el proyecto porque no estuve en las Comisiones. Sin embargo, destaco una de sus ventajas: permite que las empresas y los privados aporten con iniciativas, desde su propio enfoque, en terreno. 


El Gobierno seguramente se va a preocupar de las escuelas, de los hospitales, de los puentes, de los caminos. Pero hay obras menores -algunas no tan menores- que podrían ser ejecutadas por empresas y personas que, por estar en el mismo lugar o cerca de él, contribuirían de una forma más práctica, eficaz y veloz que el Ejecutivo.



Destaco aquello, señor Presidente.



Y me alegro de que los señores Senadores -y los Diputados, en su oportunidad- hayan contribuido a mejorar el proyecto. 


La ventaja -repito- son la focalización y la velocidad con que ahora se permitirá, mediante estímulos incluso, la colaboración de las empresas y las personas.



Voto a favor.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Frei.

El señor FREI (don Eduardo).- Señor Presidente, voy a mantener la posición que manifesté en la Comisión de Hacienda, donde me abstuve. Y explicaré por qué.



En primer lugar, creo que los grandes damnificados con esta situación, fuera de todos los chilenos que han padecido el terremoto, son las Regiones no afectadas por la catástrofe. Aquí se les está quitando la sal y el agua. Los montos son voluminosos: en la Región de Los Ríos, sobre 40 mil millones de pesos; en la Región de Los Lagos, sobre 60 mil millones, y todavía quedan ítems no identificados. Además, como se ha dicho, vienen nuevas reasignaciones.



Pero el punto focal del asunto, aunque algunos lo plantean de otra manera, es discutir el presente proyecto en el marco global de los fondos para la reconstrucción. Lógicamente, dentro del total, los 150 millones de dólares que se espera recaudar en dos años por concepto de donaciones no tienen nada que ver con los cuantiosos recursos que se necesitan para toda la reconstrucción.



De acuerdo al informe financiero de las iniciativas que se hallan en estudio en la Cámara de Diputados, si sumamos todos los ingresos y beneficios tributarios durante los próximos cuatro años, llegaremos a un monto cercano a los 1.750 millones de dólares.



Si comparamos esa cifra con los 9 mil millones de dólares que se requieren para enfrentar la reconstrucción, veremos que todavía estamos en niveles muy inferiores.



El problema final -y aquí quiero centrar mi planteamiento- es que el Fisco tiene los recursos; Chile cuenta con los recursos. 



Si revisamos el informe financiero veremos que en él se señala que el presente año se recibirán por concepto de impuestos 300 millones de dólares, y vía donaciones 150. Eso es todo lo estipulado para el 2010.



Yo creo que nuestro país tiene los recursos. Lo han dicho muchos parlamentarios, incluso de la Alianza. También lo han manifestado los economistas. Hoy día mantenemos fondos de reserva cercanos a los 15 mil millones de dólares, sin contar los del Banco Central.



En cuanto a la minería, conforme a las cifras dadas a conocer aquí por el señor Ministro, CODELCO va a entregar al Fisco más de 5 mil millones de dólares y las empresas privadas sobre 15 mil millones de dólares. 



Entonces, cuando hablamos de un traspaso de 350 millones de dólares con relación a los 15 mil millones de dólares, la cantidad es -no diría modesta- casi insignificante.



El punto central es que, si coincidimos con las cifras que ha dado el Gobierno, que habla sobre 30 mil millones de dólares -lógicamente ahí se contemplan las pérdidas del PIB-, y consideramos las que son globales, del orden de 18 mil millones de dólares (la mitad sería fiscal), el país tiene los recursos suficientes para cubrir el gasto. 



El informe financiero del proyecto de reconstrucción demuestra que las platas están, a pesar de que no se contemplan las que se necesitan o que se pueden gastar en el curso del 2010, porque el mayor esfuerzo se concentra en los años 2011 y 2012. A partir de 2013 se comienza con un desbalance presupuestario del orden de 400 millones de dólares permanentes, pues aquí nos referimos a cifras transitorias para el aumento y permanentes para los beneficios tributarios. Eso se demuestra claramente. Y de la conclusión de los montos que nos ha entregado el Ejecutivo, a mi juicio, el Estado de Chile es el que debe encabezar la reconstrucción.



En nuestras Regiones, por ejemplo en la de Los Ríos, en la de Aysén, 70 a 80 por ciento de la inversión es pública. Por lo tanto, no tenemos ninguna posibilidad de hacer algo en los próximos años.



¿Por qué no se aumentan o por qué no se traspasan los recursos? ¿Por qué no se da a las Regiones lo que necesitan? Disponemos de los dineros. Si Chile no los tuviera sería otra cosa. 



Reitero: un Senador que está sentado acá sostuvo que se podían financiar varios terremotos. No creo que varios, pero sí, a lo menos, uno. Y estas cifras lo demuestran: ¿Tenemos los recursos? Los tenemos. 



Por eso he planteado mi voto de abstención, porque esta iniciativa se enmarca dentro del plan general de reconstrucción. Las empresas están haciendo sus donaciones y yo creo que seguirán haciéndolas. En mi opinión, la generosidad no se mide de acuerdo a los beneficios tributarios que se darán después. Tanto es así que en el proyecto original se afirmaba que el incentivo iba a ser retroactivo para asumir la Teletón del año pasado, y eso se eliminó.



Estoy convencido de que las empresas van a continuar realizando su aporte, independiente de si se les otorga o no un beneficio tributario. Pero, sí, el rol fundamental, principal, le corresponde al Estado de Chile: lo puede y lo tiene que hacer, y cuenta con los recursos que se necesitan.



Me abstengo, señor Presidente.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Navarro.

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, sin duda la crisis sigue y permanece. 



Los efectos del terremoto y del maremoto en la Región del Biobío y en otras zonas del país continúan presentes con mucha intensidad. No hay que aflojar el tranco. Claramente, hay que trabajar de manera intensa. La agenda de Gobierno es importante y creemos que este tiene el derecho a cumplirla, pero en mi Región la situación de emergencia todavía no termina. Se ha construido el 60 por ciento de las viviendas de emergencia. No se ha echado a andar el aparato laboral-productivo que fue destruido y, por tanto, se requieren ahora importantes recursos frescos destinados a los municipios para que puedan ir en ayuda de personas que lo están pasando pésimo.



Las personas que siguen viviendo en carpas en mi Región son miles y necesitan recursos para proteger sus viviendas dañadas, para tener acceso a las de emergencia y para pensar en la reconstrucción.



Yo creo que el Gobierno ha flexibilizado su posición. Se lo he preguntado al Senador señor Zaldívar y a quienes han participado en el trabajo de la Comisión de Hacienda. 



Lo que leí del debate habido en la Cámara de Diputados daba cuenta de un proyecto centralista, no participativo, con carencia de fiscalización. Sin embargo, en el Senado se le han efectuado modificaciones importantes respecto de la entidad que decide. Y aprovecho la presencia del señor Ministro de Hacienda para señalar que los decretos supremos que deberá emitir su Cartera van a ser muy trascendentes, porque es muy importante cómo se recauda, pero también cómo se gasta. Es relevante saber cómo serán dirigidos los recursos. En ese sentido, lo que uno espera es que efectivamente haya una focalización con amplia participación de las Regiones, de los municipios. 



El Gobierno de la Presidenta Bachelet entregó 714 mil subsidios habitacionales en cuatro años. La proyección para el Gobierno del Presidente Piñera es de 706 mil. La pregunta es: ¿hay  espacio para los subsidios a la clase media, para la gente que perdió sus departamentos, para los sectores de medianos recursos de Talcahuano cuyos hogares fueron totalmente destruidos? En la población San Marcos 2000 perdieron todo y eran viviendas de entre  2 mil a 2 mil 500 UF.  



Preocupa la focalización y cómo se van a gastar los recursos.



Señor Presidente, este Fondo Nacional constituye un avance, pero no es suficiente: ¡Quién podría decirlo! Pero es un adelanto. Yo espero que recaude. Y, contrariamente a lo que planteó el Senador señor Longueira, quiero que recaude mucho, que efectivamente exista una ofensiva y una voluntad positiva del sector privado tendientes a donar y así llevar recursos frescos al Fondo de Reconstrucción, para que, en definitiva, la carga mayor no la asuma el Estado. 



El 17 por ciento del impuesto de primera categoría es una imputación a las franquicias importante. Antes llegaba a 56, a 55 por ciento, pero hoy solo alcanza a 17. La carga está en el sector privado y eso me parece relevante porque constituye la esencia de la donación. Aquí no hay una franquicia tributaria que le cargue la mano al Estado. Por cierto, el monto es limitado.



Señor Presidente, aquí se han incorporado elementos esenciales relativos a las donaciones en especie y a las de las personas. Asimismo, se establecen incentivos para las donaciones que se efectúen no a proyectos individuales, sino al fondo general. El que selecciona es el Ministerio de Hacienda. La responsabilidad de la distribución y del gasto va a estar en sus manos y yo espero que haya criterio, amplitud y participación para que los dineros que se recauden gracias a este proyecto de ley, que si bien constituirán una suma importante pero no suficiente para encarar la reconstrucción, sean debidamente gastados. 



No creo que este sea el momento de hacer gallitos entre el Gobierno y la Oposición para definir cuál de estos se sitúa en su rol.



Es momento de trabajar, de juntar recursos, ya vendrán otras instancias que nos permitirán debatir acerca del plan de reconstrucción.



Yo espero que el plan de reconstrucción global -no solo el proyecto de ley de donaciones- venga en el corto plazo a remediar las carencias que hoy día tenemos.



Voy a votar favorablemente este proyecto, señor Presidente. He comprometido mi voto a favor de las iniciativas que el Gobierno presente, que el Presidente Piñera nos haga llegar, siempre que signifiquen avanzar en el plan de reconstrucción.



Estamos viviendo una tregua que nadie sabe cuánto va a durar. Y ella es producto del terremoto y del maremoto. Yo espero que al estar de por medio el interés de la gente, de los más humildes, de los afectados, de las víctimas, de los damnificados, esta tregua tenga la sensibilidad de permitirnos ir hacia delante de manera conjunta, en pos de resolver los problemas. 



Este es un paso adelante. El proyecto se va a aprobar. Yo espero que el Ministerio de Hacienda tenga el buen criterio de focalizar los gastos en los temas que la ciudadanía está pidiendo a través de los alcaldes, del propio Parlamento y, particularmente, trabajar para que los privados donen ahora lo que más puedan, es decir, “dar hasta que duela”. Si ese es el precepto, bienvenidos. Está por verse.



¡Patagonia sin represas, señor Presidente!



He dicho.

El señor HOFFMANN (Secretario General).-  ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba en general el proyecto (28 votos a favor, 3 abstenciones y un pareo).


Votaron por la afirmativa las señoras Allende, Matthei, Pérez (doña Lily) y Rincón y los señores Allamand, Bianchi, Cantero, Chadwick, Chahuán, Coloma, Espina, García, Girardi, Gómez, Horvath, Kuschel, Lagos, Longueira, Navarro, Novoa, Orpis, Prokurica, Quintana, Rossi, Sabag, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar (don Andrés).



Se abstuvieron los señores Escalona, Frei (don Eduardo) y Muñoz Aburto.



No votó por estar pareado el señor Pérez Varela.
El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Hay que fijar plazo para presentar indicaciones.

El señor GARCÍA.- ¿Me permite, señor Presidente? 

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra Su Señoría.

El señor GARCÍA.- Señor Presidente, sugiero que para tal efecto se fije el próximo lunes 17, a las 12. Y ojalá la Comisión de Hacienda pueda sesionar ese mismo día a la hora que estime apropiada su Presidente -3 ó 4 de la tarde- para analizar las indicaciones y así proceder al despacho del proyecto.



Cuanto más pronto lo hagamos, más rápido podremos recibir las donaciones que se acojan a esta modalidad.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Escalona.

El señor ESCALONA.- Señor Presidente, quiero ser muy claro: esto no depende del Senador Escalona. El Ejecutivo es responsable de poner las urgencias a los proyectos. Y yo le ruego al colega que me antecedió, con todo el cariño y el respeto que le tengo por su trato deferente y siempre caballeroso en la Comisión, que si quiere hacer uso de mis facultades como Presidente de la Comisión de Hacienda, no corresponde. 



Una vez que el Ejecutivo fije la urgencia, yo citaré de acuerdo con mis atribuciones.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Está claro que lo solicitado por el Honorable señor García depende finalmente de la urgencia. En todo caso, si le parece a la Sala, se fijará ahora como plazo para la presentación de indicaciones el lunes 17, a las 12. 



--Así se acuerda.
FACILIDADES PARA PAGO DE DEUDAS PREVISIONALES EN REGIONES AFECTADAS POR TERREMOTO

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Conforme a lo acordado por la Sala, corresponde tratar el proyecto de ley, en primer trámite constitucional, que facilita el pago de las deudas previsionales en las Regiones que indica, afectadas por el terremoto, con informe de la Comisión de Trabajo y Previsión Social y urgencia calificada de “suma”.

--Los antecedentes sobre el proyecto (6922-13) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de ley:

En primer trámite, sesión 14ª, en 4 de mayo de 2010.


Informe de Comisión:


Trabajo y Previsión Social, sesión 18ª, en 12 de mayo de 2010.
El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra el señor Secretario. 
El señor HOFFMANN (Secretario General).- El objetivo principal de la iniciativa es facilitar el pago de las cotizaciones previsionales adeudadas por los empleadores domiciliados en las Regiones del Libertador General Bernardo O’Higgins, del Maule y del Biobío que hayan sufrido las consecuencias del sismo y maremoto del 27 de febrero, permitiendo la suscripción de convenios de pago entre ellos y las respectivas instituciones de seguridad social.



La Comisión de Trabajo y Previsión Social discutió el proyecto solamente en general, y le dio su aprobación a la idea de legislar por la unanimidad de sus integrantes, Senadores señora Matthei y señores Bianchi, Kuschel, Muñoz Aburto y Sabag.



El texto que se propone aprobar en general se consigna en el informe que Sus Señorías tienen a la vista.



Corresponde destacar que la Comisión solicita a la Sala que la discusión en particular de esta iniciativa sea efectuada por las Comisiones de Hacienda y de Trabajo y Previsión Social, unidas.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- En discusión general el proyecto.



Ofrezco la palabra.



Tiene la palabra el Honorable señor Muñoz Aburto.

El señor MUÑOZ ABURTO.- Señor Presidente, el objetivo fundamental del proyecto es facilitar el pago de las cotizaciones previsionales adeudadas por los empleadores domiciliados en las Regiones del Libertador Bernardo O’Higgins, del Maule y del Biobío, permitiendo la suscripción de convenios de pago entre ellos y las respectivas instituciones de seguridad social.



Lo anterior, con el objeto de aliviar la situación derivada de las deudas por cotizaciones de seguridad social de quienes fueron afectados tanto por la crisis económica sufrida el 2009 como por la catástrofe natural acaecida en febrero recién pasado, la que vino a agravar las circunstancias económicas de muchos empleadores que, ante las pérdidas experimentadas, se han visto imposibilitados de cumplir con dichas obligaciones.



Los convenios se podrán celebrar respecto de las cotizaciones adeudadas declaradas y no pagadas, incluyendo sus reajustes e intereses, por remuneraciones devengadas desde el mes de enero de 2009 y hasta el mes de abril de 2010.



La deuda liquidada se expresará en unidades de fomento y devengará un interés anual equivalente a la tasa de interés corriente para operaciones reajustables en moneda nacional. 



Asimismo, se contempla el pago de lo adeudado hasta en 18 cuotas mensuales.



Además, se establece un plazo de 120 días desde la fecha de entrada en vigencia de la ley para solicitar la suscripción del respectivo convenio.



Por otra parte, a fin de resguardar debidamente los derechos de los trabajadores, se han previsto los efectos derivados del incumplimiento del convenio por parte del empleador. Del mismo modo, se ha considerado la situación del trabajador en el caso de que sea despedido o en el evento de que sobrevenga la quiebra de su empleador. 



Los miembros de la Comisión coincidieron en la importancia de aprobar a la brevedad la idea de legislar en esta materia, atendida la urgente necesidad de resolver el problema de las cotizaciones de seguridad social impagas con ocasión de la crisis económica y de la catástrofe natural que afectó a los trabajadores y empleadores de nuestro país, especialmente aquellos pertenecientes a las zonas más dañadas. Se trata, pues, de generar un instrumento que contribuya a dicho fin y la iniciativa legal en análisis se orienta en ese preciso sentido.



Sin perjuicio de lo anterior, los miembros de la Comisión compartieron la opinión de que es necesario introducir diversos perfeccionamientos al proyecto de ley en estudio, en aras del cabal cumplimiento de su cometido. Asimismo, coincidieron en las enmiendas requeridas al efecto, mencionando como tales, entre otras, las siguientes:



-Extender la propuesta de la iniciativa legal a todas las Regiones del país.



-Considerar plazos diferenciados para el pago de las cuotas a que den lugar los convenios, distinguiendo entre las Regiones más afectadas por la reciente catástrofe natural y las Regiones restantes. Esta propuesta tiene una explicación: se ha tomado como fundamento la crisis económica por la que atravesaron todas las mipymes y las empresas en general.



-Contemplar una opción que permita a los empleadores elegir la época de pago de la primera cuota del convenio.



Por su parte, la señora Ministra del Trabajo y Previsión Social comprometió la colaboración del Ejecutivo en la tarea de perfeccionar el proyecto de ley y presentar las indicaciones que resulten pertinentes para los señalados efectos con ocasión de la discusión en particular de la iniciativa. Sin perjuicio de lo anterior, compartió la sugerencia de analizar la situación de la deuda previsional registrada con anterioridad al año 2009, con el objeto de buscar una solución especial a su respecto.



Señor Presidente, al comienzo de la sesión solicité, como se ha hecho presente, que en el trámite en particular el proyecto fuera visto por las Comisiones unidas de Hacienda y de Trabajo y Previsión Social, que ello tenga lugar el lunes 17 de mayo y que se fije ese mismo día, a las 12, como plazo para la presentación de indicaciones.



He dicho. 

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- El Comité Unión Demócrata Independiente ha solicitado abrir la votación. 



Si le parece a la Sala, así se procederá.



Acordado.



En votación.



--(Durante la votación).
El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra la Senadora señora Matthei.

La señora MATTHEI.- Señor Presidente, cuando un empleador no paga las cotizaciones está apoderándose de una parte del sueldo del trabajador -porque eso es exactamente lo que ellas son- y causándole un perjuicio horroroso al momento de jubilarse, ya que va a contar con menos dinero en su cuenta y, por consiguiente, a recibir una pensión más baja. Pero también le está haciendo un tremendo daño a la empresa. Porque recordemos que nosotros hemos ido introduciendo normas que impiden a una empresa con deudas previsionales, por ejemplo, el presentarse en propuestas de ChileCompra. Y, por lo tanto, se le limita su capacidad de hacer convenios o contratos con el Estado.



En consecuencia, cuando nosotros apoyamos una iniciativa de ley que permite la reprogramación de las deudas previsionales gana, en primer lugar, el trabajador, pero gana también la empresa, si lo puede pagar, y no pierde nadie; todos están mejor.



Cabría preguntar por qué este procedimiento no se hace más seguido. La respuesta es porque no queremos dar la señal de que cada cierto tiempo viene una ley que permite ponerse al día. No hay perdonazo alguno, porque tienen que pagar todo. Solamente se les da un plazo. Pero lo que queremos en realidad es que los empleadores paguen a tiempo.



En lo personal, me alegro de que el Ejecutivo haya presentado este proyecto de ley y lo apoyamos absolutamente. Sin embargo, cuando el Ejecutivo incluye las cotizaciones desde enero del 2009 lo está haciendo porque en esa época hubo otra emergencia. Ahora estamos enfrentando la derivada del terremoto, pero en ese entonces surgió el problema de la crisis financiera, que realmente impidió a muchas empresas acceder a crédito y, por lo tanto, pagar sus obligaciones para con los trabajadores.



Y es por esa misma razón, porque la crisis financiera afectó a las empresas de todo Chile, y no solamente de aquellas zonas que se han visto afectadas por el terremoto y el maremoto, que hemos pedido que la ley en proyecto se extienda a todas las Regiones.



En mi zona, a muchos trabajadores se les adeudan cotizaciones previsionales. La preocupación, entonces, es enorme. Incluso, a veces no las han pagado las municipalidades, lo cual ha significado, por ejemplo, que algunas personas no hayan recibido el bono de 40 mil pesos o no hayan podido acceder a las prestaciones de salud.



Así que la puesta al día con las deudas previsionales es sumamente importante para todos.



Señor Presidente, se nos señaló que las deudas acumuladas desde principios del sistema ascienden a aproximadamente 640 mil millones de pesos. Se trata de una cantidad enorme, y, probablemente, gran parte de ella es incobrable.



Empero, me parece relevante tratar de recuperar el máximo posible de deudas anteriores al 2009. Y tendremos que ver cómo se hace esto en un proyecto de más largo plazo, más estudiado.



La iniciativa que ahora nos ocupa solo considera las deudas declaradas y no pagadas a partir de enero de 2009, porque en ese momento se inició la crisis financiera. Y, obviamente, esperamos que las empresas de las zonas afectadas por el terremoto tengan mayores facilidades que las del resto del país, pues han sufrido un doble percance: la crisis financiera y el reciente terremoto.



Probablemente los beneficios sean diferenciados, mejores para las empresas que se hallan en la zona siniestrada. Pero nos parece importante para los trabajadores de todo Chile recuperar de alguna manera las platas en cuestión y permitir que sobre todo las pymes se pongan al día en el pago de las cotizaciones previsionales y empiecen a celebrar contratos con el Fisco, como a todos nos gustaría, a fin de que puedan ser más competitivas.



En consecuencia, apoyamos la idea de legislar. Esperamos que para el próximo lunes el Ejecutivo presente indicaciones atractivas y que incluyan al resto del país; que se constituyan las Comisiones unidas de Trabajo y de Hacienda, y que podamos despachar este proyecto, porque, como dije, con él ganan los trabajadores y también las empresas.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Bianchi.

El señor BIANCHI.- Señor Presidente, en la misma línea planteada por la Honorable señora Matthei, quiero enfatizar la enorme voluntad de la señora Ministra del Trabajo para abordar esta compleja materia.



Hoy, al menos, vimos esa gran voluntad. Se trajo un proyecto, ante el cual en alguna medida contribuimos a mejorar lo que había. Y, tal como lo expresaron los Senadores señora Matthei y señor Muñoz Aburto, la Comisión y el Ejecutivo lograron la existencia de un beneficio para todo el país, reconociendo, sin lugar a dudas, la situación de crisis por la que atraviesan las zonas que han vivido el terremoto y el maremoto.



La crisis económica se halla presente en todo Chile, en cada Región, en las diversas actividades.



Nos parece razonable, entonces, que bajo ese prisma haya dos maneras de abordar esta materia: una, dando mayores facilidades, más meses, para las mipymes que se encuentran en las Regiones más afectadas por la catástrofe, y otra, estableciendo una fórmula de pago -18 meses o más; eso lo determinará el Ejecutivo- para que las mipymes del país regulen de una buena vez la millonaria deuda a que hizo referencia la Senadora señora Matthei.



Reitero que no se trata de un perdonazo. En efecto, si bien la deuda previsional podrá pagarse en mayor número de meses, habrá intereses. Y ello es de todo sentido, porque obviamente -lo señaló la Honorable colega esta mañana en la Comisión-, de haberse pagado las cotizaciones cuando correspondía, los fondos previsionales se habrían incrementado, sin que los trabajadores sufrieran daño alguno.



Por lo tanto, aquí no hay blanqueo de intereses, sino una verdadera ayuda a las mipymes, que dispondrán de más tiempo para resolver el problema.



Sí, es destacable que el Ejecutivo estuvo conteste en permitir, según entiendo, que los intereses no se apliquen a los meses en que se pacte el beneficio, sino a los períodos anteriores.



Entonces, no estamos ante un instrumento que incentive el no pago a futuro, sino todo lo contrario. Queremos, en definitiva, una solución que posibilite tener trabajadores en condiciones de lograr una jubilación mejor.



Por consiguiente, voto favorablemente. Y -lo reitero- valoro la decisión que la señora Ministra del Trabajo tomó esta mañana en la Comisión en el sentido de abordar la materia luego de manera paralela. Este es un primer avance. Pero debemos discutir la situación de toda la deuda previsional pendiente, tratando de acometerla en una iniciativa que esperamos sinceramente que llegue antes de que finalice este año.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Sabag.

El señor SABAG.- Señor Presidente, me tocó ver este proyecto hoy por la mañana en la Comisión de Trabajo, donde participé en reemplazo de la Senadora señora Rincón.



Por cierto, lo encuentro del todo adecuado y pertinente, en especial para las Regiones afectadas por el terremoto.



Represento a una de ellas. Allí muchos empleadores, por problemas derivados de ese fenómeno y también de la recesión económica, no han pagado sus imposiciones desde el año 2009. Y esta iniciativa de ley los favorece hasta abril de 2010. De modo que las facilidades que se les darán para ponerse al día me parecen muy adecuadas.



En la Comisión se planteó la posibilidad de extender los beneficios a las otras Regiones del país. La señora Ministra del Trabajo estuvo de acuerdo, y quedó de presentar las indicaciones correspondientes para la reunión que se efectuará el lunes o el martes de la próxima semana.



En todo caso, le hicimos presente que la situación afecta a miles de pequeños y medianos empresarios. Los grandes no tienen deuda previsional; ellos siempre se las arreglan y pagan todo.



Son el pequeño y el mediano empresarios quienes tienen ese tipo de endeudamiento, que llega a cifras enormes. Y yo diría que no podrán normalizar su situación si no se les da alguna facilidad, si no se les rebajan en parte los intereses.



Uno entiende que los intereses les pertenecen a los trabajadores. Nadie pretende perjudicarlos. Pero de algún modo debemos ayudar a aquellos empresarios, sobre todo otorgándoles facilidades de pago.



Muchos están paralizados, se encuentran en DICOM, no son recibidos en ninguna parte. Y eso va perjudicando el desarrollo del país.



No en el proyecto que ahora nos ocupa sino en otro, la señora Ministra quedó de estudiar el problema. Más adelante veremos si nos presenta una iniciativa sobre el particular.



Pero, por lo pronto, estamos muy llanos a apoyar esta iniciativa. Y ojalá que las indicaciones que se formulen sean aprobadas rápidamente, de modo que exista ley sobre la materia cuanto antes.



Voto que sí.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).-Tiene la palabra el Senador señor Kuschel.

El señor KUSCHEL.- Señor Presidente, también voto favorablemente. Y quiero agregar, a todo lo expresado por quienes me antecedieron, que el 2001 hubo una ley parecida, en virtud de la cual se renegoció 38 por ciento de las deudas previsionales existentes a la época.



En este caso, la información que se nos ha entregado indica que el potencial de recuperación sería cercano a 43 por ciento de casi 162 mil millones, sin considerar los intereses y reajustes -conforme a IPC- devengados hasta la fecha. Porque, como se ha dicho, el reajuste mínimo es el correspondiente a la rentabilidad de los fondos previsionales, la cual les pertenece también a los trabajadores. 



Así que estamos felices de que el Gobierno haya decidido encarar el problema y abrir la proposición a otras Regiones. La que yo represento tiene problemas con la actividad acuícola; otras enfrentan dificultades en los sectores agrícola, ganadero, frutícola, en fin.



Por lo tanto, me alegro de la unanimidad habida al respecto en la Comisión.



Ahora, sería interesante que los señores Senadores estudiaran el proyecto y vieran qué particularidades se pueden agregar, si no en él mismo (porque, debido a la urgencia determinada por el Ejecutivo, quizá sería conveniente aprobarlo tal como viene), en otro que, según nos manifestó la señora Ministra, deberá llegar, pues el ideal es que la deuda en comento no alcance volúmenes tan grandes que les impidan a las pequeñas y medianas empresas, sobre todo -porque, como dijo el Senador Sabag, las grandes siempre cumplen sus compromisos en la materia-, ponerse al día en sus obligaciones y resguardar los fondos previsionales de sus trabajadores. 

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- El último orador inscrito es el Honorable señor Navarro, quien no se encuentra en la Sala.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Terminada la votación. 



--Se aprueba en general el proyecto (25 votos favorables).


Votaron las señoras Allende, Matthei, Pérez (doña Lily) y Rincón y los señores Bianchi, Chadwick, Escalona, Espina, García, Gómez, Horvath, Kuschel, Lagos, Longueira, Muñoz Aburto, Navarro, Novoa, Orpis, Prokurica, Quintana, Rossi, Sabag, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar (don Andrés).

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Si le parece a la Sala, conforme a lo solicitado por el Honorable señor Muñoz Aburto, se fijará como fecha para presentar indicaciones el próximo lunes, 17 de mayo, a las 12, y se determinará la discusión particular del proyecto por las Comisiones de Hacienda y de Trabajo y Previsión Social, unidas.



--Así se acuerda.
El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra la señora Ministra. 

La señora MERINO (Ministra del Trabajo y Previsión Social).- Señor Presidente, quiero agradecer la aprobación de esta iniciativa. Ella fue enriquecida por la Comisión de Trabajo del Senado. Nosotros propusimos un texto enfocado a las zonas afectadas por el terremoto, pero ahora lo vamos a extender al país entero. 



Aquello es muy positivo, porque de ese modo lograremos que se pongan al día las cotizaciones previsionales de todos los trabajadores. Se trata, pues, de un beneficio directo para el sector laboral.



Pero se beneficiará asimismo a las empresas, muchas de las cuales -como señaló la Senadora señora Matthei-, al no hallarse al día en el pago de las cotizaciones previsionales, no pueden acceder a numerosos beneficios y, al final, entran en un círculo vicioso que les impide salir de la crisis económica que las afectó. 



Nosotros necesitamos que la totalidad de las empresas, especialmente las pymes, aporten al país, den más empleo y, obviamente, cumplan con los trabajadores. 



Así que vamos a trabajar para incluir las indicaciones que se nos sugirieron, las cuales serán presentadas el próximo lunes.



Muchas gracias. 

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Muñoz Aburto. 

El señor MUÑOZ ABURTO.- Señor Presidente, solicito que se autorice a las Comisiones unidas de Hacienda y de Trabajo para sesionar en Santiago el lunes 17 de mayo. 

El señor HOFFMANN (Secretario General).- No se necesita autorización para ello, señor Senador. Puede cursar la citación correspondiente.

VI. INCIDENTES

PETICIONES DE OFICIONES

El señor HOFFMANN (Secretario General).- Han llegado a la Mesa diversas peticiones de oficios.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Se les dará curso en la forma reglamentaria.

)--------------(



--Los oficios cuyo envío se anuncia son los siguientes:



Del señor BIANCHI:



Al señor Subsecretario de Deportes, pidiéndole antecedentes sobre CIERRE DE PISCINA PÚBLICA DE CHILEDEPORTES EN PUNTA ARENAS; y a la señora Intendenta de la Región de Magallanes y Antártica Chilena, requiriéndole información acerca de ADJUDICACIONES DE CONCESIONES DE BORDE COSTERO ENTRE ENERO DE 1995 Y 10 DE MAYO DE 2010 y de FACTIBILIDAD DE INCLUSIÓN DE VIVIENDAS DE LOCALIDAD DE DOROTEA, COMUNA DE PUERTO NATALES, EN RED DE DISTRIBUCIÓN DE GAS NATURAL (todos de la Duodécima Región).


Del señor FREI (don Eduardo)



Al señor Ministro de Hacienda, para solicitar INICIO DE OBRAS DE ESTADIO LA PORTADA (LA SERENA) y RESTITUCIÓN DE RECURSOS DE SEGUNDA ETAPA DE PROYECTO “MEJORAMIENTO ESTADIO CHINQUIHUE”.



Al señor Ministro de Obras Públicas, pidiéndole ACELERAMIENTO DE PROCESO DE CONCESIÓN DE RUTA 5 NORTE EN TRAMO LA SERENA-VALLENAR; INICIO DE ESTUDIOS DE PREFACTIBILIDAD Y DISEÑO DE OBRAS DE RESGUARDO DE FARO MONUMENTAL y REALIZACIÓN DE ESTUDIO DE PREFACTIBILIDAD DE PAVIMENTACIÓN DE AVENIDA GUILLERMO ULRIKSEN (La Serena); INICIO DE OBRAS EN PASO A NIVEL DE PEÑUELAS; ACELERACIÓN DE PROCESO Y COMPROMISO DE RECURSOS PARA OBRAS DE PASO A NIVELES EN AVENIDAS FRANCISCO DE AGUIRRE, AMUNÁTEGUI Y HUANHUALÍ (La Serena), y MANTENCIÓN DE OPERACIONES DE AERÓDROMO LA FLORIDA Y URGENTE EJECUCIÓN DE PASO A NIVELES DE CONURBACIÓN DE LA SERENA Y COQUIMBO.



A los señores Ministro de Obras Públicas y Director de Obras Hidráulicas, planteándoles CONTINUIDAD DE ABOVEDAMIENTO DE CANAL LA PAMPA (La Serena).



Al señor Ministro de Salud, pidiéndole INICIO DE OBRAS DE CENTRO DE DIAGNÓSTICO Y TRATAMIENTO DE LA SERENA.



Y a la señora Ministra de Vivienda y Urbanismo, solicitándole DISEÑO Y EJECUCIÓN DE AVENIDA CISTERNAS Y CALLE GABRIEL GONZÁLEZ VIDELA (La Serena).



Del señor HORVATH:



A los señores Ministro de Economía y Subsecretario de Pesca, pidiéndoles ASEGURAMIENTO DE CUOTA DE PESCA DE MERLUZA Y CONGRIO A ORGANIZACIONES DE PESCADORES DE CALETA TORTEL. A los señores Ministro de Economía, Fomento y Turismo y Director Ejecutivo de CORFO, planteándoles IMPLEMENTACIÓN GRADUAL DE PROYECTOS PARA PESCADORES ARTESANALES EN ZONAS AISLADAS DE CANALES PATAGÓNICOS. Y a la señora Intendenta de la Undécima Región, requiriéndole REPARACIÓN Y DESTINACIÓN DE EDIFICIO DE SERVICIOS PÚBLICOS DE PUERTO AYSÉN.



Del señor WALKER (don Patricio):



Al señor Ministro de Justicia, pidiéndole DETERMINACIÓN DE RESPONSABILIDADES DE FUNCIONARIOS DE CENTRO DE DISTRIBUCIÓN Y TRÁNSITO EL CAPULLO, DE CHIGUAYANTE, EN RED DE PROSTITUCIÓN INFANTIL.
)-----------(

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- En Incidentes, el primer turno corresponde al Comité Partido Por la Democracia.



Tiene la palabra el Honorable señor Quintana.

INTERROGANTES SOBRE CONCESIONAMIENTO DE HOSPITAL DE ANGOL. OFICIO
El señor QUINTANA.- Señor Presidente, me referiré en primer lugar a una visita que realicé hace algunos días a Angol para participar en el Concejo Municipal.



Allí pude constatar que los habitantes de esa comuna aún permanecen con la incertidumbre acerca de qué soluciones se les darán ante los daños que sufrieron tras el terremoto que afectó a nuestro país el 27 de febrero último.



La mayor preocupación está en la reconstrucción del hospital, situación de pleno conocimiento del Presidente de la República, Sebastián Piñera, quien el miércoles 31 de marzo fue a la ciudad de Angol. 



En su visita a Talca el 7 de abril de 2010, el Primer Mandatario dijo textualmente: “Quiero anunciar hoy día nuestro firme compromiso para construir 12 hospitales definitivos. Cuatro de ellos están en la Región del Maule”. Y agregó: “Algunos están en la Región Metropolitana, como es el caso del Félix Bulnes, Exequiel González Cortés y el Barros Luco, y el resto, en las demás regiones del país”. 



Como en dicha declaración no se menciona el hospital de Angol, esta mañana sostuve una conversación con el Ministro de Salud, Jaime Mañalich, quien me confirmó que tal establecimiento se halla incluido en una propuesta que su Ministerio le formula al de Obras Públicas y a la DIPRES para concesionar 18 hospitales. 



Por lo tanto, pido que se oficie al Ministerio de Salud preguntándole cuáles son las razones para concesionar el hospital de Angol; qué servicios se pretende entregar a la concesión; cuáles serían los costos para el Estado y para los usuarios, y, finalmente, si se pretende consultarles a la comunidad organizada, a los alcaldes y a los concejales. 



Además, solicito que se envíe copia del oficio respectivo al alcalde y a los concejales de Angol.



--Se anuncia el envío del oficio pertinente, en nombre del señor Senador, conforme al Reglamento.
SOLICITUD DE DATOS SOBRE CONSTRUCCIÓN DE EMBALSE RIO BLANCO VICTORIA-CURAUTÍN. OFICIO
El señor QUINTANA.- Señor Presidente, quiero pedir asimismo la remisión de un oficio al Ministerio de Obras Públicas.



Sabemos que, a causa del terremoto, la ejecución de muchos proyectos de diversa índole ha sido suspendida o cancelada para el año 2010. En tal sentido, se subentiende que los planificados para 2011 y los años posteriores también sufrirán modificaciones en cuanto a plazos.



En consecuencia, solicito que se le consulte a dicha Secretaría de Estado por el proyecto presentado a estudio de prefactibilidad 2011 por la Dirección de Obras Hidráulicas de La Araucanía, embalse Río Blanco Victoria-Curacautín, que tendría una capacidad de 200 millones de metros cúbicos, aproximadamente. 



Fácil resulta entender que dicho proyecto sería útil no solo para el riego de los predios aledaños, sino también para el turismo de la zona (deportes náuticos, entre otras actividades). Pero, desde luego, también debe ser conocido y socializado por la comunidad en cuanto a los impactos que provocará.



En relación con los antecedentes descritos, es del interés de los vecinos tanto de Victoria como de Curacautín saber si se contempla el financiamiento por parte del Ministerio de Obras Públicas y conocer la ubicación exacta del embalse y el tiempo estimado para la ejecución de la obra.



Pido que se envíe copia del oficio respectivo a los alcaldes y a los concejales de Victoria y Curacautín. 



--Se anuncia el envío del oficio pertinente, en nombre del señor Senador, conforme al Reglamento.
EFECTO DE SUBSIDENCIA EN ANGOL TRAS TERREMOTO Y ELABORACIÓN DE PLAN MAESTRO DE EVACUACIÓN DE AGUAS LLUVIA. OFICIOS
El señor QUINTANA.- Señor Presidente, como ya se ha planteado en numerosas ocasiones en esta Sala, la comuna de Angol, en la Región de La Araucanía, fue una de las más afectadas por el fuerte terremoto del 27 de febrero. 



Sabemos que es prioritario comenzar y agilizar la reconstrucción del país, pero no es menos importante conocer la magnitud de los daños provocados por el sismo y saber si estos pueden tener consecuencias a futuro. Esto, por la seguridad y el bienestar de la ciudadanía. 



Por ello, solicito oficiar al SERNAGEOMIN para que informe sobre lo siguiente: 



1.- Situación de Angol tras el terremoto en cuanto a lo que se conoce como “efecto de subsidencia”.



2.- Por dónde pasa exactamente la grieta que se produjo en la ciudad después del terremoto, corroborando si corresponde al lugar en que había una antigua quebrada, 



3.- Si en breve plazo dicha grieta puede continuar fisurándose. 



4.- Si existen o existirán zonas de restricción por tal problema en la comuna de Angol. 



5.- Si lo antes expuesto reviste riesgo inmediato para la población que habita la zona.



Además, solicito remitir copia del oficio respectivo al Ministerio de Obras Públicas y preguntarle a este si está dentro de sus posibilidades, a través de la Dirección de Obras Hidráulicas, contribuir a la elaboración de un plan maestro de evacuación de aguas lluvia en la referida comuna. 



Por último, pido que se envíe copia de este último oficio al alcalde y a los concejales de Angol.



He dicho.



--Se anuncia el envío de los oficios pertinentes, en nombre del señor Senador, conforme al Reglamento.
El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- El turno siguiente corresponde al Comité Partido Radical Social Demócrata e Independientes, que no intervendrá.



En el tiempo del Comité Unión Demócrata Independiente, tiene la palabra el Honorable señor Orpis. 

SITUACIÓN DE REGIÓN DE ARICA Y PARINACOTA DESDE PERSPECTIVA GEOPOLÍTICA. OFICIOS
El señor ORPIS.- Señor Presidente, el lunes último tuve una reunión con el Ministro de Relaciones Exteriores para analizar a fondo la situación de la Región de Arica y Parinacota.



Creo pertinente dejar un testimonio de tal situación aquí, en el Parlamento, porque no estamos frente a un territorio más, sino ante un problema geopolítico que debe tener primera prioridad dentro de las políticas de Estado. Y quisiera señalar lo que está ocurriendo.
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1 El problema de Arica no es sélo un de
desarrollo.

1 Se trata de un tema geopolitico. Arica
es estratégico para nuestro pais.
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aumenta progresivamente en el tiempo.







La Región de Arica y Parinacota es estratégica para el país, por lo que abordar el asunto reviste un carácter geopolítico.



Al menos desde mi punto de vista, la soberanía no solo se ejerce a través de las Fuerzas Armadas, sino, sobre todo, cuando hay poblamiento y desarrollo económico.

[image: image2.jpg]T
II”””” PROBLEMA DE ARICA

1 Sufre un progresivo despoblamiento.

0 Desde hace décadas un fuerte deterioro
econdémico.







Las dos premisas que he señalado no se dan en la Región. Al revés. Como voy a demostrarlo, se registran despoblamiento y, desde hace muchas décadas, un fuerte deterioro económico, con altos niveles de pobreza.
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¿Cuáles son las variables? Solo me remitiré a tres.
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Si se hace una secuencia histórica, se podrá advertir que la Región, desde hace más de una década, ha mantenido un desempleo estructural por sobre los dos dígitos. Y 30 por ciento del empleo lo genera, de alguna manera, la inversión pública. Pero la desocupación es muy superior a la del resto del país.
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Si observamos los niveles de pobreza, estos son también mucho más altos que en las otras Regiones.
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.- INE: Proyeccién demografica para la regién
sefiala un decrecimiento de la poblacién a
contar del afio 2000. .

[ En el afio 2020 habra 22.500 habitantes menos

EVOLUCION DEMOGRAFICA ANUAL

1 Provincia de ARICA 1,31 %

1 Provincia de PARINACOTA -1,45 %
Provincia de TACNA 4,98 %

[ Fuente: Elaboracion propia en base al INE (Chill): Censos 1982 -2002
[ e INE/ (Peri); Censos 1961-2005







Lo más grave, señor Presidente, es que en la Región, geopolíticamente estratégica, empezó a decrecer la población a partir de 2000, y se calcula que en 2020 habrá 22 mil 500 personas menos.
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SE DEBE ADOPTAR UNA DECISION POLITICA AL
MAS ALTO NIVEL DESTINADA A REVERTIR LA
DIFICIL SITUACION EN QUE SE ENCUENTRA UN
TERRITORIO GEOPOLITICAMENTE ESTRATEGICO:
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A) Desarrollar la Region @ partir de su propias
potencialidades
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C) Una mezcla de las dos anteriores.







Por lo tanto, desde mi punto de vista -así se lo planteé al señor Ministro de Relaciones Exteriores y a todo su equipo-, el Estado de Chile debe llegar a definiciones.



Y, para ello, existen tres opciones: la primera es permitirle a la Región que desarrolle sus propias potencialidades; la segunda, beneficios tributarios eficaces, y la tercera, una mezcla de las anteriores.
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Las tres opciones se han intentado, sin resultados. Se apuntó a desarrollar las potencialidades y se establecieron normas de excepción, sin éxito.
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A continuación quisiera referirme a las respuestas de un fracaso. Voy a partir por la primera línea de acción, correspondiente a los ejes estratégicos en los cuales la Región presenta ventajas comparativas.
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TIENE UN GRAN POTENCIAL.
SU DESARROLLO ESTA ESTRECHAMENTE LIGADO A LA
MAYOR DISPONIBILIDAD DE RECURSOS HIDRICOS,

- Existen dos valles productivos: Lluta y Azapa.

- Existen cinco opciones para aumentar disponibilidad de
aguas

1) Pozos de la Concordialigado al proyecto de las 1.500 Has.
2) Pozos del Altiplano

3) Embalses de Chironta

4) Embalse de Libircar.

5) Planta Desalinizadora







El primero de ellos es la agricultura, por el clima. Pero el sector se halla estrechamente ligado a los recursos hídricos.



¿Qué ha ocurrido? Y aquí entraré más en el detalle, señor Presidente. ¿Cuáles eran las opciones de la Región en materia de dichos recursos? Consistían en los pozos de la Concordia y del Altiplano, los embalses de Chironta y Livilcar, y la planta desalinizadora.
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[ SEIS POZOS CERCANOS AL AEROPUERTO DE CHACALLUTA
LIGADOS AL PROYECTO DE LAS 1.500 HECTAREAS.

[ 1-Una Empresa Ariquefia en Licitacion Publica CIREN-CORFO se
adjudica en 1997 los seis pozos de la Concordia cuya formalizacion a
través de un contrato de compraventa se formaliza en 1989,

[ 2- La solcitud de reguiarizacion de los derechos de aprovechamiento
de aguas subterraneas de los seis pozos se comienza a tramitar [5/02/
2000.

£ 3:Ala fecha de a adjudcaciéy de g pozos os terrenos so
encontraban bajo administracion de CORFO.

[ 4-En el 2000 se intentan pruebas de bombeo. Sin embargo embargo el
Ejercito con fecha 03/11/2000 no las autorizd fundamentando por
razanes de seguridad nacional por tratarse de terrenos destinados al
Ejercito para labores institucianales.

[ 5- Frente a esta negativa se recurris a los Tribunales de Justicia
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6. El 15/02/2002 E| Ejercito elevé solicitud para si de los

derechos de aprovechamiento de aguas subterraneas de site
pozos, cinco de os cuales corresponden a pozos ya licitados

0 7.- El 24/06/2004 E| consorcio “ISREX" y *AGRODESIERTO

SA" fleron las dos empresas presentaron propuestas para
adjudicarse 1.500 has. Equivalia a crear un nuevo valie
agricola. El proyecto ‘AGRODESIERTO SA" estaba
condicionado a solucionar el tema pozos de la Concordia.

© 8- Se adjudica a ISREX. Como este consorcio no coloca las

garantias se declara desierta en el afio 2005.

9 Afio 2005.CORFO devuelve las 1500 has. a Bienes

Nacionales.

[ 10.- Afio 2007. M. Bienes Nacionales coloca 1500 has. Ha

disposicion de la Universidad Tarapaca.

2 11.- Al afio 2007 la DOH atin no se pronuncia sobre los

derechos de aprovechamiento de la empresa PIAMONTE SA Y
EL EJERCITO!







¿Qué pasó con los seis pozos de La Concordia, aledaños al aeropuerto de Chacalluta? A finales de la década de los noventa, una empresa privada se los adjudicó en una licitación pública de CORFO. Ello se encontraba estrechamente ligado a un proyecto agrícola para desarrollar mil 500 hectáreas. O sea, sería como crear otro valle en Arica.



La adjudicataria pidió que se regularizaran los derechos de agua subterránea, y aquí comenzaron los problemas, porque, al intentarse las pruebas de bombeo, el Ejército, el 3 de noviembre de 2000, no las autorizó por tratarse de terrenos destinados a labores de carácter institucional. Frente a ello, se recurrió a los tribunales de justicia, con resultados desgraciadamente desfavorables.



En 2002, el Ejército presentó una solicitud de los derechos de aprovechamiento de aguas exactamente de los mismos pozos que la empresa había logrado antes en licitación pública.



En forma paralela se empezó a desarrollar el proyecto de mil 500 hectáreas, el cual se adjudicó a la empresa ISREX. Sin embargo, como no se cumplieron las cauciones, en definitiva el proceso se declaró desierto.



En 2005, la CORFO devolvió los terrenos al Ministerio de Bienes Nacionales.



La historia concluyó en 2007, cuando esa Secretaría de Estado se los entregó a la Universidad de Tarapacá.

[image: image13.jpg]CONCLUSION POZOS DE LA
CONCORDIA

1 1) Se trataba de una alternativa para
desarrollar un nuevo valle de 1.500 has.

[ 2) El proyecto estaba ligado a la utilizacién de
los pozos de la concordia.

) 3) Desde hace mas de una década la DOH no
se pronuncia sobre los derechos de
aprovechamiento de aguas a pesar que fueron
adjudicados en licitacion publica.

1 RESULTADO: NO EXISTE PROYECTO
TENIENDO TODAS LAS CONDICIONES
PARA DESARROLLARLO.







Es decir, no se pudieron desarrollar las mil 500 hectáreas por las razones que he expresado, en circunstancias de que el proyecto equivalía -repito- a crear otro valle en la zona.
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Paso al segundo punto, señor Presidente, relativo a los pozos del Altiplano.

[image: image15.jpg]POZOS DEL ALTIPLANO

£ 1997.-Proyecto materializado por el M.O.P. con la entrada en
vigencia del Plan Arica, que supone un disefio de desarrollo
para la agricultura de las provincias de Arica y Parinacota.

0 La construccion de los 7 pozos ubicados en la ribera del rio
fauca, no tiene ninguna relacion con el lago chungara y fa
extraccion de aproximadamente 300 Iftros por segundo, se
proyecta desde Un aculfero ( embalse subterraneo) de tna
superficie de 1.500 kilometros cuadrados y un volLimen de agua
calculado en 45 mil millones de metros clibicos. Los recursos
beneficiarian con riego a 600 hectareas del valle de Azapa y
debe ser compartido con la Provincia de Parinacota

£ 01/07/98—Proyecto es ingresado al sistema de evaluacion de
impacto ambiental.

[ 05/09/96—COREMA entrega primer informe de observaciones,
congelando la tramitacion ambiental. ECologistas sostienen que
&l proyecto podria signiicar que [os bofedales adyacentes se
secaran







Cuando el Gobierno quiso hacerse cargo del Plan Arica, se planteó la posibilidad de recurrir a siete pozos ubicados prácticamente en el límite del Parque Lauca. ¿Ello qué permitía? La medida se iba a traducir en la obtención de 300 litros de agua por segundo, tanto para el Altiplano como para el valle de Azapa.



Paralelamente, la Dirección de Obras Hidráulicas hizo un estudio y determinó que subterráneamente existe un acuífero de mil 500 kilómetros cuadrados, sin conexión con los bofedales, y que la extracción de 300 litros por segundo mantiene una reserva de agua para 5 mil 400 años.
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[ 07/12/2000—DOH, Ingresa a la COREMA, estudio de
impacto ambiental

£ 22/08/2002: La comisién Aymara del medio ambiente(
CADMA ), seffalo su preocupacion por utilizacién de los
pozos sefialando que son patrimonio de los Aymaras.

£ 18/08/04—Seremi de Obras Publicas Cesar Faundez,
Anuncio que después de 6 afios de trabajo la COREMA
aprobé el proceso de calfficacion para la explotacion de
Ios pozos del altiplano, “proyecto emblemético que
permitira poner fin al problema de recursos hidricos
en las provincias de Arica y Parinacota”







El proyecto se presentó a la COREMA -aquí se ve la secuencia, respecto de la cual, por falta de tiempo, no podré extenderme- y fue aprobado.
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[ En agosto de 2004 después de seis afios de trabajo, el
Intendente Patricio Zapata Valenzuela, informo: * El retiro
se debe a la falta de consenso entre las comunidades
aymards y los Agricultores de Azapa',

£ 01/04/05---Ministerio de Obras Publicas, materializa el
retiro del estudio de impacto ambiental para la
explotacion de los pozos del altiplano.

1 RESULTADO: Teniendo aprobados los estudios de
impacto ambiental SE PARALIZA LA UTILIZACION DE
LOS POZOS DEL ALTIPLANO.







Lamentablemente, en 2004, después de seis años de trabajo, fue retirado, porque, según el Intendente de entonces, había diferencias entre las comunidades aimaras y los agricultores de Azapa.



Resultado: fracaso de los pozos del Altiplano.
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19/03/02-—-D.0.H. informa publicamente Ia_entrega del estudio
integral de Ias cuencas de los rios Azapa y Liuta , realizada por tres
consutoras, con un costo tatal del esfudio de $ 300.000.000-y que
servira de base para el estucio de factibilida

13/02/04-
Embalses:

Luis Vidal Ejecutivo de la D.0.H. Informa Cronograma de

Julio 2004 ; Termino de etapa de factibiidad (Entrega informe)

Agasto 2004 - Juria 2005 : Etapa de disefio del proyecto (Aprox. 10
meses)

Julio 2005 - Julio 2007 : Etapa de construccion de embalses:
Chironta ( 3 afos Aprax.)
Livicar (3 afios Aprox)
Otros  (2afios Aprox)
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05/11/04-—Se da a conocer el estudio de factbiidad del proyecto embalses para
los rios Azapa y Linta, PR G
Azapa (Zona de Livilcar)

-Aguas abajo del poblacio y aguas arriba del santuari.

“Muro de concreto reforzado de B1 metros (Espalda de grava).

~Volumen maximo de acumulacion de agua 7,94 mllones e Mis3.

~Costo 28 millones de dolares.

Incluye carnino e 18 Kin., de 6 M. de ancho para raslado de material
{chamurcusina - santuario)

~Actual superfiie regada.en el valle 3 450 hectéreas, aumento esperado
Fd00 Hactaress,

Liuta (Chironta)
“Muro de 76 metros.

~Volumen méximo de acumulacion de agua 17 millones de MisS.
~Costo 25 millones de dolares,

~Tiempo construccién 4 arios.

~Actual superfiie regada en ol valle 1,449 hectéress, aumento esperado a 3800
hecthreas.







En el caso de los embalses ha ocurrido exactamente lo mismo. Se contemplaban el de Chironta, en el valle de Lluta, y el de Livilcar, en el valle de Azapa, los que permitirían, como lo veremos después, aumentar significativamente la superficie regada.



Como se aprecia en la secuencia, el proyecto partió en 2002, e igualmente concluyó.



Se trataba de dos obras que, en conjunto, costaban 53 millones de dólares, es decir, muy poco, comparado con otros proyectos que no han dado ningún resultado y han significado una gran sangría económica para el país.
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£ 14/11/04—Director nacional de Obras Hidraulicas, Juan
Arrese, sostuvo que ni el Ministerio de Obras Publicas, ni
la D.O.H., cuenta con los recursos para financiar los
embalses, el ejecutivo propone como solucién para
Azapa la tiizacion de los pozos del altiplano.

£ 22/03/05-Seremi de obras publicas, Cesar Faundez
aclar6 que la construccion de los embalses NO se
concretara en el gobierno del Presidente Ricardo Lagos,
Indico que la comision de recursos hidricos, inicio la
etapa de discusion que viabilizara cual de los dos
embalses se construira primero. La posterior etapa de
disefio tiene un costo aproximado de 1.200 millones de
pesos







¿En qué terminaron los embalses? En 2004, el Director Nacional de Obras Hidráulicas dio a conocer que ni la dependencia a su cargo ni el Ministerio de Obras Públicas contaban con recursos para financiarlos. El Ejecutivo propuso la utilización de los pozos del Altiplano como una solución para Azapa.
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] RESULTADO:

[ .-Han transcurrido 8 afios desde que se inicio el
proyecto. Se esta en etapa de disefio sin
financiamiento

[ .- El embalse de Livirca segun tltimo informe
no aumentara superficie regada de Azapa sino
que sera sélo de regulacion de caudal y
crecidas.

] CONCLUSION FINAL: EL TEMA SIGUE
PENDIENTE







En definitiva, las obras no se concretaron. El asunto sigue pendiente. Se están efectuando algunos estudios.

[image: image22.jpg]PRIMER EJE DE DESARROLLO: “NINGUN
RESULTADO DESPUES DE UNA DECADA

DECADA".

01 1) POZOS DE LA CONCORDIA:

[ .- 1.500 Se creaba un nuevo valle con riego.
] 2) POZOS DEL ALTIPLANO.

[] .- 600 Has. Adicionales en Azapa

[ .- Mas ofra cantidad en Parinacota.

[ 3)EMBALSE DE CHIRONTA (Lluta)

[ .- 2360 has adicionales en Lluta

1 4.- EMBALSE LIVILCAR:

[ .- 1000 has adicionales en Azapa.

[ .- Planta desalinizadora.







¿Cuál es el resultado para la agricultura? ¿Qué ha pasado con toda la lógica que señalé?



Los pozos de la Concordia se relacionaban con un valle de mil 500 hectáreas agrícolas y los pozos del Altiplano habrían permitido 600 hectáreas adicionales en el valle de Azapa, en tanto que el embalse Chironta significaba 2 mil 360 hectáreas más en Lluta y el embalse Livilcar se habría traducido en otras mil hectáreas en Azapa.

[image: image23.jpg]¢QUE HABRIA OCURRIDO DE HABERSE
MATERIAZADO ESTAS OBRAS?. ( Sin
considerar desalizacion).

1) Actual superficie en Luta y Azapa
[ - 4899 Has.( Son los valles productivos)

[ 2) Los nuevos proyectos (pozos de la concordia; pozos del
altipiano; embalses de Chironta y Livilcar) habrian significado
5460 has. adicionales.

7 Conclusion:
Se habria pasado de las 4899 has. actuales a 10.359 has.

[ Se habria creado otro valle y mas que duplicado fa sup. regada,
sin contar con el desartollo agricola del altipiano atn sin
definirse.

[ ~El costo total de embalses es de US 53.000.000
[ - Costo pozos Concordia: 0 ( los hacia un privado)

£ - Gosto pozos Altiplano: casi O ( Se envia a Azapa a través
canal del Lauca, los pozos estan hechos)

o







Actualmente, se registran 4 mil 899 hectáreas cultivables. De haberse materializado las obras de riego, se habría llegado a 10 mil hectáreas. O sea, la superficie agrícola se hubiera duplicado. ¿A qué costo? Con una inversión de 53 millones de dólares para los embalses, con cero costo en el caso de los pozos de La Concordia y con un costo prácticamente marginal en relación con los pozos del Altiplano, porque ya están hechos y son aledaños al canal del Lauca.
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GRAN MINERIA.

1 Existe gran mineria metdlica en el sur
del Peru y la region de Tarapaca. La
unica parte del cordén que aln no se ha
desarrollado es la region de Arica
provincia de Parinacota

[ La razén fundamental radica en que el
58,7% de la provincia de Parinacota
corresponde a areas protegidas que han
impedido tanto la exploracion como la
explotacion de la mineria metalica.







La otra gran potencialidad de la Región, señor Presidente, es la Gran Minería, que no se ha podido desarrollar. La razón de ello es que 58,7 por ciento de la provincia de Parinacota corresponde a áreas protegidas.
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1) La provincia de Parinacota tiene una superficie total de
814.345 has.

11 Areas silvestres protegidas:

- 158,000 has: Parque Nacional del Lauca. Solo el 1% es
fiscal

[ .-309.131 has: Reserva Las Vicufias. Solo el 19,9% es fiscal

o - 11.298 has. ; Monumento Salar de Surire.S6lo el 4,9% es
fiscal

1 TOTAL AREAS PROTEGIDAS: 478 429 HAS QUE
EQUIVALEN AL 58,7% DEL TERRITORIO







En este cuadro se puede ver el detalle de cada uno de los parques. De las 814 mil hectáreas de la provincia, el área protegida corresponde a tres de ellos, de distinta naturaleza.



Lo que ocurre es que en el sur del Perú existe gran minería metálica. Y también en Tarapacá. Pero no es el caso de Parinacota, por la razón a que hice referencia.
[image: image26.jpg]INTENTO POR
DESAFECTAR

) Dado que existe una area de grandes
posibilidades para desarrollar la Gran Mineria
en Febrero del afio 2000 se hace un intento por
desafectar 43.000 has de la parte occidental de
la reserva del Lauca.

) Se dieron la instrucciones por parte del
Ministro del Interior y Mineria para modificar los
limites de la reserva del Lauca; se redacto el
Decreto de madificacion de deslindes, sin
embargo el Presidente de la Republica no lo
firmé.







A fines del Gobierno del Presidente Frei Ruiz-Tagle se intentó desafectar el sector occidental del Parque Nacional Lauca: 43 mil hectáreas, del total de 814 mil que conforman la provincia de Parinacota. Los Ministros del Interior y de Minería impartieron las instrucciones -tengo copia de las de este último, que en ese entonces era el señor Sergio Jiménez- y se redactó el decreto respectivo, pero el Primer Mandatario no lo firmó.

[image: image27.jpg]DESARROLLO EN TORNO A LA GRAN

|I||||”” CONCLUSION SEGUNDO EJE DE
MINERIA: SIN RESULTADO

1 CONCLUSION:

.- No se firmo por el Presidente el
cambio del limite accidental del Parque
Nacional del Lauca y por lo tanto no
existe gran Mineria

1 Sino se aborda el problema de las

areas protegidas jamas habra “GRAN
MINERIA".







Por lo tanto, tampoco se impulsó la Gran Minería en la Región.
[image: image28.jpg]TERCER EJE DE DESARROLLO:
“TURISMO CON IDENTIDAD”.

1 Alturismo le fatta identidad:

[ 1.- Se encuentran las momias mas antiguas del mundo (
Chmchorm? Deberia existir un gran museo. En la
actualidad la Universidad se ha preocupado de este tema
en un pequenio museo en San Miguel de Azapa y otros
pequerios museos in situ a partir de descubrimientos en
la ciudad misma.

0 2.- La mejores olas de surf. ( Se realiz6 hace dos afios el
mundial)

{1 3.- Una ruta attiplanica de 800 Km. que parte en Putre y
puede terminar en San Pedro de Atacama o viceversa.

1 CONCLUSION: NINGUNO DE ESTOS TRES
PROYECTOS SE HA DESARROLLADO. DESDE HACE
MUCHO TIEMPO SOLO SE HAN DADO LOS
PRIMEROS PASOS.







El tercer eje de desarrollo corresponde a “Turismo con identidad”, sector al que debe asignarse la importancia que merece.



En Arica se encuentran las momias chinchorro, que datan de hace 7 mil años. No me explico por qué no se ha construido una infraestructura significativa, que dé identidad y permita afirmar: “Aquí están las momias más antiguas del mundo”. Un gran museo podría atraer el turismo de los interesados en la arqueología. Poco o nada se ha hecho al respecto.
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0 RESULTADO:

1) DFL 15: No ha dado resultado

12) DL 889: Ha servido para mantener
empleo pero no generar empleo.

[13) Crédito a la inversién: Es que ha dado
mejores resultados pero ante su falta de
liquidez; no beneficiar a la inversion local
y extranjera su efecto ha sido limitado.







La otra gran línea de desarrollo, señor Presidente, han sido los beneficios tributarios. El decreto con fuerza de ley N° 15 y el decreto ley N° 889 no dieron resultados.



El crédito a la inversión ha sido el más exitoso, pero le falta liquidez. Es preciso mejorarlo.
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1 COMERCIO: La caracteristica de Arica
es el pequefio comercio que compite
con TACNA

1 1) Devolucién IVA turista: Buena medida
sin implementacion como corresponde:

[1.- Se incorpora en la ley Arica. Toda
transaccion comercial igual o superior a
1 UTM.

.- Lleva 14 afios







En cuanto al comercio, la Ley Arica, que establece la devolución del IVA al turista, lleva 14 años sin aplicación. 
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[1.- El afio pasado recién se implementa.
Sélo una empresa en la actualidad lo
esta utilizando. La razén fundamental es

que la transaccién promedio del
comercio en Arica es de $10.000 y la ley
exige como minimo $33.000.

[JRESULTADO: No esta operando







Recién en 2009 se tomaron las primeras medidas para implementar ese mecanismo. Una sola empresa lo utiliza.



Es preciso recordar la competencia de Tacna, ciudad muchísimo más barata. Y la que señalo es una gran herramienta para poder enfrentarla.
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[1.-Establecido en la ley Arica: Consiste en
eximir del IVA a aquellas empresas
acogidas al sistema de zona franca que
produzcan una transformacion
irreversible; o el producto tengan una
individualidad distinta; o que agreguen
valor nacional.







El valor agregado nacional era otro de los beneficios tributarios consignados en la Ley Arica.
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11) El camino de desarrollar la regién a
partir de sus propias potencialidades ha
fracasado debido que el propio Estado
no ha despejado temas importantes
como los recursos hidricos o la gran
Mineria.

[12) El camino de los beneficios tributarios
ha fracasado por su mal disefio o
implementacion







Señor Presidente, nos encontramos en el peor de los escenarios con relación a una zona geopolíticamente estratégica, porque el Estado, directa o indirectamente, ha impedido que la Región desarrolle sus propias potencialidades, pero, paralelamente, tampoco ha creado incentivos tributarios eficaces. No se ha optado ni por uno ni por otro camino.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Ha finalizado su tiempo, señor Senador.

El señor ORPIS.- Me falta poco para concluir.

El señor HORVATH.- Nosotros le cedemos del nuestro, señor Presidente.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- En el turno del Comité Renovación Nacional, puede continuar Su Señoría.

El señor ORPIS.- Gracias.



Ya que estamos iniciando un Gobierno, creo que ha llegado la hora de las definiciones.
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11) Es necesario despejar el tema hidrico
y Minero.

[12) Es necesario redefinir los beneficios
tributarios y/o generar incentivos
diferentes







Me parece una irresponsabilidad mantener una zona geopolíticamente estratégica para el país en el grado de deterioro y nivel de despoblamiento que presenta la Región de Arica y Parinacota.



En consecuencia, señor Presidente, pido que se oficie al señor Ministro de Relaciones Exteriores. Para el Senador que habla fue muy grato recibir una llamada en que ese Secretario de Estado le expresó: “Estoy preocupado por la situación de Arica y nos hemos dado el tiempo para poder profundizar al respecto.”. Sin embargo, la cuestión evidentemente trasciende la esfera de la Cancillería y debe abordarse al máximo nivel del Estado. 



Por eso, señor Presidente, además de agradecer al Ministro mencionado y a todo su equipo, pido oficiar a Su Excelencia el Presidente de la República y al señor Ministro del Interior para hacerles llegar íntegramente mi intervención y la presentación.



He dicho.



--Se anuncia el envío de los oficios solicitados, en nombre del señor Senador, conforme al Reglamento.



--Ofrecida la palabra, sucesivamente, en los turnos de los Comités Renovación Nacional, Independientes, Socialista y Demócrata Cristiano, ninguno de sus integrantes hace uso de ella.
El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Se levanta la sesión.



--Se levantó a las 18:54.









Manuel Ocaña Vergara,









  Jefe de la Redacción
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SECRETARÍA DEL SENADO

LEGISLATURA NÚMERO 358
ACTAS APROBADAS

SESIÓN 13ª, ESPECIAL, EN MARTES 4 DE MAYO DE 2010



Presidencia del titular del Senado, Honorable Senador señor Pizarro.



Asisten los Honorables Senadores señoras Allende, Alvear, Matthei, Pérez San Martín y Rincón, y señores Allamand, Bianchi, Cantero, Chadwick, Chahuán, Coloma, Escalona, Espina, Frei, García, Girardi, Gómez, Horvath, Kuschel, Lagos, Larraín, Letelier, Longueira, Muñoz Aburto, Navarro, Novoa, Orpis, Pérez Varela, Prokurica, Quintana, Rossi, Ruiz-Esquide, Sabag, Tuma, Walker (don Patricio) y Zaldívar.



Concurren, asimismo, los Ministros Secretario General de la Presidencia y del Trabajo y Previsión Social, señor Cristián Larroulet y señora Camila Merino, respectivamente.



Actúan de Secretario General y de Prosecretario, los titulares del Senado señores Carlos Hoffmann Contreras y José Luis Alliende Leiva, respectivamente.

______________



La presente acta se ha elaborado en conformidad a lo dispuesto en el artículo 76 del Reglamento del Senado. Las opiniones, constancias y prevenciones de los Honorables Senadores, respecto del asunto discutido en esta sesión, así como las expresiones emitidas por ellos u otras autoridades durante la misma, se contienen en la correspondiente publicación oficial del Diario de Sesiones del Senado.

_______________

ORDEN DEL DÍA

Oficio de la ex Presidenta de la República en que se solicita el acuerdo del Senado para designar al señor Mauricio Roberto Jacob Chocair como Ministro de la Excelentísima Corte Suprema, con informe de la Comisión de Constitución, 

Legislación, Justicia y Reglamento



El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del asunto de la referencia y agrega que esta sesión especial ha sido convocada de conformidad a lo dispuesto en el número 2° del artículo 67 del Reglamento de la Corporación.


El señor Secretario General señala que se trata del oficio de la ex Presidenta de la República en que se solicita el acuerdo del Senado para designar al señor Mauricio Roberto Jacob Chocair como Ministro de la Excelentísima Corte Suprema, y que tiene el Boletín Nº S 1.218-05.


Añade que en dicho oficio se hace presente la vacancia de un cargo de Ministro de la Corte Suprema, por cese de funciones del señor Orlando Álvarez Hernández, y se propone ocuparla con el abogado señor Mauricio Roberto Jacob Chocair.



La Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, que informó sobre la materia, recibió en audiencia al señor Jacob, quien se explayó respecto a su desempeño profesional y a la modernización del Poder Judicial.



Cabe destacar que el Senado, para dar su acuerdo, requiere del pronunciamiento favorable de dos tercios de sus miembros en ejercicio.

- - -



En discusión la solicitud en examen, el señor Presidente concede el uso de la palabra a los Honorables Senadores señor Larraín, señora Alvear y señor Sabag.



Durante su intervención, el Honorable Senador señor Larraín, a nombre del Comité Partido Unión Demócrata Independiente, y de conformidad con lo establecido en el artículo 129 del Reglamento del Senado, pide segunda discusión de esta materia.



Enseguida, el señor Presidente manifiesta que ha terminado la primera discusión, quedando pendiente el tratamiento de este asunto.

- - -



Posteriormente, anuncia que ha concluido el Orden del Día.



Se levanta la sesión.
CARLOS HOFFMANN CONTRERAS

Secretario General del Senado
SESIÓN 14ª, ORDINARIA, EN MARTES 4 DE MAYO DE 2010



Presidencia del titular del Senado, Honorable Senador señor Pizarro.



Asisten los Honorables Senadores señoras Allende, Alvear, Matthei, Pérez San Martín y Rincón, y señores Allamand, Bianchi, Cantero, Chadwick, Chahuán, Coloma, Escalona, Espina, Frei, García, Girardi, Gómez, Horvath, Kuschel, Lagos, Larraín, Letelier, Longueira, Muñoz Aburto, Navarro, Novoa, Orpis, Pérez Varela, Prokurica, Quintana, Rossi, Ruiz-Esquide, Sabag, Tuma, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar.


Concurren, asimismo, los Ministros Secretario General de la Presidencia y del Trabajo y Previsión Social, señor Cristián Larroulet y señora Camila Merino, respectivamente. Además, acuden el Subsecretario de Previsión Social, señor Augusto Iglesias, y la Superintendenta de Pensiones, señora Solange Berstein.



Actúan de Secretario General y de Prosecretario, los titulares del Senado señores Carlos Hoffmann Contreras y José Luis Alliende Leiva, respectivamente.

________________

ACTAS



Las actas de las sesiones décima ordinaria, del día 20 de abril del año en curso; y undécima especial y duodécima ordinaria, ambas del día 21 de abril pasado, se encuentran en Secretaría a disposición de los Honorables Senadores, hasta la sesión próxima para su aprobación.

_______________

CUENTA

Mensajes



Siete de Su Excelencia el Presidente de la República:



Con el primero, solicita se disponga lo necesario para que el Congreso Nacional se reúna en Congreso Pleno el día 21 de mayo próximo, con el fin de recibir la cuenta del estado administrativo y político de la Nación y propone, para tal efecto, que la mencionada sesión sea convocada para las 09:45 horas de dicho día.



-- Se accede a lo solicitado.



Con el segundo, da inicio a un proyecto de ley que facilita el pago de las deudas previsionales en las Regiones que indica, afectadas por el terremoto (Boletín N° 6.922-13).



-- Pasa a la Comisión de Trabajo y Previsión Social y a la de Hacienda, en su caso.



Con los tres siguientes, retira y hace presente la urgencia, calificada de “suma”, respecto de las siguientes iniciativas:



1.- Proyecto de ley que crea el Fondo Nacional de Reconstrucción y establece mecanismos de incentivo a las donaciones en caso de catástrofe (Boletín N° 6.884-05).



2.- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que flexibiliza los requisitos de acceso para obtener beneficios del seguro de cesantía de la ley N° 19.728, producto de la catástrofe del 27 de febrero de 2010 (Boletín N° 6.871-13).



3.- Proyecto de ley que facilita el pago de las deudas previsionales en las Regiones que indica, afectadas por el terremoto (Boletín N° 6.922-13).



Con los dos últimos, hace presente la urgencia, calificada de “simple”, respecto de las siguientes iniciativas:



1.- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que consagra el principio de neutralidad en la red para los consumidores y usuarios de Internet (Boletín N° 4.915-19).



2.- Proyecto de ley, en trámite de Comisión Mixta, que modifica el Código Penal y el decreto ley N° 321, de 1925, para sancionar el femicidio, aumentar las penas aplicables a este delito y modificar las normas sobre parricidio (Boletines números 4.937-18 y 5.308-18, refundidos).



-- Quedan retiradas las urgencias, se tiene presente las nuevas calificaciones y se manda agregar los documentos a sus antecedentes.

Oficios



Dos de Su Excelencia el Presidente de la República:



Con el primero, solicita el acuerdo del Senado para prorrogar, por el plazo de un año, la permanencia de tropas y medios nacionales en Haití (con la urgencia del párrafo segundo del número 5) del artículo 53 de la Constitución Política de la República) (Boletín N° S 1.241-05).



-- Pasa a las Comisiones de Relaciones Exteriores y de Defensa Nacional, unidas.



Con el segundo, comunica que se ausentará del territorio nacional los días 3 y 4 de mayo del presente año, para participar en la reunión extraordinaria de Jefes de Estado y de Gobierno de UNASUR, en la ciudad de Buenos Aires, República Argentina.



Informa, además, que durante su ausencia lo subrogará, con el título de Vicepresidente de la República, el señor Ministro titular de la Cartera de Interior, don Rodrigo Hinzpeter Kirberg.



-- Se toma conocimiento.



De la Honorable Cámara de Diputados, con el que comunica que ha aprobado el proyecto de ley que crea el Fondo Nacional de Reconstrucción y establece mecanismos de incentivo a las donaciones en caso de catástrofe (con urgencia calificada de “suma”) (Boletín N° 6.884-05).



-- Pasa a la Comisión de Hacienda.



Nueve del Excelentísimo Tribunal Constitucional:



Con los cinco primeros, envía igual número de copias autorizadas de las resoluciones dictadas en las acciones de inaplicabilidad por inconstitucionalidad del artículo 38 ter de la ley N° 18.933.



-- Se toma conocimiento y se remiten los documentos a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.



Con los dos siguientes, envía igual número de copias autorizadas de las sentencias recaídas en las acciones de inaplicabilidad por inconstitucionalidad de los artículos 309 del Código de Aguas y 38 ter de la ley N° 18.933.



-- Se toma conocimiento y se manda archivar los documentos.



Con los dos últimos, remite igual número de copias autorizadas de las sentencias dictadas en el ejercicio del control de constitucionalidad de las siguientes iniciativas:



1.- Proyecto de ley que modifica la ley N° 20.022, con el objeto de establecer un nuevo plazo para el cierre de Tribunales del Trabajo que indica (Boletín N° 6.870-07).



2.- Proyecto de ley que modifica el artículo 67 de ley N° 18.695, Orgánica Constitucional de Municipalidades, aumentando el plazo para que el alcalde rinda cuenta pública al Concejo Municipal, en aquellas regiones declaradas zona de catástrofe (Boletín N° 6.901-06).



-- Se toma conocimiento y se manda archivar los documentos junto a sus antecedentes.



Del señor Contralor General de la República, con el que remite el Informe de la Gestión Financiera del Estado correspondiente al ejercicio contable año 2009.



Del señor Presidente del Banco Central de Chile, con el cual remite la Memoria Anual de la Institución, correspondiente al año 2009.



Del señor Ministro de Relaciones Exteriores, con el que contesta un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Horvath, referente a la protección de ciertas especies marinas en el Apéndice II de la Convención sobre el Comercio Internacional de Especies Amenazadas de Fauna y Flora Silvestres.



Del señor Ministro de Hacienda, con el que responde un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Navarro, y la adhesión del Honorable Senador señor Sabag, en relación con las medidas a aplicar en la Región del Biobío para enfrentar los daños ocasionados por el terremoto.



Dos de la señora Ministra del Trabajo y Previsión Social:



Con el primero, contesta un proyecto de acuerdo adoptado por el Senado, a solicitud de los Honorables Senadores señor Ruiz-Esquide; señoras Allende, Alvear, Pérez San Martín y Rincón, y señores Cantero, Escalona, Espina, Frei, Gómez, Horvath, Lagos, Larraín, Letelier, Muñoz Aburto, Pérez Varela, Pizarro, Quintana, Sabag, Tuma, Walker, don Ignacio, Walker, don Patricio, y Zaldívar, mediante el cual solicitan a Su Excelencia el Presidente de la República el envío a tramitación legislativa de un proyecto de ley que aumente el beneficio post natal a seis meses (Boletín N° S 1.230-12).



Con el segundo, responde un oficio enviado en nombre de los Honorables Senadores señores Escalona, Letelier y Muñoz Aburto, en que se solicita la posibilidad de presentar un proyecto de ley que recoja las ideas contenidas en la Moción de su autoría, para establecer el derecho a indemnización por años de servicio en caso de despido por fuerza mayor o caso fortuito, la que fue declarada inadmisible por corresponder a una materia de la iniciativa exclusiva de Su Excelencia el Presidente de la República.


De la señora Ministra de Bienes Nacionales, con el que responde un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Navarro, en relación con la agilización de la tramitación de los títulos de dominio de las personas afectadas por el terremoto.



Del señor Secretario Regional Ministerial de Salud de la Región de Atacama, con el que da respuesta a un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Girardi, referente a los procesos sancionatorios instruidos en contra de la empresa SOLENOR S.A. a partir del año 2005.



Del señor Secretario Regional Ministerial de Salud de la Región de Valparaíso, con el cual contesta un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Navarro, respecto de la situación de diez médicos chilenos titulados en la Universidad Latinoamericana de Ciencias de la Salud de la República de Cuba.



Del señor Director del Servicio de Impuestos Internos subrogante, con el que responde un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Navarro, relativo al consumo de petróleo por parte de los transportistas de la Región del Biobío.



Del señor Director Nacional del INDAP subrogante, por medio del cual da respuesta a un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Escalona, acerca de las dificultades que aquejan a los productores de papas en la Región de Los Lagos y, en particular, en la provincia de Chiloé.



Del señor Presidente del BancoEstado, con el que contesta un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Navarro, en relación con la situación de los deudores habitacionales de la Región del Biobío cuyos inmuebles quedaron destruidos por el terremoto.



Del señor Director Regional de Obras Hidráulicas de la Región de Aysén, con el que contesta un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Horvath, acerca de los daños que provoca la extracción de áridos en los ríos de la Región.



Del señor Director Regional de la Comisión Nacional del Medio Ambiente de la Región Metropolitana, con el que responde un oficio enviado en nombre de la Honorable Senadora señora Alvear, en relación con la Planta de Tratamiento de Aguas Servidas de Paine.



Del señor Director General de la Policía de Investigaciones de Chile, con el que da respuesta a un oficio enviado en nombre del ex Senador señor Romero, en lo referente al establecimiento de una unidad policial con jurisdicción sobre las comunas de Llay-Llay y Catemu.



Del señor Presidente del Consejo Técnico de Inversiones, con el cual remite la Memoria Anual del Consejo Técnico de Inversiones para los Fondos de Pensiones y Fondos de Cesantía correspondiente al año 2009.



-- Quedan a disposición de los Honorables Senadores.

Informes



Segundo informe de las Comisiones de Hacienda y de Trabajo y Previsión Social, unidas, recaído en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que flexibiliza los requisitos de acceso para obtener beneficios del seguro de cesantía de la ley N° 19.728, producto de la catástrofe del 27 de febrero de 2010 (con urgencia calificada de “suma”) (Boletín N° 6.871-13).



Segundo informe de la Comisión de Hacienda, recaído en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que introduce una serie de reformas en materia de liquidez, innovación financiera e integración del mercado de capitales (con urgencia calificada de “simple”) (Boletín N° 6.692-05).



Nuevo informe de la Comisión de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía, recaído en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, sobre otorgamiento de nacionalidad chilena, por especial gracia, al señor Hugo Saucedo Vaca (Boletín N° 1.885-17).



-- Quedan para Tabla.

Mociones



Cuatro del Honorable Senador señor Navarro, con las que da inicio a los siguientes asuntos:



1.- Proyecto de ley que otorga facultades a las juntas de vecinos en materias de seguridad ciudadana (Boletín N° 6.910-06).



-- Pasa a la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización.



2.- Proyecto de ley que aplica la Ley del Consumidor a la calidad de la construcción (Boletín N° 6.911-14).



-- Pasa a la Comisión de Vivienda y Urbanismo y, de conformidad a lo dispuesto en el artículo 77 de la Constitución Política de la República, se manda poner en conocimiento de la Excelentísima Corte Suprema.



3.- Proyecto de ley que considera los informes geológicos en los planes reguladores comunales e intercomunales (Boletín N° 6.912-14).


-- Pasa a la Comisión de Vivienda y Urbanismo.



4.- Proyecto de ley relativo a la identidad sexual o de género (Boletín N° 6.913-07).



-- Pasa a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.



De los Honorables Senadores señores Allamand, Tuma, García y Lagos, con la que inician un proyecto de ley referido a la publicación de protestos (Boletín N° 6.914-03).



-- Pasa a la Comisión de Economía.

Declaraciones de inadmisibilidad



Moción de los Honorables Senadores señora Alvear y señor Orpis,  con la que inician un proyecto de ley relativo a la Comisión de Coordinación de la Reforma Procesal Penal.



-- Se declara inadmisible por corresponder a una materia de la iniciativa exclusiva de Su Excelencia el Presidente de la República, conforme lo establece el número 2) del inciso cuarto del artículo 65 de la Constitución Política.



Tres Mociones del Honorable Senador señor Navarro, con las que da inicio a los siguientes asuntos:



1.- Proyecto de ley que somete los balances de las fundaciones a la Ley sobre Acceso a la Información Pública.



-- Se declara inadmisible por corresponder a una materia de la iniciativa exclusiva de Su Excelencia el Presidente de la República, conforme lo establece el número 2) del inciso cuarto del artículo 65 de la Constitución Política.



2.- Proyecto de ley que establece un mecanismo de compensación de gastos municipales por aumentos transitorios de población.



-- Se declara inadmisible por corresponder a una materia de la iniciativa exclusiva de Su Excelencia el Presidente de la República, conforme lo establece el inciso tercero del artículo 65 de la Constitución Política.



3.- Proyecto de ley que incluye el concepto de capacidad de carga turística en el sistema de áreas silvestres protegidas.



-- Se declara inadmisible por corresponder a una materia de la iniciativa exclusiva de Su Excelencia el Presidente de la República, conforme lo establece el inciso tercero y el número 2) del inciso cuarto del artículo 65 de la Constitución Política.



Moción de los Honorables Senadores señores Navarro y Muñoz Aburto, con la que dan inicio a un proyecto de ley relativo al efecto de las deudas de cotizaciones de salud respecto del despido.



-- Se declara inadmisible por corresponder a una materia de la iniciativa exclusiva de Su Excelencia el Presidente de la República, conforme lo establece el número 6) del inciso cuarto del artículo 65 de la Constitución Política.

Proyectos de acuerdo



De los Honorables Senadores señor Navarro, señora Rincón y señores Muñoz Aburto y Quintana, sobre medidas que compensen el aumento de las tarifas eléctricas en zonas afectadas por la catástrofe (Boletín N° S 1.239-12).



-- Pasa a la Comisión de Economía.



De los Honorables Senadores señor Navarro, señora Rincón y señores Muñoz Aburto y Quintana, relativo a la gratuidad de las inscripciones en el Conservador de Bienes Raíces en zonas afectadas por la catástrofe (Boletín N° S 1.240-12).



-- Pasa a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.

Comunicación



De la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización, mediante la cual propone, de conformidad a lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 36 del Reglamento del Senado, y previo acuerdo de la Honorable Cámara de Diputados, el archivo de las siguientes iniciativas:



1.- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que traslada Día del Huaso al 1º de septiembre (Boletín Nº 4.308-06).



2.- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que establece el día de la comuna y del mundo rural (Boletín Nº 4.501-06).


3.- Proyecto de ley que prohíbe el uso de números para designar las regiones, permitiendo su nombre abreviado, sin derogar sus denominaciones legales (Boletín N° 4.938-06).



-- Se toma conocimiento y se manda oficiar a la Honorable Cámara de Diputados.

- - -



Luego, el señor Presidente concede el uso de la palabra a la Honorable Senadora señora Alvear, quien pide que se solicite el consentimiento de la Sala para dirigir oficio a S.E. el Presidente de la República, en su nombre y en el del Honorable Senador señor Orpis, con el objeto de que estudie la posibilidad de enviar a tramitación legislativa un proyecto de ley que considere las ideas contempladas en la Moción que presentaran, relativa a la Comisión de Coordinación de la Reforma Procesal Penal, que fue declarada inadmisible por referirse a la iniciativa exclusiva del señor Jefe de Estado.


Así se acuerda.

- - -



A continuación, otorga la palabra al Honorable Senador señor Navarro, quien solicita recabar igual consentimiento para dirigir oficios, en su nombre, a Su Excelencia el Presidente de la República, a fin de que estudie la posibilidad de enviar a tramitación legislativa sendos proyectos de ley que consideren las ideas contempladas en las Mociones que presentara: la primera, destinada a someter los balances de las fundaciones a la Ley sobre Acceso a la Información Pública; la segunda, para establecer un mecanismo de compensación de gastos municipales por aumentos transitorios de población, y la tercera, con el objeto de incluir el concepto de capacidad de carga turística en el sistema de áreas silvestres protegidas, que fueron declaradas inadmisibles por corresponder a la iniciativa exclusiva del señor Jefe de Estado.



Así se acuerda.

- - -



Asimismo, el Honorable Senador señor Navarro pide requerir tal autorización para dirigir oficio al Primer Mandatario, en su nombre y en el del Honorable Senador señor Muñoz Aburto, con el objeto de que estudie la posibilidad de enviar a tramitación legislativa un proyecto de ley que considere las ideas contempladas en la Moción que presentaran, relativa al efecto de las deudas de cotizaciones de salud respecto del despido, que fue declarada inadmisible por referirse a la iniciativa exclusiva del señor Jefe de Estado.



Así se acuerda.

- - -


Posteriormente, el señor Presidente concede la palabra a la Honorable Senadora señora Rincón, quien solicita que se requiera el asentimiento de la Sala para que el proyecto de ley, de la Honorable Cámara de Diputados, que crea el Fondo Nacional de Reconstrucción y establece mecanismos de incentivo a las donaciones en caso de catástrofe (Boletín N° 6.884-05), sea enviado a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, con el objeto de que emita su opinión en relación con la constitucionalidad de los artículos 1° -inciso cuarto-, 21 y 22.


Sobre el particular, hacen uso de la palabra los Honorables Senadores señor Chadwick, señora Alvear y señores Larraín, Letelier, Espina, García y Coloma.


Enseguida, la Sala acuerda, unánimemente, que el referido proyecto sea analizado, en forma paralela a la Comisión de Hacienda, por la de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, en lo relativo a la constitucionalidad de las normas precedentemente enunciadas.
_______________

ACUERDOS DE COMITÉS



El señor Secretario General informa que los Comités, en sesión celebrada en el día de hoy, han adoptado los siguientes acuerdos, que la Sala, unánimemente, ratifica:

1) Abrir un nuevo plazo para presentar indicaciones respecto de los siguientes proyectos de ley:


- El que crea el Tribunal Ambiental (Boletín N° 6.747-12), hasta las 12 horas del día lunes 17 de mayo del presente año.


- El que permite la aplicación del procedimiento de demandas colectivas en los juicios por daños o perjuicios en la calidad de las construcciones (Boletín N° 6.841-14), hasta las 12 horas del día lunes 10 de mayo del año en curso.


2) Designar al Honorable Senador señor Jorge Pizarro Soto como representante del Senado en la Comisión Premio Nacional del Deporte de Chile.

- - -



La presente acta se ha elaborado en conformidad a lo dispuesto en el artículo 76 del Reglamento del Senado. Las opiniones, constancias, prevenciones y fundamentos de voto de los Honorables Senadores, respecto de los asuntos discutidos en esta sesión, así como las expresiones emitidas por ellos u otras autoridades durante la misma, se contienen en la correspondiente publicación oficial del Diario de Sesiones del Senado.

_______________

ORDEN DEL DÍA

Proyecto de ley, de la Honorable Cámara de Diputados, que flexibiliza los requisitos de acceso para obtener beneficios del seguro de cesantía de la ley N° 19.728, producto de la catástrofe del 27 de febrero de 2010, con segundo informe de las Comisiones de Hacienda y de Trabajo y Previsión 

Social, unidas


El señor Presidente, junto con anunciar que corresponde ocuparse de la iniciativa de la referencia, recaba el acuerdo de la Sala para autorizar el ingreso a ella del Subsecretario de Previsión Social, señor Augusto Iglesias, y de la Superintendenta de Pensiones, señora Solange Berstein, lo que así se acuerda.


El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que flexibiliza los requisitos de acceso para obtener beneficios del seguro de cesantía de la ley N° 19.728, producto de la catástrofe del 27 de febrero de 2010, con urgencia calificada de “suma”, y que tiene el Boletín N° 6.871-13.



Añade que -para los efectos consignados en el Reglamento- las Comisiones unidas dejan constancia de que no fueron objeto de indicaciones ni de modificaciones los artículos 7°, 8°, 9° y 11, y el artículo transitorio, disposiciones que conservan el mismo texto acordado en general, por lo cual deben darse por aprobadas, salvo que algún Honorable Senador solicite su discusión y votación, teniendo presente que los artículos 7°, 8° y 11 revisten el carácter de normas de quórum calificado.

- - -



Seguidamente, y de conformidad a lo establecido en el artículo 124 del Reglamento del Senado, el señor Presidente da por aprobados los referidos preceptos, dejándose constancia de que contaron con el voto favorable de 29 Senadores, de un total de 38 en ejercicio, dándose cumplimiento, de esta forma, a lo dispuesto en el inciso tercero del artículo 66 de la Constitución Política de la República, en lo relativo a los artículos 7°, 8° y 11.
- - -



Luego, el señor Secretario General agrega que las Comisiones unidas realizaron cuatro modificaciones al texto despachado en general, dándoles su aprobación por unanimidad, con excepción de una de ellas que será puesta en votación oportunamente.



Cabe destacar que, según el artículo 133 del Reglamento del Senado, las modificaciones aprobadas unánimemente deben votarse sin debate, salvo que algún Honorable Senador solicite discusión y votación separada.


De las enmiendas unánimes, las recaídas en el artículo 1° tienen el carácter de normas de quórum calificado. Similar quórum se requiere para la aprobación en particular de los artículos 2°, 4° y 5°.


Al respecto, el señor Secretario General resalta que las referidas Comisiones unidas proponen aprobar el texto despachado en general, con las siguientes enmiendas:

Artículo 1º

Inciso primero



Sustituirlo, por el siguiente:



“Artículo 1º.- Los trabajadores afiliados al Seguro de Cesantía contemplado en la ley N° 19.728, cuyo lugar de trabajo se encontrare dentro de las regiones de Valparaíso, Libertador Bernardo O’Higgins, del Maule, del Bío Bío, Araucanía y Región Metropolitana, podrán acceder en condiciones especiales a los beneficios que consagra dicha ley cuando se hubiere puesto término a sus respectivos contratos de trabajo entre el 1º de febrero de 2010 y el 31 de julio del mismo año, ambas fechas inclusive. Para los efectos de acceder al Fondo de Cesantía Solidario, se entenderá que cumple con el requisito exigido en la letra a) del artículo 24 de la ley N° 19.728 quien registre ocho cotizaciones mensuales, continuas o discontinuas, desde la afiliación del trabajador al Seguro o desde que se devengó el último giro a que hubiere tenido derecho, siempre que éstas se hayan registrado en los últimos 24 meses anteriores al término de la relación laboral. En todo caso, el trabajador deberá cumplir con el requisito de las tres últimas cotizaciones continuas con el mismo empleador. El promedio de las remuneraciones devengadas por el trabajador a que se refiere el inciso primero del artículo 25 de la ley N° 19.728 se calculará con las que se hayan devengado en los últimos ocho meses en que se registren cotizaciones anteriores al término de la relación laboral.”.

Inciso segundo



Agregar, entre los términos “ley Nº 19.728” y “será”, la frase “para acceder a prestaciones financiadas con cargo a la Cuenta de Capitalización Individual”.

Artículo 6º

Inciso primero



Sustituir los términos “En caso que el empleador decida efectuar” por “El empleador que efectúe”.

Artículo 12, nuevo



Agregar el siguiente artículo 12, nuevo, pasando el actual artículo 12 a ser 13:



“Artículo 12.- La Sociedad Administradora de Fondos de Cesantía tendrá derecho a una retribución adicional a la que se refiere el artículo 30 de la ley N° 19.728 y el artículo 20 de la ley N° 20.351.



La retribución adicional se determinará calculando la comisión base, en los meses que resten de vigencia del actual contrato, contemplada en el artículo 30 de la ley N° 19.728 por los recursos del Fondo de Cesantía Solidario que se destinen al pago de los beneficios a que se refieren los Títulos I y II de esta ley, que reciban aquellos beneficiarios del artículo 24 de la ley N° 19.728, que no hubiesen tenido derecho a tales prestaciones antes de la entrada en vigencia de esta ley.



La retribución establecida en este artículo se devengará a contar de la entrada en vigencia de esta ley y hasta el término del actual contrato de administración del Seguro de Cesantía, y se pagará, con cargo al Fondo de Cesantía Solidario, en los plazos y en la forma que determine la Superintendencia de Pensiones, mediante norma de carácter general.”.

Artículo 12



Pasa a ser artículo 13, sin enmiendas.

- - -



Luego, el señor Presidente concede la palabra al Honorable Senador señor Letelier, quien pide votación separada de la oración “En todo caso, el trabajador deberá cumplir con el requisito de las tres últimas cotizaciones continuas con el mismo empleador.”, contenida en el inciso primero del artículo 1º del proyecto.
- - -



Posteriormente, las enmiendas unánimes -con excepción de lo relativo al artículo 1°- son aprobadas con el voto favorable de 29 Senadores.

- - -



Con idéntica votación a la consignada precedentemente, se dan por aprobados los artículos 2°, 4° y 5° del proyecto, cumpliéndose, de esta forma, lo establecido en el inciso tercero del artículo 66 de la Constitución Política de la República. Sobre el particular, se deja constancia de que se cuenta con un total de 38 Senadores en ejercicio.

- - -



A continuación, el señor Presidente pone en discusión la solicitud de votación separada del Honorable Senador señor Letelier -ya descrita-, concediendo la palabra a este último, a la señora Ministra del Trabajo y Previsión Social y a los Honorables Senadores señores Longueira y García, señora Matthei y señores Zaldívar, Larraín y Chadwick.



Cerrado el debate, se somete a votación la admisibilidad de la solicitud de votar separadamente la oración en cuestión, produciéndose el siguiente resultado: por la inadmisibilidad, 25 votos, y por la admisibilidad, 4 votos.



Votan por la inadmisibilidad, los Honorables Senadores señoras Alvear, Matthei, Pérez San Martín y Rincón, y señores Allamand, Bianchi, Chadwick, Chahuán, Coloma, Espina, Frei, García, Girardi, Horvath, Kuschel, Larraín, Longueira, Novoa, Orpis, Prokurica, Rossi, Sabag, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar.


Votan por la admisibilidad, los Honorables Senadores señora Allende, y señores Muñoz Aburto, Pizarro y Quintana.
- - -



Enseguida, el señor Presidente pone en votación el artículo 1° del proyecto, el que es aprobado por 31 votos a favor y una abstención, de un total de 38 Senadores en ejercicio, dándose cumplimiento, de esta forma, a lo establecido en el inciso tercero del artículo 66 de la Constitución Política de la República.



Votan por la afirmativa, los Honorables Senadores señoras Alvear, Matthei, Pérez San Martín y Rincón, y señores Allamand, Bianchi, Chadwick, Chahuán, Coloma, Espina, Frei, García, Girardi, Horvath, Kuschel, Lagos, Larraín, Longueira, Muñoz Aburto, Navarro, Novoa, Orpis, Pizarro, Prokurica, Quintana, Rossi, Sabag, Tuma, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar.


Fundamentan su voto positivo, los Honorables Senadores señores Zaldívar, Espina y Larraín, señora Matthei, señor Lagos, señora Rincón y señores Tuma y Navarro.



Se abstiene, el Honorable Senador señor Letelier, quien fundamenta su decisión.


Concluida la votación, y a solicitud de la Honorable Senadora señora Allende, se deja constancia de su opinión favorable a la aprobación de este precepto.

- - -



Posteriormente, el señor Presidente somete a votación la enmienda consistente en incorporar un artículo 12, nuevo, al proyecto, la que es aprobada por 21 votos a favor, 5 en contra y 2 abstenciones.



Votan por la afirmativa, los Honorables Senadores señoras Matthei y Pérez San Martín, y señores Allamand, Chadwick, Chahuán, Coloma, Espina, Frei, García, Horvath, Kuschel, Lagos, Larraín, Longueira, Novoa, Orpis, Pizarro, Prokurica, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar.


Votan por la negativa, los Honorables Senadores señora Allende, y señores Girardi, Muñoz Aburto, Navarro y Rossi.


Fundamenta su voto contrario, el Honorable Senador señor Muñoz Aburto.



Se abstienen, los Honorables Senadores señora Rincón y señor Gómez.


Queda terminada la discusión de este asunto.



El texto del proyecto despachado por el Senado es el siguiente:

PROYECTO DE LEY

“Título I

Flexibiliza el Seguro de Cesantía de la ley N° 19.728 en Regiones de Valparaíso, del Libertador General Bernardo O’Higgins, del Maule, del Bío Bío, de La Araucanía y de la Región Metropolitana



Artículo 1º.- Los trabajadores afiliados al Seguro de Cesantía contemplado en la ley N° 19.728, cuyo lugar de trabajo se encontrare dentro de las Regiones de Valparaíso, del Libertador General Bernardo O’Higgins, del Maule, del Bío Bío, de La Araucanía y de la Región Metropolitana, podrán acceder en condiciones especiales a los beneficios que consagra dicha ley cuando se hubiere puesto término a sus respectivos contratos de trabajo entre el 1º de febrero de 2010 y el 31 de julio del mismo año, ambas fechas inclusive. Para los efectos de acceder al Fondo de Cesantía Solidario, se entenderá que cumple con el requisito exigido en la letra a) del artículo 24 de la ley N° 19.728 quien registre ocho cotizaciones mensuales, continuas o discontinuas, desde la afiliación del trabajador al Seguro o desde que se devengó el último giro a que hubiere tenido derecho, siempre que éstas se hayan registrado en los últimos 24 meses anteriores al término de la relación laboral. En todo caso, el trabajador deberá cumplir con el requisito de las tres últimas cotizaciones continuas con el mismo empleador. El promedio de las remuneraciones devengadas por el trabajador a que se refiere el inciso primero del artículo 25 de la ley N° 19.728 se calculará con las que se hayan devengado en los últimos ocho meses en que se registren cotizaciones anteriores al término de la relación laboral.



A su vez, en estos casos, el requisito establecido en la letra b) del artículo 12 de la ley Nº 19.728 para acceder a prestaciones financiadas con cargo a la Cuenta de Capitalización Individual será de un mínimo de 8 cotizaciones mensuales, continuas o discontinuas y el promedio de las remuneraciones devengadas por el trabajador, a que se refiere el artículo 15 de la citada ley, se calculará con los últimos 8 meses en que se registren cotizaciones anteriores al término de la relación laboral, para aquellos trabajadores que se encuentren contratados con duración indefinida.



Artículo 2º.- Los trabajadores cuya residencia se encuentre dentro de las zonas a que se refiere el artículo 1°, que perciban un último giro con cargo al Fondo de Cesantía Solidario, en el período comprendido entre el mes de enero y el mes de julio de 2010, tendrán derecho a los dos giros adicionales señalados en el artículo 25 de la ley Nº 19.728, sin que sea necesario considerar el requisito de alto desempleo establecido en el inciso tercero del citado artículo 25.

Título II

Crea un permiso para reconstrucción con flexibilización de acceso al Seguro de Cesantía



Artículo 3º.- Los empleadores y trabajadores afiliados al seguro de cesantía de la ley Nº 19.728 podrán pactar un permiso para reconstrucción, el cual deberá constar por escrito, cuando el empleador acredite que su empresa, localizada en las Regiones del Libertador General Bernardo O’Higgins, del Maule y del Bío Bío, no puede otorgar el trabajo convenido al o a los trabajadores con quien o quienes se pacte el permiso de reconstrucción o, si pudiendo otorgarlo, la actividad o faena respectiva presenta serios riesgos para la salud y seguridad del trabajador, como consecuencia de la catástrofe del 27 de febrero de 2010. Dicho permiso para reconstrucción suspenderá tanto la obligación de prestar servicios por parte del trabajador, como  la obligación de pagar la respectiva remuneración por parte del empleador.



El empleador deberá acreditar que la empresa o la actividad o faena se encuentra en alguna o ambas de las condiciones señaladas en el inciso anterior, mediante una declaración jurada, prestada ante alguno de los ministros de fe establecidos en el inciso segundo del artículo 177 del Código del Trabajo. Una copia de dicha declaración deberá ser remitida a la Inspección del Trabajo respectiva.



Los permisos para reconstrucción se podrán suscribir hasta el último día hábil del mes de julio de 2010 y podrán comprender desde el período inmediatamente posterior a la catástrofe hasta el 31 de agosto de 2010.



Artículo 4°.- Los trabajadores a que hace referencia el artículo anterior tendrán derecho a los beneficios de la ley N° 19.728 y les serán aplicables los requisitos establecidos en las letras b) y c) del artículo 12 y en las letras a) y c) del artículo 24 de la citada ley.



Para el solo efecto de acceder a los beneficios del Fondo de Cesantía Solidario, se requerirán 8 cotizaciones mensuales, continuas o discontinuas, desde la afiliación de los trabajadores al Seguro o desde que se devengó el último giro a que hubieren tenido derecho, siempre que éstas se hayan registrado en los últimos 24 meses anteriores a la fecha de solicitud del permiso; debiendo, a su vez, cumplir con el requisito de las tres últimas cotizaciones continuas con el mismo empleador. Igual número de cotizaciones se considerará para calcular el promedio de las remuneraciones devengadas por el trabajador a que se refiere el inciso primero del artículo 25 de la ley N° 19.728.



A su vez, en estos casos, el requisito establecido en la letra b) del artículo 12 de la ley Nº 19.728 será de un mínimo de 8 cotizaciones mensuales, continuas o discontinuas, y el promedio de las remuneraciones devengadas por el trabajador, a que se refiere el artículo 15 de la citada ley, se calculará con los últimos 8 meses en que se registren cotizaciones anteriores a la fecha de solicitud del permiso, para aquellos trabajadores que se encuentren contratados con duración indefinida.



Se entenderá que cada mes de permiso para reconstrucción equivale a un mes de prestaciones del Seguro de Cesantía, para efectos de los giros que corresponde pagar al trabajador.



Cesará el derecho al pago de la prestación para el trabajador que registre cotizaciones al Seguro Obligatorio de Cesantía durante el período en que esté vigente el permiso para reconstrucción.



Durante el tiempo que el trabajador esté haciendo uso del permiso para reconstrucción el goce de los beneficios establecidos en este Título será incompatible con toda actividad remunerada como trabajador dependiente. Cualquier estipulación en contrario se tendrá por no escrita.



Artículo 5°.- Los empleadores que suscriban un permiso para reconstrucción podrán optar por complementar los beneficios que el Seguro de Cesantía les otorga a sus trabajadores hasta completar el 50% del promedio de las remuneraciones imponibles devengadas en los últimos 8 meses en que se registren cotizaciones anteriores al inicio del permiso, para aquellos trabajadores con contratos indefinidos, y el 35% de dicho promedio de remuneraciones, en el caso de trabajadores con contrato a plazo fijo o por obra, trabajo o servicio determinado, aplicándose en estos casos los valores superiores e inferiores a que se refiere el artículo 25 de la ley N° 19.728. Esta opción deberá quedar estipulada expresamente en dicho permiso. El monto de la prestación será pagado por la Sociedad Administradora de Fondos de Cesantía de la ley Nº 19.728.



En estos casos, el pago del primer mes de la prestación establecida en el inciso primero de este artículo, será financiado, primeramente, con el saldo acumulado en la cuenta individual por cesantía prevista en el artículo 9° de la ley N° 19.728. Si dicho saldo fuere insuficiente para financiar ese mes, la diferencia será de cargo del Fondo de Cesantía Solidario.



Concurrirán al financiamiento de las prestaciones de los meses siguientes, el empleador, la Cuenta Individual por Cesantía y el Fondo de Cesantía Solidario, cuando corresponda, hasta completar el monto de la prestación establecida, conforme al orden siguiente:



a) Con una cotización a la Cuenta Individual por Cesantía de cargo del empleador equivalente a 10%, 20%, 30% y 40% de la prestación establecida en el inciso primero de este artículo, para los meses segundo, tercero, cuarto y quinto, respectivamente, en el caso de trabajadores con contratos indefinidos; y de 10%, para el segundo mes, en el caso de trabajadores con contrato a plazo fijo o por obra, trabajo o servicio determinado.



b) Con el saldo remanente de la Cuenta Individual por Cesantía, si lo hubiere.



c) Con cargo al Fondo de Cesantía Solidario de la ley N° 19.728, cuando corresponda.



En caso que la cotización del empleador no se encontrare acreditada al momento del pago de la prestación, dicho monto será financiado con cargo al Fondo de Cesantía Solidario, debiendo reponerse al momento de acreditarse la cotización.



La cotización del empleador a la Cuenta Individual por Cesantía quedará comprendida en el N° 6 del artículo 31 de la Ley sobre Impuesto a la Renta. Su recaudación será responsabilidad de la Sociedad Administradora de Fondos de Cesantía y le serán aplicables las normas sobre declaración y pago de cotizaciones al Seguro de Cesantía, establecidas en los artículos 10 y 11 de la ley N° 19.728, con excepción del inciso séptimo del artículo 10 de dicha ley.



La cotización del empleador contemplada en la letra a) del inciso tercero de este artículo, tendrá la misma naturaleza jurídica de las cotizaciones establecidas en el artículo 5° de la ley N° 19.728.



Artículo 6º.- El empleador que efectúe la cotización a que se refiere el artículo anterior, podrá optar simultáneamente a que sus trabajadores con permiso para reconstrucción puedan asistir a cursos de capacitación, condición que deberá quedar estipulada expresamente en dicho permiso. Los cursos serán contratados por el Servicio Nacional de Capacitación y Empleo y financiados con cargo a los recursos del Fondo de Cesantía Solidario de la ley N°19.728, los que serán puestos a disposición del referido Servicio por parte de la Administradora de Fondos de Cesantía, de acuerdo al mismo procedimiento establecido por la Superintendencia de Pensiones para el permiso para capacitación que regula la ley N° 20.351. Dentro de estos cursos se considerarán comprendidas las acciones a que se refiere el inciso tercero del artículo 1° de la ley N° 19.518.



El Servicio Nacional de Capacitación y Empleo, a través de resolución visada por la Dirección de Presupuestos, fijará el valor máximo por hora de capacitación y la duración mínima de los cursos y acciones de capacitación para efectos del presente artículo.



Sin perjuicio de lo establecido en el inciso primero de este artículo, las empresas que se encuentren afiliadas a un organismo técnico intermedio para capacitación del artículo 23 de la ley N° 19.518 y que cuenten con remanentes en las respectivas cuentas de excedentes que al efecto éste mantiene, reguladas por el decreto supremo N° 122, de 1998, del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, y sus modificaciones, deberán financiar íntegramente los cursos a que accedan sus trabajadores en virtud de este Título. Sólo en el caso que se agotaren dichos excedentes o fueren insuficientes para financiar totalmente el curso de capacitación, éste se financiará con cargo al Fondo de Cesantía Solidario.



Con todo, no será aplicable al permiso para reconstrucción la exclusividad que trata el inciso quinto, del artículo 6° de la ley N° 20.351.



Artículo 7°.- Las prestaciones de este título a favor de los trabajadores no se considerarán renta para todos los efectos legales, estarán afectas a las cotizaciones establecidas en los incisos tercero y cuarto de este artículo y serán inembargables.



Durante los períodos en que los trabajadores se encuentren con permiso para reconstrucción, les será aplicable lo dispuesto en el inciso primero del artículo 20 de la ley Nº 19.728 y mantendrán el derecho a las asignaciones familiares de que fueren beneficiarios, por los mismos montos que estaban recibiendo a la fecha de inicio del permiso para reconstrucción.



Las cotizaciones para pensiones de los trabajadores mencionados en el inciso anterior serán pagadas con cargo al Fondo de Cesantía Solidario. Estas cotizaciones se calcularán sobre el monto de la prestación que le corresponda al trabajador. El período en que el trabajador se encuentre gozando del beneficio se reputará como trabajado para todos los efectos laborales y previsionales.



Durante los períodos en que el trabajador se encuentre haciendo uso del permiso para reconstrucción y asistiendo a cursos de capacitación, el empleador deberá efectuar las cotizaciones del Seguro Social contra Riesgos de Accidentes del Trabajo y Enfermedades Profesionales que establece la ley N° 16.744, sobre el monto de la prestación que le corresponda al trabajador por aplicación del inciso primero del artículo 5° de esta ley, quedando aquél cubierto por dicho seguro. El accidente que sufriere el trabajador a causa o con ocasión de la capacitación a la que estuviera asistiendo, como asimismo, el de trayecto, quedarán comprendidos dentro de las contingencias que la citada ley N° 16.744 contempla y le darán derecho a las prestaciones correspondientes. Las incapacidades y muertes provocadas por dichos accidentes se excluirán para efectos de determinar la siniestralidad efectiva de la entidad empleadora a que se refiere el decreto supremo N° 67, de 1999, del Ministerio del Trabajo y Previsión Social.



Artículo 8º.- Los trabajadores cuyo contrato de trabajo termine con posterioridad a la utilización de un permiso para reconstrucción, que no hayan utilizado la totalidad de los giros a que hubieren tenido derecho por la aplicación de este Título, podrán acceder a los giros remanentes en conformidad al artículo 25 de la ley Nº 19.728.



Transcurridos doce meses desde la fecha de término del permiso para reconstrucción no se considerarán para la verificación del cumplimiento de los requisitos de acceso a los beneficios del Seguro de Cesantía de la ley Nº 19.728, las prestaciones obtenidas conforme este Título de la presente ley.



Artículo 9º.- Las partes podrán denunciar ante la Inspección del Trabajo las controversias que se deriven de la aplicación de este Título, sin perjuicio de la facultad de las partes de recurrir a los Tribunales de Justicia.

Título III

Disposiciones finales



Artículo 10.- La presente ley entrará en vigencia a la fecha de su publicación en el Diario Oficial. Lo dispuesto en el Título II regirá hasta el último día del mes de agosto de 2010, no obstante los trabajadores que al momento del término de vigencia de esta ley se encuentren haciendo uso del permiso a que se refiere el artículo 3°, podrán recibir el pago de la prestación del mes correspondiente.



Artículo 11.- Para efectos de acceder a las prestaciones de los Títulos I y II de esta ley, no se considerarán los giros de la cuenta individual por cesantía o del Fondo de Cesantía Solidario, con ocasión de haber hecho uso del permiso pactado que regula la ley N° 20.351.



Las prestaciones de los Títulos I y II de esta ley no se considerarán para la aplicación de la restricción de acceso al Fondo de Cesantía Solidario que contempla el inciso segundo del artículo 24 de la ley Nº 19.728.



Artículo 12.- La Sociedad Administradora de Fondos de Cesantía tendrá derecho a una retribución adicional a la que se refieren el artículo 30 de la ley N° 19.728 y el artículo 20 de la ley N° 20.351.



La retribución adicional se determinará calculando la comisión base, en los meses que resten de vigencia del actual contrato, contemplada en el artículo 30 de la ley N° 19.728 por los recursos del Fondo de Cesantía Solidario que se destinen al pago de los beneficios a que se refieren los Títulos I y II de esta ley, que reciban aquellos beneficiarios del artículo 24 de la ley N° 19.728, que no hubiesen tenido derecho a tales prestaciones antes de la entrada en vigencia de esta ley.



La retribución establecida en este artículo se devengará a contar de la entrada en vigencia de esta ley y hasta el término del actual contrato de administración del Seguro de Cesantía y se pagará, con cargo al Fondo de Cesantía Solidario, en los plazos y en la forma que determine la Superintendencia de Pensiones, mediante norma de carácter general.



Artículo 13.- Para los efectos de la obtención de los beneficios que establece esta ley se aplicará lo dispuesto en el artículo 27 de la ley N° 19.728.



Artículo transitorio.- El mayor gasto fiscal que representa la aplicación de esta ley, durante el año 2010, se financiará con cargo al presupuesto vigente del Ministerio de Salud y en lo que faltare con cargo a los recursos provenientes de la partida presupuestaria Tesoro Público.”.

- - -



A continuación, el señor Presidente pide a la Sala guardar un minuto de silencio con motivo del reciente fallecimiento de la Jefa del Departamento de Prensa de esta Corporación, señora Berta Morales Marín.



La Sala guarda un minuto de silencio.

- - -



Posteriormente, el señor Presidente señala que ha concluido el Orden del Día de esta sesión.

______________

TIEMPO DE VOTACIONES

Proyecto de acuerdo presentado por el Honorable Senador señor Chahuán, mediante el cual solicita al señor Ministro de Educación crear un sistema de consejeros educacionales integrado por orientadores familiares en los establecimientos municipalizados, con informe de la Comisión de 

Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología


El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse de la iniciativa de la referencia.



El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de acuerdo presentado por el Honorable Senador precedentemente individualizado, correspondiente al Boletín Nº S 1.235-12, mediante el cual propone aprobar el texto que más adelante se transcribe.



Añade que la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología acordó, por la unanimidad de sus miembros, Honorables Senadores señores Cantero, Chadwick, Navarro, Quintana y Walker (don Ignacio), informar favorablemente el proyecto de acuerdo, con las siguientes precisiones: una del Honorable Senador señor Navarro, quien señaló que la creación del sistema propuesto es urgente en las zonas más afectadas por el terremoto, puesto que los niños se encuentran afectados emocionalmente; y otra, del Honorable Senador señor Quintana, el que manifestó que la Ley de Subvención Escolar Preferencial permite a los colegios contratar psicólogos y otros profesionales para colaborar en la función educativa.

- - -


Puesto en votación el proyecto de acuerdo, es aprobado por 15 votos a favor.



Votan por la afirmativa, los Honorables Senadores señoras Allende y Pérez San Martín, y señores Cantero, Frei, Girardi, Gómez, Horvath, Lagos, Larraín, Navarro, Pizarro, Prokurica, Rossi, Walker (don Ignacio) y Walker (don Patricio).


Queda terminado el tratamiento de este asunto.


El texto del proyecto de acuerdo aprobado por el Senado es el siguiente:

PROYECTO DE ACUERDO

“Considerando:

1. Que existe una profunda crisis social que afecta tanto a la población docente y estudiantil como a la familia, que se manifiesta en conductas deformadas y violentas de los niños y jóvenes, y en abandono familiar, lo cual influye nocivamente en la formación educativa;

2. Que esta situación debe ser tratada en una forma más sistematizada, con la participación de padres, alumnos, profesores y autoridades, sin perjuicio de dinamizar el hogar como institución, para encauzarlo dentro del proceso educativo como un elemento indispensable para la enseñanza y motivación de la comunidad estudiantil;

3. Que se hace necesario intervenir en la familia por medio de la educación y la comunicación abierta. Especialistas como orientadores familiares y otros profesionales de las ciencias sociales pueden insertarse en el área educacional pública para trabajar con las familias en un proyecto de prevención temprana, desde el primer ciclo hasta la enseñanza media, desempeñándose como consejeros educacionales;

4. Que este sistema tiene como objetivos estimular la prevención temprana y promover una convivencia más sociable entre alumnos, padres y profesores, para solucionar los problemas conductuales, interpersonales y de rendimiento escolar por medio de la comunicación;

5. Que el sistema constituye un aporte a la reforma educacional, por el cambio estructural que pretende realizar al orientar la conducta y capacidad de los niños, ya que si se aspira a alcanzar una educación de calidad no sólo se precisa una reforma curricular radical, sino conseguir en los alumnos estabilidad emocional e información metódica acerca de los valores humanos;

6. Que de esta manera se mejorará considerablemente la educación escolar, al transmitirse valores sin cuyo conocimiento el alumno egresaría de las aulas con una formación cultural y valórica deficiente;

7. Que el sistema propuesto apunta a revertir los conflictos que se suscitan en los hogares de los alumnos, con el propósito de cumplir el rol fundamental de orientar familiarmente la vida educacional de toda la población estudiantil, y

8. Que en tal virtud se hace necesario implementar una red en todos los establecimientos educacionales municipalizados del país, con la finalidad de unir los cabos sueltos entre el hogar y la escuela, para mejorar la calidad de la formación del alumno.


El Senado acuerda:


Solicitar a S.E. el Presidente de la República, si lo tiene a bien, que instruya al señor Ministro de Educación para que disponga la implementación de un sistema de Consejeros Educacionales constituido por orientadores familiares, en todos los establecimientos educacionales municipalizados del país, con el objeto de fomentar valores de vida en los alumnos y orientar a las familias para obtener un clima de convivencia fluida entre padres, hijos y profesores.”.

_______________

PETICIONES DE OFICIOS



El señor Secretario General expresa que los Honorables Senadores que se indican a continuación, han requerido que se dirijan, en sus nombres, los siguientes oficios:



- Del Honorable Senador señor Allamand al señor Ministro de Obras Públicas, solicitando información sobre convenios de programación de obras públicas.



- Del Honorable Senador señor Frei:



1) A la señora Ministra del Trabajo y Previsión Social, en lo referente a la continuidad de programas pro empleo en la comuna de Valdivia.


2) A la señora Ministra de Vivienda y Urbanismo, en cuanto a la disminución de subsidios habitacionales otorgados en 2010 con relación a 2009, en la aludida comuna.



- Del Honorable Senador señor Girardi:



1) Al señor Secretario Regional Ministerial de Salud de la Región Metropolitana, requiriendo antecedentes respecto a sumarios y autorizaciones sanitarias vinculadas con la empresa Molymet y su complejo industrial.


2) A la señora Secretaria Regional Ministerial de Vivienda y Urbanismo de la Región Metropolitana, para que informe sobre el uso del suelo en el complejo industrial Molymet.



- Del Honorable Senador señor Horvath a los señores Subsecretario de Pesca y Presidente del Consejo Zonal de Pesca de las Regiones de Los Lagos, de Los Ríos y de Aysén, pidiendo el envío de actas del Comité de Áreas Contiguas.


- De la Honorable Senadora señora Pérez San Martín a los señores Subsecretario de Telecomunicaciones y Secretario Regional Ministerial de Transportes y Telecomunicaciones de la Región de Valparaíso, solicitando información acerca de antena de VTR GLOBALCOM S.A., ubicada en la comuna de Quintero.



- De la Honorable Senadora señora Rincón a los señores Ministro del Interior y Director de la División de Organizaciones Sociales del Ministerio Secretaría General de Gobierno, para que informen sobre los Fondos Sociales Presidente de la República para el año 2010.


- Del Honorable Senador señor Tuma al señor Ministro del Interior, requiriendo copias de los últimos “Informes Alfa”, de Regiones que individualiza.


El señor Presidente anuncia el envío de los oficios solicitados, en nombre de los Honorables Senadores indicados, de conformidad al Reglamento del Senado.



Se levanta la sesión.
CARLOS HOFFMANN CONTRERAS 

Secretario General del Senado

SESIÓN 15ª, ORDINARIA, EN MIÉRCOLES 5 DE MAYO DE 2010



Presidencia del titular del Senado, Honorable Senador señor Pizarro.



Asisten los Honorables Senadores señoras Allende, Alvear, Matthei, Pérez San Martín y Rincón, y señores Allamand, Bianchi, Cantero, Chadwick, Chahuán, Coloma, Escalona, Espina, Frei, García, Girardi, Gómez, Horvath, Kuschel, Lagos, Larraín, Letelier, Longueira, Muñoz Aburto, Navarro, Novoa, Orpis, Prokurica, Quintana, Rossi, Ruiz-Esquide, Sabag, Tuma, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar.


Concurre, asimismo, el Ministro Secretario General de la Presidencia, señor Cristián Larroulet.



Actúan de Secretario General y de Prosecretario, los titulares del Senado señores Carlos Hoffmann Contreras y José Luis Alliende Leiva, respectivamente.

________________

ACTAS



Se dan por aprobadas las actas de las sesiones décima ordinaria, del día 20 de abril del año en curso; y undécima especial y duodécima ordinaria, ambas del día 21 de abril pasado, que no han sido observadas.

_______________

CUENTA

Oficios


De Su Excelencia el Presidente de la República, con el que comunica que ha resuelto retirar la urgencia del inciso segundo del número 5) del artículo 53 de la Constitución Política, para el despacho del oficio mediante el cual solicita el acuerdo del Senado para nombrar como miembro del Directorio de Televisión Nacional de Chile, al señor Sergio Urrejola Monckeberg (Boletín N° S 1.234-05).


-- Queda retirada la urgencia.


Dos de la Honorable Cámara de Diputados:


Con el primero, comunica que ha resuelto, previo acuerdo del Senado, el archivo de las siguientes iniciativas:


1.- Proyecto de ley, iniciado en Moción del ex Senador señor Díez, que modifica normas procesales del Código del Trabajo (Boletín N° 1.211-07).


2.- Proyecto de ley, iniciado en Moción del Honorable Senador señor  Ruiz-Esquide y de los ex Senadores señora Frei y señores Hormazábal, Páez y Díaz, que modifica el artículo 205 del Código del Trabajo, respecto al profesional a cargo de la atención de las salas cunas (Boletín N° 1.783-13).


3.- Proyecto de ley, iniciado en Moción del ex Senador señor Mc Intyre, que modifica el inciso tercero del artículo 473 del Código del Trabajo, relativo al plazo dentro del cual las Cortes de Apelaciones deben devolver los expedientes al tribunal de origen para el cumplimiento de las sentencias (Boletín N° 2.045-07).


4.- Proyecto de ley, iniciado en Moción del Honorable Senador señor Horvath y de los ex Senadores señores Moreno, Stange, Valdés y Vega, sobre protección y valoración del árbol (Boletín N° 2.238-12).


Con el segundo, informa que los Comités Parlamentarios de esa Cámara, acordaron, previa aprobación del Senado, el archivo de los proyectos de ley en estado de Tabla para la Sala, cuya idea de legislar ha sido rechazada, por mayoría de votos, en las respectivas Comisiones, situación en la que se encuentra el proyecto de ley, iniciado en Moción de los ex Senadores señores Cordero y Martínez, que autoriza erigir un monumento, en la comuna de Santiago, en homenaje a Su Santidad Juan Pablo II (Boletín Nº 3.829-04).


-- Se accede a lo solicitado. En relación con el proyecto de ley, iniciado en Moción del Honorable Senador señor Horvath y de los ex Senadores señores Moreno, Stange, Valdés y Vega, sobre protección y valoración del árbol (Boletín N° 2.238-12), la Sala rechaza la solicitud de archivo.


Tres del Excelentísimo Tribunal Constitucional, con los cuales remite igual número de copias autorizadas de las resoluciones recaídas en las acciones de inaplicabilidad por inconstitucionalidad del artículo 38 ter de la ley N° 18.933.


-- Se toma conocimiento y se remiten los documentos a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.


Del señor Subsecretario de Pesca, con el que da respuesta a un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Horvath, en relación con las medidas que se adoptarán para restablecer las actividades económicas y sociales vinculadas a la pesca y a la acuicultura, afectadas por el terremoto.


-- Queda a disposición de los Honorables Senadores.

Informe


Segundo informe de la Comisión de Intereses Marítimos, Pesca y Acuicultura, recaído en el proyecto de ley, en primer trámite constitucional, que regulariza la nómina de armadores habilitados para operar en la pesquería de pez espada (Boletín N° 6.793-03).


-- Queda para Tabla.

Moción


De la Honorable Senadora señora Allende, con la que da inicio a un proyecto de ley que establece el seguro obligatorio de sismo en la copropiedad inmobiliaria (Boletín N° 6.926-14).


-- Pasa a la Comisión de Vivienda y Urbanismo.

Declaraciones de inadmisibilidad


Moción de los Honorables Senadores señores Letelier y Muñoz Aburto, con la que dan inicio a un proyecto de ley que elimina el caso fortuito o fuerza mayor como causal de despido.


-- Se declara inadmisible por corresponder a una materia de la iniciativa exclusiva de Su Excelencia el Presidente de la República, conforme lo establece el número 4) del inciso cuarto del artículo 65 de la Constitución Política. La Sala acuerda enviar la referida declaración a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, en consulta.


Moción del Honorable Senador señor Gómez, con la que inicia un proyecto de ley que crea un Fondo de Desarrollo para la Región de Antofagasta, financiado con recursos de la tributación minera.


-- Se declara inadmisible por corresponder a una materia de la iniciativa exclusiva de Su Excelencia el Presidente de la República, conforme lo establece el inciso tercero y el número 2) del inciso cuarto del artículo 65 de la Constitución Política.


Moción de los Honorables Senadores señora Alvear y señores Escalona, Lagos, Longueira y Zaldívar, con la que inician un proyecto de ley que establece una incompatibilidad para el ejercicio del cargo de consejero de la Alta Dirección Pública y fija requisito adicional referido al decreto de remoción de altos directivos públicos.


-- Se declara inadmisible por corresponder a una materia de la iniciativa exclusiva de Su Excelencia el Presidente de la República, conforme lo establece el número 2) del inciso cuarto del artículo 65 de la Constitución Política.

Proyecto de acuerdo


De los Honorables Senadores señores Cantero, Chadwick, Chahuán, Letelier, Muñoz Aburto, Navarro, Orpis, Ruiz-Esquide y Zaldívar, con el que solicitan una subvención anual a favor del Instituto O’Higginiano de Chile (Boletín N° S 1.242-12).


-- Pasa a la Comisión de Hacienda.

Comunicación


De la Comisión de Medio Ambiente y Bienes Nacionales, mediante la cual solicita, previo acuerdo de la Honorable Cámara de Diputados, el archivo de las siguientes iniciativas:


1.- Proyecto de ley, en tercer trámite constitucional, iniciado en Moción del Honorable Senador señor Horvath y de los ex Senadores señores Stange, Valdés, Vega y Viera-Gallo, que tipifica la conducta de maltrato o crueldad con los animales (Boletín N° 3.327-12).


2.- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, sobre protección de los animales (Boletín N° 1.721-12).


3.- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica los artículos 25 y 26 de la Ley General de Bases del Medio Ambiente con el objeto de establecer plazo de caducidad en la ejecución de un proyecto con estudio de impacto ambiental (Boletín N° 5.214-12).


Asimismo, requiere el acuerdo de la Sala, de conformidad a lo dispuesto en el inciso primero del artículo 36 bis del Reglamento del Senado, para el archivo de las siguientes iniciativas:


1.- Proyecto de ley, iniciado en Moción de la Honorable Senadora señora Alvear, referido al cumplimiento de las medidas de mitigación, compensación y reparación ambiental (Boletín N° 6.631-12).


2.- Proyecto de ley, iniciado en Moción de los Honorables Senadores señores Navarro y Muñoz Aburto, que sanciona la celebración de acuerdos discriminatorios entre una empresa y sectores de la comunidad afectada con motivo de un proceso de evaluación del impacto ambiental (Boletín N° 6.771-12).


-- Se accede a lo solicitado.

- - -


Luego, el señor Presidente concede la palabra al Honorable Senador señor Letelier, quien se refiere al retiro de la urgencia para el despacho del oficio del Primer Mandatario, mediante el cual solicita el acuerdo del Senado para nombrar como miembro del Directorio de Televisión Nacional de Chile al señor Sergio Urrejola Monckeberg (Boletín N° S 1.234-05).

- - -



Enseguida, otorga el uso de la palabra al Honorable Senador señor Navarro, quien consulta el motivo de la solicitud de archivo del proyecto de ley que tipifica la conducta de maltrato o crueldad con los animales (Boletín N° 3.327-12) y de la iniciativa legal sobre protección de los animales (Boletín N° 1.721-12).



El señor Presidente señala que aquella petición se fundamenta en que las materias objeto de ambos proyectos están contenidas en la ley N° 20.380, sobre Protección de los Animales.
- - -



A continuación, el señor Presidente concede la palabra a la Honorable Senadora señora Alvear, quien pide que se solicite el consentimiento de la Sala para dirigir oficio a S.E. el Presidente de la República, en su nombre y en el de los Honorables Senadores señores Escalona, Lagos, Longueira y Zaldívar, con el objeto de que estudie la posibilidad de enviar a tramitación legislativa un proyecto de ley que considere las ideas contempladas en la Moción que presentaran, a fin de establecer una incompatibilidad para el ejercicio del cargo de consejero de la Alta Dirección Pública y fijar requisito adicional relativo al decreto de remoción de altos directivos públicos, que fue declarada inadmisible por referirse a la iniciativa exclusiva del señor Jefe de Estado.



Así se acuerda.

- - -



Posteriormente, otorga la palabra al Honorable Senador señor Gómez, quien pide recabar igual autorización para dirigir oficio, en su nombre, a S.E. el Presidente de la República, con el objeto de que estudie la posibilidad de enviar a tramitación legislativa un proyecto de ley que considere las ideas contempladas en la Moción que presentara, a fin de crear un Fondo de Desarrollo para la Región de Antofagasta, financiado con recursos de la tributación minera, que fue declarada inadmisible por referirse a la iniciativa exclusiva del señor Jefe de Estado.



Así se acuerda.

- - -



La presente acta se ha elaborado en conformidad a lo dispuesto en el artículo 76 del Reglamento del Senado. Las opiniones, constancias, prevenciones y fundamentos de voto de los Honorables Senadores, respecto de los asuntos discutidos en esta sesión, así como las expresiones emitidas por ellos u otras autoridades durante la misma, se contienen en la correspondiente publicación oficial del Diario de Sesiones del Senado.

_______________
ORDEN DEL DÍA

Proyecto de ley, de la Honorable Cámara de Diputados, que introduce una serie de reformas en materia de liquidez, innovación financiera e integración del mercado de capitales, con segundo 

informe de la Comisión de Hacienda


El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse de la iniciativa de la referencia.



El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que introduce una serie de reformas en materia de liquidez, innovación financiera e integración del mercado de capitales, con urgencia calificada de “simple”, y que tiene el Boletín N° 6.692-05.


Añade que la Comisión deja testimonio, para los efectos reglamentarios, de que los artículos 4°, 8° y 10 del proyecto no fueron objeto de indicaciones ni de modificaciones, por lo que mantienen el mismo texto acogido en general, debiendo darse por aprobados, salvo que algún Honorable Senador solicite su discusión y votación.
- - -


Seguidamente, y de conformidad a lo establecido en el artículo 124 del Reglamento del Senado, el señor Presidente da por aprobados los referidos preceptos.

- - -



Luego, el señor Secretario General agrega que la Comisión de Hacienda efectuó diversas enmiendas al proyecto aprobado en general, las que fueron acogidas por consenso. Subraya que, según el artículo 133 del Reglamento del Senado, corresponde votarlas sin debate, salvo que algún Honorable Senador solicite discusión y votación separada.


Resalta que el número 2) del artículo 2º; el número 1) del artículo 3º, y el inciso cuarto que agrega el número 2) del artículo 9º, tienen el carácter de normas orgánicas constitucionales, mientras que los números 11) y 13) del artículo 1º, son normas de quórum calificado.


Enseguida, hace presente que la Comisión de Hacienda propone aprobar el texto despachado en general, con las siguientes enmiendas:

Artículo 1º

Número 1)

Letra a)



Agregar, en el artículo 2° que se modifica, la siguiente letra e), nueva:



“e) Por las demás formas que determine el reglamento de esta ley.”.

Número 2)



Sustituir la letra b) del artículo 2º bis, nuevo, que se intercala, por la siguiente:



“b) Que no se transgreda la política de inversión, diversificación y liquidez del fondo;”.

Número 4)



Reemplazar, en el artículo 5º que se sustituye, la frase “que rigen a las sociedades anónimas abiertas en lo que les sea aplicable, y por las demás normas”, por la siguiente frase: “que rigen a las sociedades anónimas especiales en lo que les sea aplicable, y en subsidio por las normas”.

Número 6)



- Intercalar, en el inciso primero del artículo 8º bis que se agrega, entre los términos “Registro” y “de Depósito”, la palabra “Público”.



- Agregar, en el inciso cuarto del artículo 8º bis que se intercala, a continuación del punto aparte (.) que pasa a ser seguido (.), la siguiente oración final: “Asimismo, la Superintendencia mantendrá en su página web institucional una versión digital actualizada del Registro que establece el presente artículo.”.



- Sustituir, en el artículo 8° bis que se intercala, la última frase de su inciso final, por la siguiente: “En caso de continuar comercializando las cuotas o de no subsanar las observaciones en el plazo que indique la Superintendencia, el que no podrá ser inferior a un día hábil, ésta podrá, sin más trámite, proceder a la eliminación definitiva del reglamento o contrato de suscripción de cuotas del correspondiente Registro y a la liquidación del fondo.”.

Número 10)

Letra a)



- Intercalar, en el literal b) del número 1), a continuación de “organismo”, la palabra “público”.



- Intercalar, en el literal d) del número 1), a continuación de “organismo”, la palabra “público”.



- Reemplazar el inciso segundo del número 1) que se sustituye, por el siguiente:



“La Superintendencia, a través de una norma de carácter general, podrá establecer las condiciones, así como la información mínima que deberán cumplir las inversiones señaladas bajo este número.”.

Artículo 2º

Número 1)

Letra e)



Reemplazar el inciso tercero del artículo 137, que se sustituye, por el siguiente:



“Los bienes, contratos, créditos y derechos individualizados o determinados en la escritura de otorgamiento del contrato de emisión, en las escrituras complementarias, o en las escrituras de colocación, integrarán de pleno derecho el activo de éste, desde la fecha de la respectiva escritura en que se les individualicen o determinen, de acuerdo con lo dispuesto en el inciso primero de este artículo, con excepción de los bienes raíces y demás bienes cuya propiedad está sujeta a registro, los cuales se integrarán al activo una vez cumplidas las formalidades que establece la ley.”.

Número 3)

Letra a)



Sustituir, en el inciso segundo del artículo 228 que se reemplaza, la frase “suspenderá si la Superintendencia” por “suspenderá desde la fecha en que la Superintendencia”.

Letra b)



Agregar, en el inciso cuarto, nuevo, del artículo 230 que se modifica, propuesto por el literal iii), a continuación del punto aparte (.) que pasa a ser seguido (.), la siguiente oración final: “Asimismo, la Superintendencia mantendrá en su página web institucional, a disposición del público, una versión digital actualizada con el texto completo de los reglamentos y contratos de que trata este artículo.”.

Artículo 5º

Número 1), nuevo



Agregar el siguiente número 1), nuevo, pasando el actual número 1), a ser número 2), y modificándose la numeración correlativa subsiguiente:



“1) En el artículo 7° bis, agréganse los siguientes incisos segundo y tercero:



“No obstante lo dispuesto en el inciso primero, del artículo 7º de la ley Nº 18.815, los Fondos de Inversión de Capital Extranjero de Riesgo podrán invertir en los Fondos de Inversión a que se refiere dicha ley aún cuando ambos fondos sean administrados por la misma sociedad administradora, siempre que el Fondo de Inversión de Capital Extranjero de Riesgo, cumpla a lo menos con alguno de los siguientes requisitos: a) haber autorizado por escrito, a través de su representante legal en el extranjero, a su sociedad administradora para realizar esta clase de inversiones, indicándose el monto hasta el cual podrá invertir y si tales inversiones podrán efectuarse en fondos en los cuales la sociedad administradora haya invertido, invierta o pueda invertir recursos propios, ello siempre que dicho representante sea una persona distinta de la referida sociedad administradora; o b) haber incluido en su reglamento interno, en los mismos términos, la autorización a que se refiere la letra precedente. Dichas autorizaciones deberán efectuarse con anterioridad a la realización de las inversiones respectivas, en la forma que establezca la Superintendencia.



En todo caso, el monto de la inversión máxima a realizar por un Fondo de Inversión de Capital Extranjero de Riesgo en un mismo emisor no podrá exceder, al momento de efectuar cada inversión, del 40% del total de aportes pagados por los aportantes del fondo. Dicho límite será del 60% durante el período que medie entre los veinticuatro y los treinta y seis meses siguientes a la primera inversión efectiva del fondo. Con todo, el límite no será exigible durante el período que medie entre la primera inversión efectiva del fondo y los veinticuatro meses siguientes, ni una vez que haya sido acordada la disolución del fondo y designado su liquidador.”.”.

Número 1)



Pasa a ser número 2), reemplazándolo por el siguiente:



“2) En el artículo 10, intercálase el siguiente inciso segundo, pasando el actual segundo a ser tercero y final:



“Los Fondos de Inversión de Capital Extranjero de Riesgo podrán además tener pasivos provenientes de la emisión de instrumentos de deuda o de la contratación de créditos tanto en Chile como en el extranjero si así lo establecen en su reglamento interno. Los intereses provenientes de tales operaciones se gravarán de conformidad a lo dispuesto en la Ley sobre Impuesto a la Renta, contenida en el artículo 1° del decreto ley Nº 824, de 1974. Cuando se deba aplicar el impuesto sobre exceso de endeudamiento que contempla el número 1, del artículo 59, de la Ley sobre Impuesto a la Renta, la diferencia de tasa a que se refiere la letra e), del inciso tercero del número 1, de dicho artículo 59, será de cargo de la sociedad administradora, la cual podrá deducirla como gasto y deberá declararla y pagarla en la forma que dicha letra establece. La sociedad administradora deberá retener el impuesto adicional que corresponda a los intereses provenientes de las operaciones señaladas en los incisos anteriores conforme a lo dispuesto por el número 4, del artículo 74, de la Ley sobre Impuesto a la Renta, debiendo declarar y pagar tales impuestos en la forma y plazo establecidos en el artículo 79, del mismo texto legal.”.”.

Número 2)



Pasa a ser número 3), sin enmiendas.

Número 3)



Pasa a ser número 4), sin enmiendas.

Artículo 6º

Número 3)



- Modificar el artículo 106, nuevo, que se introduce, de la siguiente forma: 



i) En el inciso primero, entre las frases “fondos mutuos” y “a que se refiere el inciso final”, elimínase la frase “y de inversión”, y entre las frases “rescate de cuotas” y “, según corresponda”, elimínase la frase “o el pago de las mismas con motivo de una disminución de capital”.



ii) Reemplázanse los párrafos segundo y tercero del número 3), por el siguiente párrafo segundo, nuevo:



“Lo dispuesto en este número no se aplicará para la inversión en cuotas emitidas por fondos mutuos regidos por el decreto ley N° 1.328, de 1976.”.



iii) Sustitúyese el inciso final, por el siguiente:



“Lo dispuesto en este artículo se aplicará sólo respecto de las cuotas emitidas por fondos mutuos regidos por el decreto ley N° 1.328, de 1976, que hayan establecido en sus reglamentos internos la obligación a que se refieren las letras d), e) y f) del número 3.2) del artículo 107.”.



- Modificar el artículo 107, nuevo, que se introduce, de la siguiente manera:



i) Intercálanse en el párrafo primero del número 1), las expresiones “constituidas en Chile” entre las expresiones “abiertas” y “con presencia”; y elimínanse en los literales a) y b) de éste número 1) las expresiones “o en otra bolsa”.



ii) Intercálase el siguiente número 2), nuevo:



“2) Cuotas de fondos de inversión.



Lo dispuesto en el numeral 1), será también aplicable a la enajenación, en una bolsa de valores del país autorizada por la Superintendencia de Valores y Seguros, de cuotas de fondos de inversión regidos por la ley Nº 18.815, que tengan presencia bursátil. Asimismo se aplicará a la enajenación en dichas bolsas de las cuotas señaladas, que no tengan presencia bursátil o al rescate de tales cuotas cuando el fondo se liquide o sus partícipes acuerden una disminución voluntaria de capital, siempre y cuando se establezca en la política de inversiones de los reglamentos internos, de ambos tipos de fondos, que a lo menos el 90% de la cartera de inversiones del fondo se destinará a la inversión en acciones con presencia bursátil.



Lo dispuesto en el inciso anterior no resultará aplicable a las enajenaciones y rescates, según corresponda, de cuotas de fondos de inversión regulados por la ley Nº 18.815, que dejaren de dar cumplimiento al porcentaje de inversión contemplado en el reglamento interno respectivo por causas imputables a la administradora o, cuando no siendo imputable a la administradora, dicho incumplimiento no hubiere sido regularizado dentro de los seis meses siguientes de producido.



Las administradoras de fondos deberán anualmente certificar, al Servicio de Impuestos Internos y a los partícipes que así lo soliciten, el cumplimiento de las condiciones señaladas.”.



iii) Reemplázase el epígrafe del actual número 2), por los siguientes epígrafes 3) y 3.1), nuevos:



“3) Cuotas de fondos mutuos.



3.1) Cuotas de fondos mutuos cuyas inversiones consistan en valores con presencia bursátil.”.



iv) Elimínase en el primer párrafo del actual número 2), que ha pasado a ser número 3.1), entre las frases “enajenación de” y “cuotas de fondos mutuos” la frase “cuotas de fondos de inversión regidos por la ley N° 18.815 y de”.



v) Elimínanse en la letra a), del actual número 2), que ha pasado a ser número 3.1), las frase “o en otra bolsa” y “o el pago de las mismas con motivo de una disminución de capital”.



vi) Elimínase en la letra b), del actual número 2), que ha pasado a ser número 3.1), la frase “o en otra bolsa”.



vii) Sustitúyense las letras c) y d) del actual número 2), que ha pasado a ser número 3.1), por las siguientes letras c), d) y e):



“c) La política de inversiones del reglamento interno del fondo respectivo, deberá establecer que a lo menos el 90% de su cartera se destinará a la inversión en los valores que tengan presencia bursátil a que se refiere este artículo, y en los valores a que se refiere el artículo 104. Se tendrá por incumplido este requisito si las inversiones del fondo respectivo en tales instrumentos resultasen inferiores a dicho porcentaje por causas imputables a la ejecución de la política de inversiones por parte de la sociedad administradora o, cuando ello ocurra por otras causas, si en este último caso dicho incumplimiento no es subsanado dentro de un período máximo de seis meses contados desde que éste se ha producido. Las administradoras de los fondos deberán certificar al Servicio de Impuestos Internos, en la forma y plazo que este lo requiera mediante resolución, el cumplimiento de los requisitos a que se refiere esta letra. La emisión de certificados maliciosamente falsos, se sancionará conforme a lo dispuesto por el inciso 3°, del Nº 4, del artículo 97, del Código Tributario;



d) El reglamento interno del fondo respectivo deberá contemplar la obligación de la sociedad administradora de distribuir entre los partícipes la totalidad de los dividendos percibidos entre la fecha de adquisición de las cuotas y la enajenación o rescate de las mismas, provenientes de los emisores de los valores a que se refiere la letra c) anterior. De igual forma, el reglamento interno deberá contemplar la obligación de distribuir entre los partícipes, un monto equivalente a la totalidad de los intereses devengados por los valores a que se refiere el artículo 104 en que haya invertido el fondo durante el ejercicio comercial respectivo conforme a lo dispuesto por el artículo 20. Esta última distribución deberá llevarse a cabo  en el ejercicio siguiente al año comercial en que tales intereses se devengaron, independientemente de la percepción de tales intereses por el fondo o de la fecha en que se hayan enajenado los instrumentos de deuda correspondientes, y



e) La política de inversiones del fondo contenida en su reglamento interno deberá contemplar la prohibición de adquirir valores que en virtud de cualquier acto o contrato priven al fondo de percibir los dividendos, intereses, repartos u otras rentas provenientes de tales valores que se hubiese acordado o corresponda distribuir. La sociedad administradora que infrinja esta prohibición, será sancionada con una multa de 1 unidad tributaria anual por cada uno de los valores adquiridos en contravención a dicha prohibición, ello sin perjuicio de las sanciones que correspondan conforme a lo dispuesto en el Título III del decreto ley N° 3.538, de 1980.”.



viii) Sustitúyese el actual número 3), que pasa a ser 3.2), por el siguiente: 



“3.2) Cuotas de fondos mutuos con presencia bursátil.



No constituirá renta el mayor valor obtenido en la enajenación de cuotas de fondos mutuos del decreto ley Nº 1.328, de 1976, que tengan presencia bursátil y no puedan acogerse al número 3.1) anterior, siempre que se cumplan los siguientes requisitos:



a) La enajenación de las cuotas deberá efectuarse: i) en una bolsa de valores del país autorizada por la Superintendencia de Valores y Seguros, o ii) mediante su aporte conforme a lo dispuesto por el artículo 109, o iii) mediante el rescate de las cuotas del fondo cuando se realice en forma de valores conforme a lo dispuesto por el artículo 109;



b) La adquisición de las cuotas deberá efectuarse: i) en la emisión de cuotas del fondo respectivo, o  ii) en una bolsa de valores del país autorizada por la Superintendencia de Valores y Seguros; o iii) en un rescate de valores efectuado conforme a lo dispuesto por el artículo 109;



c) La política de inversiones del reglamento interno del fondo respectivo deberá establecer que a lo menos el 90% de su cartera se destinará a la inversión en los siguientes valores emitidos en el país o en el extranjero:



c.1) Valores de oferta pública emitidos en el país: i) acciones de sociedades anónimas abiertas constituidas en Chile y admitidas a cotización en a lo menos una bolsa de valores del país; ii) instrumentos de deuda de oferta pública a que se refiere el artículo 104, y valores representativos de deuda cuyo plazo sea superior a tres años admitidos a cotización en a lo menos una bolsa de valores del país que paguen intereses con una periodicidad no superior a un año, y iii) otros valores de oferta pública que generen periódicamente rentas y que estén establecidos en el reglamento que dictará mediante decreto supremo el Ministerio de Hacienda.



c.2) Valores de oferta pública emitidos en el extranjero: Debe tratarse de valores que generen periódicamente rentas tales como intereses, dividendos o repartos, en que los emisores deban distribuir dichas rentas con una periodicidad no superior a un año. Asimismo, tales valores deberán ser ofrecidos públicamente en mercados que cuenten con estándares al menos similares a los del mercado local, en relación a la revelación de información, transparencia de las operaciones y sistemas institucionales de regulación, supervisión, vigilancia y sanción sobre los emisores y sus títulos. El mismo reglamento fijará una nómina de aquellos mercados que cumplan con los requisitos que establece este inciso. Se entenderán incluidos en esta letra, los valores a que se refiere el inciso final del artículo 11, siempre que cumplan con los requisitos señalados precedentemente.



Se tendrá por incumplido el requisito establecido en esta letra si las inversiones del fondo respectivo en tales instrumentos resultasen inferiores a dicho porcentaje por un período continuo o discontinuo de 30 o más días en un año calendario. Las administradoras de los fondos deberán certificar anualmente al Servicio de Impuestos Internos, en la forma y plazo que este lo requiera mediante resolución, el cumplimiento de los requisitos a que se refiere esta letra. La emisión de certificados maliciosamente falsos, se sancionará conforme a lo dispuesto en el inciso tercero, del número 4, del artículo 97, del Código Tributario;



d) El reglamento interno del fondo respectivo deberá contemplar la obligación de la sociedad administradora de distribuir entre los partícipes la totalidad de los dividendos e intereses percibidos entre la fecha de adquisición de las cuotas y la enajenación o rescate de las mismas, provenientes de los emisores de los valores a que se refiere la letra c) anterior, salvo que se trate de intereses provenientes de los valores a que se refiere el artículo 104. En este último caso, el reglamento interno deberá contemplar la obligación de distribuir entre los partícipes, un monto equivalente a la totalidad de los intereses devengados por dichos valores durante el ejercicio comercial respectivo conforme a lo dispuesto por el artículo 20. Esta última distribución deberá llevarse a cabo  en el ejercicio siguiente al  año comercial en que tales intereses se devengaron, independientemente de la percepción de tales intereses por el fondo o de la fecha en que se hayan enajenado los instrumentos de deuda correspondientes;



e) Cuando se hayan enajenado acciones, cuotas u otros títulos de similar naturaleza con derecho a dividendos o cualquier clase de beneficios, sean estos provisorios o definitivos, durante los cinco días previos a la determinación de sus beneficiarios, la sociedad administradora deberá distribuir entre los partícipes del fondo, un monto equivalente a la totalidad de los dividendos o beneficios a que se refiere esta letra, el que se considerará percibido por el fondo.



Cuando se hayan enajenado instrumentos de deuda dentro de los cinco días hábiles anteriores a la fecha de pago de los respectivos intereses, la sociedad administradora deberá distribuir entre los partícipes del mismo, un monto equivalente a la totalidad de los referidos intereses, el que se considerará percibido por el fondo, salvo que provengan de los instrumentos a que se refiere el artículo 104.



En caso que la sociedad administradora no haya cumplido con la obligación de distribuir a los partícipes las rentas a que se refiere esta letra, dicha sociedad quedará afecta a una multa de hasta un cien por ciento de tales rentas, no pudiendo esta multa ser inferior al equivalente a 1 unidad tributaria anual. La aplicación de esta multa se sujetará al procedimiento establecido por el artículo 165 del Código Tributario. Además, la sociedad administradora deberá pagar por tales rentas un impuesto único y sustitutivo de cualquier otro tributo de esta ley con tasa de 35%. Este impuesto deberá ser declarado y pagado por la sociedad administradora en el mes de abril del año siguiente al año comercial en que debió efectuarse la distribución de tales rentas. Respecto del impuesto a que se refiere este inciso, no se aplicará lo dispuesto por el artículo 21, y se considerará como un impuesto sujeto a retención para los efectos de la aplicación de sanciones, y



f) La política de inversiones del fondo contenida en su reglamento interno deberá contemplar la prohibición de adquirir valores que en virtud de cualquier acto o contrato priven al fondo de percibir los dividendos, intereses, repartos u otras rentas provenientes de tales valores que se hubiese acordado o corresponda distribuir. La sociedad administradora que infrinja esta prohibición, será sancionada con una multa de 1 unidad tributaria anual por cada uno de los valores adquiridos en contravención a dicha prohibición, ello sin perjuicio de las sanciones que correspondan conforme a lo dispuesto en el Título III del decreto ley N° 3.538, de 1980.”.



ix) Reemplázase en el número 4), las expresiones “N°2, del artículo 13,”, por la expresión “reglamento”.



x) Elimínase el número 6).



- Reemplazar, en los incisos cuarto y quinto del artículo 108, nuevo, que se introduce, los números “2” y “3”, por “3.1” y “3.2”, respectivamente.

Artículo 7º

Inciso segundo



Reemplazar la frase “Para los efectos de la obligación de comparabilidad entre oferentes de crédito, establecida en el inciso primero, se entenderá por Crédito Hipotecario Universal como” por “Se entenderá por Crédito Hipotecario Universal”.

Inciso quinto



Sustituirlo, por el siguiente:



“Un reglamento expedido mediante decreto supremo conjunto de los ministerios de Economía y Hacienda, previa consulta a la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras, a la Superintendencia de Valores y Seguros y a la Superintendencia de Seguridad Social, precisará la forma en que deberán ofrecerse los créditos hipotecarios universales, los créditos universales asociados a una tarjeta de crédito y los créditos de consumo universales. Asimismo, el reglamento determinará el o los plazos específicos del respectivo crédito, así como su monto mínimo y máximo, la estructura de comisiones e intereses, los tipos de seguros con que deban contar mientras subsistan las obligaciones derivadas del pago de los mismos y la forma de contratación y término, así como la información mínima que deberá ser entregada a los consumidores de tales créditos.”.

Artículo 9º

Número 2)



Intercalar, entre los términos “construcción” y “o ampliación”, la expresión “, reparación”.

DISPOSICIONES TRANSITORIAS

Artículo 1º



Reemplazarlo, por el siguiente:



“Artículo 1°.- Las modificaciones introducidas por la presente ley, con excepción de las introducidas por el artículo 1°, comenzarán a regir el primer día del mes subsiguiente al de su publicación.



Las modificaciones introducidas por el artículo 1° al decreto ley N° 1.328, de 1976, comenzarán a regir el primer día del mes subsiguiente al de dictación del decreto supremo de Hacienda que reemplace el actual decreto supremo N° 249, de Hacienda, de 1982, el que deberá ser emitido a más tardar tres meses después de la publicación de esta ley.”.

Artículo 3º

Inciso segundo



Eliminarlo.

Inciso tercero



Pasa a ser inciso segundo, reemplazando los números “2” y “3” por “3.1” y “3.2”, respectivamente, e intercalando, entre el guarismo “107” y el punto aparte (.), la expresión “de la Ley sobre Impuesto a la Renta”.

Inciso final, nuevo



Agregar el siguiente inciso final, nuevo:



“El beneficio tributario establecido en el numeral  3.2 del artículo 107 antes citado, será aplicable solamente para aquellas cuotas de fondos mutuos que hayan sido adquiridas con posterioridad a la entrada en vigencia de la presente ley y a contar de la fecha en que el reglamento del respectivo fondo cumpla con lo establecido en dicho numeral. Para estos efectos, las sociedades administradoras de fondos mutuos constituidos con anterioridad a la entrada en vigencia de esta ley deberán informar al Servicio de Impuestos Internos, en la forma y plazo que éste determine, la fecha en que se han efectuado las modificaciones al reglamento del fondo respectivo conforme a lo establecido en el numeral 3.2 del artículo 107 antes referido.”.

- - -



Puestas en votación las citadas enmiendas unánimes, son aprobadas por 28 votos a favor.


Votan por la afirmativa, los Honorables Senadores señoras Allende, Alvear, Matthei, Pérez San Martín y Rincón, y señores Allamand, Bianchi, Chahuán, Coloma, Frei, García, Girardi, Gómez, Horvath, Kuschel, Lagos, Larraín, Letelier, Longueira, Muñoz Aburto, Navarro, Novoa, Orpis, Pizarro, Prokurica, Ruiz-Esquide, Sabag y Zaldívar.
- - -



Con idéntica votación a la consignada precedentemente, se dan por aprobados el número 2) del artículo 2º; el número 1) del artículo 3º, y el inciso cuarto que agrega el número 2) del artículo 9º del proyecto, y los números 11) y 13) del artículo 1º de la iniciativa, cumpliéndose, de esta forma, lo dispuesto en los incisos segundo y tercero del artículo 66 de la Constitución Política, respectivamente. Sobre el particular, se deja constancia de que se cuenta con un total de 38 Senadores en ejercicio.

- - -



Queda terminada la discusión de este asunto.



El texto del proyecto despachado por el Senado es el siguiente:

PROYECTO DE LEY



“Artículo 1°.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el decreto ley Nº 1.328, de 1976, sobre Fondos Mutuos, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por decreto supremo Nº 1.019, de 1979, del Ministerio de Hacienda:



1) Modifícase el artículo 2°, en el siguiente sentido: 



a) Reemplázase el inciso primero, por el siguiente:



“Artículo 2°.- La calidad de partícipe se adquiere:



a) Al momento de recibir la administradora el aporte en efectivo o vale vista bancario, en moneda nacional o extranjera.



b) Al momento de percibir la administradora el aporte del banco librado en caso de pago con cheque.



c) Cuando se curse el traspaso correspondiente, tratándose de transacciones en el mercado secundario.



d) Cuando la administradora haya aceptado la transferencia de dominio, a favor del fondo, de los instrumentos referidos en el artículo 13. Para estos efectos, la administradora dispondrá del plazo de dos días hábiles, dentro de los cuales deberá pronunciarse respecto de su aceptación a dicha transferencia o su rechazo a ésta por no ajustarse a lo dispuesto en el artículo 2° Bis o al reglamento interno del fondo.



e) Por las demás formas que determine el reglamento de esta ley.”.



b) Intercálase, en el inciso segundo, entre la expresión “del fondo respectivo” y el punto seguido la frase “y bajo las condiciones que establezca el reglamento de esta ley”.



2) Intercálase el siguiente artículo 2° bis:



“Artículo 2° bis.- Los fondos podrán contemplar en su reglamento interno la posibilidad que la administradora reciba aportes en instrumentos de los referidos en el artículo 13 en la medida que se cumplan las siguientes condiciones:



a) Que la composición del aporte no difiera significativamente de la composición de la cartera del fondo;



b) Que no se transgreda la política de inversión, diversificación y liquidez del fondo; 



c) Que los instrumentos sean aportados a un precio de mercado, de acuerdo a las reglas que establezca o autorice la Superintendencia;



d) Que ninguno de los aportantes del Fondo controle individual o conjuntamente, directa o indirectamente, más de un 30% de las cuotas del fondo, o el porcentaje inferior que señale el reglamento del fondo. 



La sociedad administradora velará porque el porcentaje establecido en esta letra no sea excedido por colocaciones de cuotas efectuadas por su cuenta. La Superintendencia establecerá los plazos para que las personas que excedan dicho porcentaje procedan a la transferencia de sus cuotas, hasta por aquella parte que permita el cumplimiento del mismo, sin perjuicio de las sanciones administrativas que procedan al efecto, y



e) Las demás que estableciere la Superintendencia.”.



3) Reemplázase, en el inciso final del artículo 4°, la frase “el título tercero de la ley Nº 4.558” por la frase “el Libro IV del Código de Comercio”.



4) Reemplázase el artículo 5°, por el siguiente:



“Artículo 5º.- Los Fondos Mutuos y las sociedades administradoras de ellos se regirán por las disposiciones de esta ley y las de su reglamento, por las normas legales y reglamentarias que rigen a las sociedades anónimas especiales en lo que les sea aplicable, y en subsidio por las normas que establezcan sus respectivos reglamentos internos.”.



5) Reemplázase el artículo 8° por el siguiente:



“Artículo 8º.- Las sociedades administradoras podrán iniciar sus funciones una vez que cuenten con, al menos, un fondo cuyas cuotas se encuentren en condiciones de ser comercializadas, de acuerdo a lo dispuesto en el artículo 8° bis.”.



6) Intercálanse los siguientes artículos 8° bis y 8° ter:



“Artículo 8° bis.- Las administradoras deberán depositar un reglamento interno y un contrato de suscripción de cuotas para cada uno de los fondos que administren. Para estos efectos, la Superintendencia llevará un “Registro Público de Depósito de Reglamentos Internos y Contratos de Suscripción de Cuotas de Fondos Mutuos”, en adelante “el Registro”.



Salvo resolución fundada de la Superintendencia, las cuotas del fondo podrán ser comercializadas a partir del día hábil siguiente, contado desde el depósito respectivo, considerándose para todos los efectos como inscritas en el Registro de Valores que lleva la Superintendencia a contar de dicha fecha.



La Superintendencia establecerá los contenidos mínimos tanto de los reglamentos internos como de los contratos. De igual manera, regulará la forma en que las administradoras remitirán los antecedentes objeto de depósito.



Las administradoras serán responsables de los contenidos de los reglamentos y contratos que depositen, los que deberán ser redactados en forma clara, entendible y que no induzca a error. Asimismo, la Superintendencia mantendrá en su página web institucional una versión digital actualizada del Registro que establece el presente artículo.



La Superintendencia podrá, en cualquier momento, representar a la sociedad que sus reglamentos o contratos no se ajustan a la legislación o normativa vigente. Asimismo, mediante resolución fundada, podrá suspender la comercialización de las cuotas del fondo hasta el momento en que entren en vigencia las modificaciones que subsanan las observaciones formuladas por la Superintendencia a los reglamentos o contratos, sin perjuicio de aplicar las sanciones administrativas que sean pertinentes. En caso de continuar comercializando las cuotas o de no subsanar las observaciones en el plazo que indique la Superintendencia, el que no podrá ser inferior a un día hábil, ésta podrá, sin más trámite, proceder a la eliminación definitiva del reglamento o contrato de suscripción de cuotas del correspondiente Registro y a la liquidación del fondo.



Artículo 8º ter.- Las modificaciones que se introduzcan a los reglamentos internos o contratos de suscripción de cuotas ya registrados deberán estar contenidas en un texto refundido que se deposite en reemplazo del registrado, de la misma forma indicada en el artículo precedente.



Tales modificaciones deberán ser comunicadas a los partícipes del fondo por la sociedad administradora. La forma y plazos de dicha comunicación, al igual que la entrada en vigencia de las modificaciones, serán establecidas en el reglamento de la ley. Las formalidades y el contenido de la comunicación serán determinados por la Superintendencia.”.



7) Modifícase el artículo 11, en el siguiente sentido:



a) Reemplázase el inciso primero, por el siguiente:



“Artículo 11.-Transcurridos seis meses contados desde la fecha en que la administradora pueda comercializar las cuotas del fondo de conformidad a lo dispuesto en el artículo 8° bis, éste deberá contar permanentemente con a lo menos 50 partícipes, salvo que entre éstos haya un inversionista institucional, en cuyo caso será suficiente contar sólo con cinco participes.”.



b) Agrégase el siguiente inciso final:



“Para efectos de lo dispuesto en este artículo, calificarán como inversionistas institucionales aquellos a que se refiere la letra e) del artículo 4 bis de la ley Nº 18.045.”.  



8) Reemplázase el inciso primero del artículo 12, por el siguiente:



“Artículo 12.- Los agentes serán mandatarios de la sociedad administradora para los efectos de la suscripción, rescate u otra clase de operaciones que por su intermedio efectúen los partícipes del Fondo.”.



9) Reemplázase, en el inciso primero del artículo 12 A, la expresión “contados desde la aprobación del reglamento interno de cada fondo” por la expresión “contados desde la fecha en que las cuotas del fondo sean comercializadas de conformidad a lo dispuesto en el artículo 8° bis”.



10) Modifícase el artículo 13, de la siguiente forma:



a) Reemplázase el número 1) por el siguiente:



“1) Deberá efectuarse en todo tipo de instrumentos o bienes o certificados representativos de éstos, que cumplan con alguno de los requisitos que se señalan a continuación, sin perjuicio de las cantidades que mantengan en dinero efectivo o moneda extranjera:



a) Que sean transados en una bolsa de valores, nacional o extranjera.



b) Que el emisor se encuentre sometido a la fiscalización de la Superintendencia o de alguna institución u organismo público, nacional o extranjero, de similar competencia. 



c) Que sean emitidos por organismos internacionales, de aquellos a que se refiere el Título XXIV de la ley Nº 18.045.



d) Que sean emitidos o garantizados por el Estado o Banco Central de Chile, o por el Estado o el Banco Central u organismo público de similar competencia de un país extranjero.



La Superintendencia, a través de una norma de carácter general, podrá establecer las condiciones, así como la información mínima que deberán cumplir las inversiones señaladas bajo este número.



Asimismo, la Superintendencia podrá autorizar la inversión de los fondos en otros instrumentos o bienes distintos de los señalados precedentemente.



En todo caso, las operaciones de cambio internacional que realice el fondo se regirán por las disposiciones contenidas en el párrafo octavo del Título III de la ley Nº 18.840;”.



b) Modifícase el numeral 2), del siguiente modo:



i) Sustitúyese el párrafo primero, por el siguiente:



“2) Deberán mantener, a lo menos, el 50% de su inversión en valores que tengan transacción bursátil, en depósitos o títulos emitidos o garantizados hasta su total extinción por bancos u otras instituciones financieras o por el Estado, en cuotas de fondos mutuos, en monedas o en otros instrumentos que autorice o establezca la Superintendencia.”.



ii) Reemplázase en el segundo párrafo, la frase “Sin perjuicio de lo dispuesto en el número anterior, el Fondo podrá invertir hasta el 10% de su activo total” por “En todo caso, el Fondo no podrá invertir más de un 20% de su activo total”.



c) Reemplázase el numeral 8), por el siguiente:



“8) Un fondo mutuo podrá adquirir instrumentos clasificados en las categorías de riesgo que al efecto se determinen en el reglamento interno del mismo.”.



d) Derógase el numeral 9).



e) Reemplázase el numeral 10), por el siguiente:



“10) El fondo podrá realizar operaciones de derivados, tanto dentro como fuera de bolsa; adquirir instrumentos con promesa de venta; y adquirir o enajenar opciones de compra o venta sobre activos, valores e índices, dar en préstamo valores y celebrar contratos de ventas cortas sobre éstos. 



Todas las operaciones e inversiones señaladas en este número deberán cumplir con los requerimientos que autorice o establezca la Superintendencia, la que deberá determinar, además, los límites máximos que pueden comprometerse en éstas.”.



f) Derógase el numeral 11).



11) Reemplázase el artículo 13 A, por el siguiente: 



“Artículo 13 A.- Cuando se trate de Fondos Mutuos dirigidos a inversionistas calificados, no se aplicarán los límites establecidos en los numerales 2), 6) y 7) del artículo 13, así como tampoco el establecido en el artículo 13 B, siempre que en el reglamento interno se establezca una política de diversificación de las inversiones y de endeudamiento del fondo. La política de diversificación de las inversiones deberá contener, a lo menos, límites de inversión respecto del activo total del fondo en función de cada emisor, grupo empresarial y sus personas relacionadas. La política de endeudamiento deberá contener los tipos y el origen de las obligaciones que podrá contraer el fondo, los plazos asociados a éstas y los límites de pasivo exigible y pasivo de mediano y largo plazo, respecto del patrimonio del fondo, sin perjuicio de los requerimientos de información que establezca el Reglamento.



En su informe anual, los auditores externos del Fondo deberán pronunciarse sobre el cumplimiento de dichas políticas.”. 



12) Reemplázase el primer artículo 13 B, por el siguiente:



“Artículo 13 B.- El fondo sólo podrá endeudarse hasta por un 20% de su patrimonio, en las condiciones que establezca su reglamento interno, con el fin de pagar rescates de cuotas y realizar las demás operaciones que la Superintendencia expresamente autorice.”.



13) Sustitúyese el segundo artículo 13 B, por el siguiente artículo 13 C, nuevo:



“Artículo 13 C.- Tratándose de un fondo mutuo cuyo reglamento interno establezca una política de inversión que condicione las inversiones del fondo o la rentabilidad del mismo al comportamiento de un índice, no le serán aplicables los límites que contemplan los numerales 5), 6) y 7) del artículo 13.



La Superintendencia determinará, mediante norma de carácter general, las características que deben cumplir los índices, los porcentajes máximos de inversión en instrumentos emitidos o garantizados por una misma entidad y en el conjunto de inversiones en valores emitidos o garantizados por entidades pertenecientes a un mismo grupo empresarial, ambos sobre el activo del fondo. Asimismo, podrá establecer rangos máximos dentro de los cuales la distribución de la cartera del fondo podrá desviarse del cumplimiento de su objeto.”.



14) Reemplázase el artículo 14 bis, por el siguiente:



“Artículo 14 bis.- Las administradoras deberán participar y ejercer sus derechos de voz y voto en las elecciones del directorio de las sociedades anónimas abiertas cuyas acciones hayan sido adquiridas con recursos de los fondos mutuos, y poner a disposición de los aportantes información suficiente acerca del ejercicio de tales derechos, siempre que en conjunto posean más del uno por ciento de las acciones con derecho a voto emitidas por la sociedad. 



Se exceptuarán de lo dispuesto en este artículo los fondos referidos en el artículo 13 C.



En las elecciones del directorio de las sociedades cuyas acciones hayan sido adquiridas con recursos de los fondos mutuos, las administradoras no podrán votar por las siguientes personas: 



a) Los accionistas que tengan el control de la sociedad o sus personas relacionadas.



b) Los accionistas de la administradora que posean el 10% o más de sus acciones, o sus personas relacionadas. 



c) Los directores o ejecutivos de la administradora, o de alguna sociedad del grupo empresarial a que ella pertenezca. 



Las administradoras podrán actuar concertadamente entre sí o con accionistas que no estén afectos a las restricciones contempladas en este artículo. No obstante lo anterior, no podrán realizar ninguna gestión que implique participar o tener injerencia en la administración de la sociedad en la cual hayan elegido uno o más directores.



Sin perjuicio de lo establecido en la letra c) del inciso tercero, las administradoras podrán votar por personas que se desempeñen como directores en una sociedad del grupo empresarial al que pertenezca la sociedad en la que se elige directorio, cuando las personas cumplan con lo siguiente:



i) Ser persona cuya única relación con el controlador del grupo empresarial provenga de su participación en el directorio de una o más sociedades del mencionado grupo, y 



ii) Que la persona no haya accedido a los directorios mencionados en la letra c) del inciso tercero con el apoyo decisivo del controlador del grupo empresarial o de sus personas relacionadas.



Se entenderá que un director ha recibido apoyo decisivo del controlador, cuando al sustraer de su votación los votos provenientes de aquél o de sus personas relacionadas, no hubiese resultado electo. 



En caso que la persona elegida esté afecta a las restricciones de este artículo o se inhabilitare por cualquier causa, cesará de pleno derecho en el cargo, debiendo asumir definitivamente el suplente si lo hubiere, o aquel reemplazante habilitado que designe el directorio.”.



15) Sustitúyese el artículo 15°, por el siguiente:



“Artículo 15.- Las cuotas de los fondos mutuos se valorarán en la forma que determine el reglamento de esta ley, con la frecuencia que autorice o establezca la Superintendencia, la que no podrá exceder de un día.”.



16) Modifícase el artículo 16°, de la siguiente forma:



a) Intercálase el siguiente inciso tercero, nuevo:



“Los fondos podrán contemplar en su reglamento interno la posibilidad que se efectúen rescates en instrumentos de los referidos en el artículo 13, en la medida que se cumplan las siguientes condiciones:



a) Que la composición del rescate no difiera significativamente de la composición de la cartera del fondo;



b) Que no se transgreda la política de inversión, diversificación y liquidez del fondo; 



c) Que los instrumentos sean rescatados a un precio de mercado, de acuerdo a las reglas que establezca o autorice al respecto la Superintendencia, y



d) Las demás que estableciere la Superintendencia.”.



b) Reemplázase, en el actual inciso final, la expresión “en valores del Fondo” por la expresión “otra forma, condiciones y plazos”. 



c) Agrégase el siguiente inciso final, nuevo:



“Sin perjuicio de lo expuesto en los incisos precedentes, los fondos que permitan el aporte y rescate en instrumentos podrán contemplar restricciones al aporte y rescate de cuotas de acuerdo a lo que determine la Superintendencia mediante instrucción de carácter general, las que se harán efectivas una vez que las cuotas respectivas se encuentren registradas en una bolsa de valores y la administradora haya establecido mecanismos que permitan asegurar a los partícipes un adecuado y permanente mercado secundario para sus cuotas.”.



17) Reemplázase el inciso segundo del artículo 17, por el siguiente: 



“El mayor valor que perciban los partícipes en el rescate de cuotas se calculará como la diferencia entre el valor de adquisición y el de rescate. Para tales efectos, el valor de adquisición se expresará en Unidades de Fomento según el valor que ésta represente al día de la adquisición, convirtiéndolas en pesos según el valor de esta misma unidad al día que se efectúe el rescate.”.



18) Derógase el artículo 20°.



Artículo 2º.- Introdúcense las siguientes modificaciones en la ley Nº 18.045, de Mercado de Valores:



1) En el Título XVIII:



a) Reemplázase el epígrafe del Título por el siguiente:

“De las Sociedades Securitizadoras y de la Emisión de Títulos de Deuda de Securitización”.



b) Sustitúyese el inciso primero del artículo 132, por el siguiente:



“Artículo 132.- Las sociedades a que se refiere este título, se constituirán como anónimas especiales y su objeto exclusivo será la adquisición de los activos a que se refiere el artículo 135, la adquisición de derechos sobre flujos de pago, la emisión de títulos de deuda, de corto o largo plazo, y las demás actividades complementarias o afines que les autorice la Superintendencia. Cada emisión originará la formación de patrimonios separados del patrimonio común de la emisora, salvo en el caso de la emisión por línea, en el cual todas las emisiones con cargo a la misma integrarán un solo patrimonio separado. Para los efectos anteriores se entenderá por flujo de pago toda obligación, existente o que se genere en el futuro, de pagar una o más sumas de dinero por la adquisición o el uso de bienes o por la prestación de servicios.”.



c) Agrégase el siguiente artículo 132 bis:



“Artículo 132 bis.- La emisión de instrumentos regulada por este Título podrá efectuarse mediante la emisión de títulos de deuda por monto fijo, por línea de títulos de deuda de securitización o a través de programas de emisión de los establecidos en el artículo 144 bis.



Se entenderá que la emisión es por línea de títulos cuando las colocaciones individuales vigentes no superen el monto total y el plazo de la línea inscrita en la Superintendencia. El contrato de emisión de títulos de deuda de securitización por línea deberá contener las cláusulas generales aplicables a todas las emisiones que se efectúen con cargo a ella, en tanto las escrituras de colocación deberán considerar las condiciones específicas de cada colocación. 



Las colocaciones que se efectúen con cargo a una línea deberán considerar la incorporación de activos al patrimonio separado, los cuales deberán ser de la misma naturaleza que los activos que conforman este último, y no podrán desmejorar el grado de inversión vigente de los títulos emitidos con anterioridad por el patrimonio separado, lo cual deberá ser certificado por el representante de los tenedores de título de deuda.



Sólo se podrá hacer una nueva emisión con cargo a la línea una vez que se hayan enterado los activos integrantes de las emisiones que se hubieren efectuado con anterioridad, en la forma establecida en el inciso cuarto del artículo 137.



La Superintendencia, mediante norma de carácter general, regulará el procedimiento de emisión de títulos por línea, las menciones mínimas que deberán contener los contratos de emisión por línea y las escrituras de colocación.”.



d) Intercálase en el inciso tercero del artículo 135, entre las frases “de sus escrituras complementarias” y “en que se individualicen” la frase “, o de las escrituras de colocación”.



e) Sustitúyese el artículo 137, por el siguiente:



“Artículo 137.- En el contrato de emisión de títulos de deuda con formación de patrimonio separado, o en las respectivas escrituras de colocación, según corresponda, deberán individualizarse o determinarse, según su naturaleza, los bienes, contratos, créditos y derechos que lo integran. Si en el contrato de emisión o en la escritura de colocación no se les puede individualizar o determinar, se deberán indicar sus principales características, su grado de homogeneidad, su número, el plazo en que se adquirirán y las demás menciones que la Superintendencia determine mediante norma de carácter general, e individualizarlos o determinarlos en una o más escrituras complementarias. Dichos instrumentos y las escrituras de colocación se anotarán al margen del contrato de emisión de títulos de deuda. Copia de las escrituras se enviarán a la Superintendencia, dentro de los cinco días siguientes a su otorgamiento, para su incorporación a la inscripción de la emisión en el Registro de Valores.



Otorgado el contrato de emisión de títulos de deuda con formación de patrimonio separado o la escritura de colocación, según corresponda, las obligaciones representativas de éstos integran de pleno derecho el pasivo de éste. 



Los bienes, contratos, créditos y derechos individualizados o determinados en la escritura de otorgamiento del contrato de emisión, en las escrituras complementarias, o en las escrituras de colocación, integrarán de pleno derecho el activo de éste, desde la fecha de la respectiva escritura en que se les individualicen o determinen, de acuerdo con lo dispuesto en el inciso primero de este artículo, con excepción de los bienes raíces y demás bienes cuya propiedad está sujeta a registro, los cuales se integrarán al activo una vez cumplidas las formalidades que establece la ley.



La sociedad securitizadora no podrá gravar, enajenar ni prometer gravar o enajenar, los bienes, contratos, créditos o derechos individualizados o determinados en el contrato de emisión, en sus escrituras complementarias, o en las escrituras de colocación, sin el consentimiento del representante de los tenedores de títulos de deuda, quien podrá autorizar o requerir la sustitución de tales bienes, contratos, créditos y derechos, siempre que los nuevos activos reúnan características similares a aquellos que sustituyan, según se establezca en el respectivo contrato. En caso de sustituciones, se deberá proceder de la forma establecida en el inciso séptimo del artículo 137 bis.



Sólo se entenderá cumplida la obligación de entero del activo del patrimonio separado por la sociedad, cuando se adicione a la inscripción el certificado que al efecto deba otorgar el representante de los tenedores de títulos de deuda, en el que conste que los bienes que conforman el activo se encuentran debidamente aportados y en custodia, libre de gravámenes, prohibiciones o embargos, que se han cumplido los otros requisitos determinados en la escritura de emisión, y en su caso, que se han constituido los aportes adicionales pactados. Si no procediere la custodia de tales bienes, el contrato de emisión de títulos de deuda deberá expresar fundadamente esta circunstancia, y señalar otras medidas de resguardo y vigilancia que se adoptarán en relación con los bienes que conforman el activo del patrimonio separado.



Una vez adicionado el certificado a que se refiere el inciso anterior, corresponderá a la sociedad cobrar y percibir el pago por los títulos de deuda que haya emitido, integrando el patrimonio común.



Si el certificado no ha sido adicionado a la respectiva emisión, corresponderá al representante de los tenedores de títulos de deuda cobrar y percibir dicho pago, directamente si éste es un banco o institución financiera o por medio de alguna de estas instituciones, si no tuviere tal carácter, ingresando estos recursos al respectivo patrimonio separado.



Lo dispuesto en los incisos anteriores se aplicará a cada una de las emisiones que se hagan con cargo a una línea. En estos casos, los activos que integren una nueva emisión deberán mantenerse segregados del resto de los activos del patrimonio separado, hasta que se otorgue el certificado de entero de dicha emisión. Una vez otorgado dicho certificado, los nuevos activos aportados se integrarán a los demás activos del patrimonio separado.”.



f) Modifícase el artículo 137 bis, en el siguiente sentido:



i) Sustitúyese, en el inciso primero, la expresión “el artículo anterior” por “el inciso séptimo del artículo 137”.



ii) Intercálase, en el inciso tercero, entre la frase “aportes adicionales pactados en la” y la expresión “escritura”, la palabra “correspondiente”.



iii) Reemplázase, en el inciso cuarto, el guarismo “60” por “90”.



iv) Intercálase el siguiente inciso quinto, nuevo, pasando el actual a ser sexto, y así sucesivamente: 



“En las colocaciones posteriores a la primera emisión con cargo a una línea de títulos, la no emisión del certificado de entero, en el plazo determinado previamente, no significará la liquidación del patrimonio separado y, en consecuencia, no afectará a los tenedores de títulos vigentes emitidos con anterioridad por el patrimonio separado. En estos casos, se procederá a la liquidación de los activos de dicha emisión en la forma que se determine en el contrato de emisión.”.



v) Reemplázase el actual inciso sexto, por el siguiente:



“Pendiente el otorgamiento del certificado de entero del patrimonio separado, o de la emisión respectiva en caso de emisiones por línea, la sociedad podrá sustituir uno o más bienes, contratos, créditos y derechos por otros activos que reúnan características similares a aquellos que sustituyen, según se establezca en el respectivo contrato de emisión; modificar dicho contrato, o las respectivas escrituras de colocación, con el objeto de reducir la emisión al monto efectivamente colocado a dicha fecha o proceder al rescate anticipado de todo o parte de los títulos correspondientes a la última colocación efectivamente colocados mediante el procedimiento establecido en el contrato de emisión.”.



g) Agrégase en el inciso quinto del artículo 138, a continuación del punto aparte, que pasa a ser seguido, lo siguiente: “Sin perjuicio de lo anterior, la Superintendencia podrá autorizar mediante norma de carácter general que el contrato de emisión contemple obligaciones por concepto de adquisición de los activos que integrarán el patrimonio separado. Dichas obligaciones podrán ser contraídas únicamente con la o las entidades que hayan aportado, originado o vendido los activos que integrarán el patrimonio separado, las cuales podrán ser pagadas cumpliendo la prelación establecida en el contrato de emisión.”.



h) En el inciso segundo del artículo 141, entre la frase  “la ley” y el punto aparte, intercálase la frase “o por la Superintendencia”.



i) Reemplázase, en el inciso primero del artículo 144 bis, la frase “a dos años” por la frase “al determinado en la respectiva escritura pública general”. 



j) Agrégase el siguiente artículo 153 bis, nuevo: 



“Artículo 153 bis.- En todo lo no previsto en el presente título se aplicarán supletoriamente las normas contenidas en el Título XVI de la presente ley.”. 



2) Reemplázase el inciso segundo del artículo 184, por los siguientes incisos segundo y final nuevos:



“Los valores extranjeros y los CDV sólo podrán expresarse en las monedas extranjeras que autorice el Banco Central de Chile, como también en moneda corriente nacional siempre que su pago se efectúe en una moneda extranjera autorizada; y en dichas monedas extranjeras deberán transarse en el mercado nacional, considerándose los referidos instrumentos para todos los efectos legales como títulos extranjeros. A estas operaciones les será aplicable lo previsto en el artículo 39 del párrafo octavo del Título III de la Ley Orgánica Constitucional del Banco Central de Chile, cualquiera fuere la naturaleza del título.



Asimismo, y para efectos de la oferta pública de valores extranjeros en el país, el Banco Central de Chile podrá autorizar que los referidos instrumentos se transen y sean pagaderos en moneda corriente nacional, sujeto a los requisitos y condiciones que determine, caso en el cual no tendrá aplicación lo dispuesto en el inciso final del artículo 197.”.



3) Modifícanse las normas contenidas en el Titulo XXVII “De las Administradoras Generales de Fondos”, en el siguiente sentido: 



a) Reemplázase el artículo 228 por el siguiente: 



“Artículo 228.- La Superintendencia dispondrá de un plazo de 30 días, contado desde la fecha de presentación de la solicitud y antecedentes de los fondos a que se refiere el artículo 220, para la aprobación de los reglamentos internos y, en su caso, del contrato de administración de a lo menos un fondo, conjuntamente con el contrato de suscripción de cuotas y el facsímil de título de las mismas, cuando correspondiere. 



El plazo indicado en el inciso precedente se suspenderá desde la fecha en que la Superintendencia, mediante comunicación escrita, pidiere información adicional al peticionario o le solicitare modificar la petición o rectificar sus antecedentes por no ajustarse a las disposiciones legales, reglamentarias o administrativas vigentes, reanudándose tan solo cuando se haya cumplido dicho trámite.



Subsanados los defectos o atendidas las observaciones formuladas en su caso, y vencido el plazo a que se refiere el inciso primero, la Superintendencia aprobará el reglamento interno o los textos tipo de los contratos, según corresponda.



Con todo, transcurridos sesenta días contados desde la presentación de la solicitud, el peticionario podrá solicitar que ésta se resuelva con los antecedentes que obran en poder de la Superintendencia. En tal circunstancia, la Superintendencia dentro de 5 días hábiles contados desde la petición referida, resolverá aprobando o rechazando la solicitud, en este último caso por resolución fundada. Si no se pronunciare dentro de este plazo, se entenderá aprobada la solicitud.




Lo dispuesto en este artículo no será aplicable al sistema de depósito y registro de reglamentos internos y contratos de suscripción de cuotas de fondos mutuos, los que se regirán por las normas contenidas en los artículos 8° bis y 8° ter del decreto ley Nº 1.328, de 1976.”.



b) Modifícase el artículo 230, del siguiente modo: 



i) Reemplázase el inciso primero, por el siguiente: 



“Artículo 230.- Las administradoras acreditarán ante la Superintendencia, previo al inicio de sus funciones, el fiel cumplimiento de todas las formalidades que para su constitución establece este Título y deberán tener aprobado un reglamento general de fondos. Tratándose de los fondos a que se refiere el artículo 220, con la sola excepción de los fondos mutuos, deberán además tener aprobado el reglamento interno para cada fondo y, en su caso, inscrito el contrato de administración de a lo menos un fondo, conjuntamente con el contrato de suscripción de cuotas y el facsímil de título de las mismas, cuando correspondiere. En el caso de los fondos mutuos, será necesario que la administradora pueda comercializar las cuotas de, al menos, un fondo de acuerdo a lo dispuesto en el decreto ley Nº 1.328, de 1976.”.



ii) Intercálase en el inciso tercero, entre las expresiones “nuevo fondo” y “la Superintendencia” la frase “, de aquellos a que se refiere el artículo 220, con la sola excepción de los Fondos Mutuos,”.



iii) Agrégase el siguiente inciso cuarto, nuevo:



“En el caso de los reglamentos internos y contratos de suscripción de cuotas de los fondos mutuos, se aplicarán las normas contenidas en el decreto ley Nº 1328, de 1976, en lo que se refiere al sistema de depósito y registro de reglamentos internos y contratos de suscripción de cuotas. Asimismo, la Superintendencia mantendrá en su página web institucional, a disposición del público, una versión digital actualizada con el texto completo de los reglamentos y contratos de que trata este artículo.”.



c) En el artículo 236, reemplázase, en la letra c) el punto y coma (;) por la expresión “, y”, y sustitúyese la letra d) por la siguiente:



“d) los partícipes de un mismo fondo, o de una misma serie, en su caso, reciban un trato no discriminatorio.”.



Artículo 3°.- Introdúcense las siguientes modificaciones al decreto ley N° 3.500, de 1980:



1) Reemplázase la letra k), del inciso segundo del artículo 45, por la siguiente:



“k) Otros instrumentos, operaciones y contratos, que autorice la Superintendencia de Pensiones, previo informe del Banco Central de Chile;”.



2) Modifícase el artículo 48 del siguiente modo:



a) Sustitúyese en el inciso tercero, la expresión “y D” por “, D y E”.



b) Intercálase en la tercera oración del inciso décimo, entre los vocablos “Riesgo” y la coma (,) que le sigue, la siguiente oración “y los instrumentos, operaciones y contratos de la letra k) que la Superintendencia de Pensiones determine”.



c) Agrégase el siguiente inciso decimoprimero, nuevo, pasando los actuales incisos decimoprimero a décimocuarto, a ser decimosegundo a décimoquinto, respectivamente:



“Los Fondos de Pensiones podrán efectuar operaciones de compra o venta de instrumentos de la letra h) del inciso segundo del artículo 45, con cargo a la venta o compra, respectivamente, de títulos representativos de los activos subyacentes de dichos instrumentos, de acuerdo a la norma de carácter general que al efecto establezca la Superintendencia de Pensiones.”.



Artículo 4°.- Elimínase del número 2 del artículo 20 del Código del Trabajo, la frase “que no pueda ser reemplazado por personal nacional”.



Artículo 5º.- Introdúcense las siguientes modificaciones en la ley Nº 18.657, que autoriza la creación de Fondos de Inversión de Capital Extranjero:



1) En el artículo 7° bis, agréganse los siguientes incisos segundo y tercero, nuevos:



“No obstante lo dispuesto en el inciso primero, del artículo 7º de la ley Nº 18.815, los Fondos de Inversión de Capital Extranjero de Riesgo podrán invertir en los Fondos de Inversión a que se refiere dicha ley aún cuando ambos fondos sean administrados por la misma sociedad administradora, siempre que el Fondo de Inversión de Capital Extranjero de Riesgo, cumpla a lo menos con alguno de los siguientes requisitos: a) haber autorizado por escrito, a través de su representante legal en el extranjero, a su sociedad administradora para realizar esta clase de inversiones, indicándose el monto hasta el cual podrá invertir y si tales inversiones podrán efectuarse en fondos en los cuales la sociedad administradora haya invertido, invierta o pueda invertir recursos propios, ello siempre que dicho representante sea una persona distinta de la referida sociedad administradora; o b) haber incluido en su reglamento interno, en los mismos términos, la autorización a que se refiere la letra precedente. Dichas autorizaciones deberán efectuarse con anterioridad a la realización de las inversiones respectivas, en la forma que establezca la Superintendencia.



En todo caso, el monto de la inversión máxima a realizar por un Fondo de Inversión de Capital Extranjero de Riesgo en un mismo emisor no podrá exceder, al momento de efectuar cada inversión, del 40% del total de aportes pagados por los aportantes del fondo. Dicho límite será del 60% durante el período que medie entre los veinticuatro y los treinta y seis meses siguientes a la primera inversión efectiva del fondo. Con todo, el límite no será exigible durante el período que medie entre la primera inversión efectiva del fondo y los veinticuatro meses siguientes, ni una vez que haya sido acordada la disolución del fondo y designado su liquidador.”.



2) En el artículo 10, intercálase el siguiente inciso segundo, nuevo, pasando el actual inciso segundo a ser tercero y final:



“Los Fondos de Inversión de Capital Extranjero de Riesgo podrán además tener pasivos provenientes de la emisión de instrumentos de deuda o de la contratación de créditos tanto en Chile como en el extranjero si así lo establecen en su reglamento interno. Los intereses provenientes de tales operaciones se gravarán de conformidad a lo dispuesto en la Ley sobre Impuesto a la Renta, contenida en el artículo 1° del decreto ley Nº 824, de 1974. Cuando se deba aplicar el impuesto sobre exceso de endeudamiento que contempla el número 1 del artículo 59 de la Ley sobre Impuesto a la Renta, la diferencia de tasa a que se refiere la letra e) del inciso tercero del número 1, de dicho artículo 59, será de cargo de la sociedad administradora, la cual podrá deducirla como gasto y deberá declararla y pagarla en la forma que dicha letra establece. La sociedad administradora deberá retener el impuesto adicional que corresponda a los intereses provenientes de las operaciones señaladas en los incisos anteriores conforme a lo dispuesto por el número 4, del artículo 74, de la Ley sobre Impuesto a la Renta, debiendo declarar y pagar tales impuestos en la forma y plazo establecidos en el artículo 79, del mismo texto legal.”.



3) Agrégase en la letra b) del artículo 14, a continuación del punto aparte, que pasa a ser seguido, la siguiente oración: “En el caso del capital aportado a Fondos de Inversión de Capital Extranjero de Riesgo el plazo para efectuar la remesa al exterior será de tres años, contado desde la fecha a que se refiere esta letra.”.



4) Intercálase en el inciso primero del artículo 15, entre las frases “capital originalmente invertido” y “ni a las rentas señaladas”, lo siguiente: “, al capital e intereses de los instrumentos y créditos a que se refiere el inciso segundo del artículo 10,”.



Artículo 6º.- Introdúcense las siguientes modificaciones en la Ley sobre Impuesto a la Renta, contenida en el artículo 1° del decreto ley Nº 824, de 1974:



1) Deróganse los artículos 18 bis, 18 ter y 18 quáter.



2) Introdúcense las siguientes modificaciones al artículo 21:



a) Agrégase en el inciso primero, a continuación de la frase “los pagos a que se refiere el artículo 31, número 12, en la parte que no puedan ser deducidos como gasto”, la siguiente frase: “, el pago del impuesto del número 3 del artículo 104”.



b) Reemplázase en el inciso tercero, la frase “del inciso segundo del artículo 104”, por la frase “del número 3 del artículo 104”.



3) Introdúcense los siguientes artículos 106, 107, 108 y 109, nuevos, en el Titulo VI sobre “Disposiciones especiales relativas al mercado de capitales”:



“Artículo 106.- El mayor valor a que se refiere el inciso primero del artículo 18 y los incisos tercero, cuarto y quinto del número 8 del artículo 17, obtenido por los inversionistas institucionales extranjeros, tales como fondos mutuos y fondos de pensiones u otros, en la enajenación de los valores a que se refieren los artículos 104 y 107, las cuotas de fondos mutuos  a que se refiere el inciso final, u otros títulos de oferta pública representativos de deudas emitidos por el Banco Central de Chile, el Estado o por empresas constituidas en el país, realizada en una bolsa de valores del país autorizada por la Superintendencia de Valores y Seguros o en conformidad al Título XXV de la ley Nº 18.045 o mediante el rescate de cuotas, según corresponda, estará exento de los impuestos de esta ley. Los mencionados inversionistas institucionales extranjeros deberán cumplir con los siguientes requisitos durante el tiempo que operen en el país:



1) Estar constituido en el extranjero y no estar domiciliado en Chile.



2) Acreditar su calidad de inversionista institucional extranjero cumpliendo con, a lo menos, alguna de las siguientes características:



a) Que sea un fondo que haga oferta pública de sus cuotas de participación en algún país que tenga un grado de inversión para su deuda pública, según clasificación efectuada por una agencia internacional clasificadora de riesgo calificada como tal por la Superintendencia de Valores y Seguros.



b) Que sea un fondo que se encuentre registrado ante una autoridad reguladora de un país que tenga un grado de inversión para su deuda pública, según clasificación efectuada por una agencia internacional clasificadora de riesgo calificada como tal por la Superintendencia de Valores y Seguros, siempre y cuando el fondo tenga inversiones en Chile, incluyendo títulos emitidos en el extranjero que sean representativos de valores nacionales, que representen menos del 30% del valor de su activo total.



c) Que sea un fondo que tenga inversiones en Chile, incluyendo títulos emitidos en el extranjero que sean representativos de valores nacionales, que representen menos del 30% del valor de su activo total. Adicionalmente, no más del 10% del patrimonio o del derecho a las utilidades del fondo en su conjunto, podrá ser directa o indirectamente propiedad de residentes en Chile.



d) Que sea un fondo de pensiones, entendiéndose por tal aquel que está formado exclusivamente por personas naturales que perciben sus pensiones con cargo al capital acumulado en el fondo o cuyo objeto principal sea financiar la constitución o el aumento de pensiones de personas naturales, y que se encuentren sometidos en su país de origen a regulación o supervisión por las autoridades reguladoras competentes.



e) Que sea un fondo de aquellos regulados por la ley Nº 18.657, en cuyo caso todos los tenedores de cuotas deberán ser residentes en el extranjero o inversionistas institucionales locales.



f) Que sea otro tipo de inversionista institucional extranjero que cumpla las características que defina el reglamento para cada categoría de inversionista, previo informe de la Superintendencia de Valores y Seguros y del Servicio de Impuestos Internos.



3) No participar directa ni indirectamente del control de las entidades emisoras de los valores en los que se invierte ni poseer o participar directa o indirectamente en el 10% o más del capital o de las utilidades de dichos emisores.



Lo dispuesto en este número no se aplicará para la inversión en cuotas emitidas por fondos mutuos regidos por el decreto ley N° 1.328, de 1976.



4) Celebrar un contrato, que conste por escrito, con un banco o una corredora de bolsa, constituidos en Chile, en el cual el agente intermediario se haga responsable, tanto de la ejecución de las órdenes de compra y venta de los valores, como de verificar, al momento de la remesa respectiva, que se trata de las rentas que en este artículo se eximen de impuesto o bien, si se trata de rentas afectas a los impuestos de esta ley, que se han efectuado las retenciones respectivas por los contribuyentes que pagaron o distribuyeron las rentas. Igualmente el agente deberá formular la declaración jurada a que se refiere el número siguiente y proporcionará la información de las operaciones y remesas que realice al Servicio de Impuestos Internos en la forma y plazos que éste fije.



5) Inscribirse en un registro que al efecto llevará el Servicio de Impuestos Internos. Dicha inscripción se hará sobre la base de una declaración jurada, formulada por el agente intermediario a que se refiere el número anterior, en la cual se deberá señalar: que el inversionista institucional cumple los requisitos establecidos en este artículo o que defina el reglamento en virtud de la letra f) del número 2 anterior; que no tiene un establecimiento permanente en Chile, y que no participará del control de los emisores de los valores en los que está invirtiendo. Además dicha declaración deberá contener la individualización, con nombre, nacionalidad, cuando corresponda, y domicilio, del representante legal y del administrador del fondo o de la institución que realiza la inversión; e indicar el nombre del banco en el cual se liquidaron las divisas, el origen de éstas y el monto a que ascendió dicha liquidación.



En el caso que el banco en el cual se liquidaron las divisas destinadas a la inversión, no fuere designado como agente intermediario, pesará sobre él la obligación de informar al Servicio de Impuestos Internos, cuando éste lo requiera, el origen y monto de las divisas liquidadas.



En caso que la información que se suministre conforme al presente número resultare ser falsa, el administrador del inversionista quedará afecto a una multa de hasta el 20% del monto de las inversiones realizadas en el país, no pudiendo, en todo caso, dicha multa ser inferior al equivalente a 20 unidades tributarias anuales, la que podrá hacerse efectiva sobre el patrimonio del inversionista, sin perjuicio del derecho de éste contra el administrador. El agente intermediario será solidariamente responsable de la multa, salvo que éste acredite que las declaraciones falsas se fundaron en documentos proporcionados por el inversionista correspondiente y que el agente intermediario no estuvo en condiciones de verificar en el giro ordinario de sus negocios.



6) En el caso de los inversionistas institucionales a que se refieren las letras a) a e) del numeral 2., el tratamiento tributario previsto en este artículo se aplicará solamente respecto de las inversiones que efectúen actuando por cuenta propia y como beneficiarios efectivos de las inversiones realizadas, excluyéndose por tanto las inversiones efectuadas por cuenta de terceros o en que el beneficiario efectivo sea un tercero. Este requisito deberá acreditarse mediante declaración jurada efectuada por el representante legal del inversionista, en idioma español o inglés, y remitida al Servicio de Impuestos Internos junto con los antecedentes referidos en el número 5 anterior. A opción del inversionista, dicha declaración podrá señalar que éste actuará por cuenta propia y como beneficiario efectivo de las inversiones realizadas durante todo el tiempo que invierta en Chile, o bien que podrá invertir en Chile tanto en beneficio y cuenta propia como en beneficio o por cuenta de terceros. En caso de optar por la segunda alternativa, el representante legal deberá también declarar que el inversionista se compromete a identificar previamente y por escrito, al agente intermediario, cada operación en que actúe en beneficio y por cuenta propia, además de comprometerse a establecer a través de medios fehacientes la información necesaria para garantizar la veracidad de dicha identificación. El agente intermediario estará obligado a custodiar dichas comunicaciones escritas durante un plazo de 5 años.



7) Si por cualquier motivo un inversionista institucional acogido a lo dispuesto en este artículo dejase de cumplir con alguno de los requisitos que para ello le son exigidos, el agente intermediario deberá informar dicha circunstancia al Servicio de Impuestos Internos en la forma y plazo que dicho Servicio establezca. El atraso en la entrega de esta información se sancionará con multa del equivalente a 1 a 50 unidades tributarias anuales. El inversionista respectivo cesará de gozar del beneficio tributario dispuesto en este artículo desde la fecha en que se ha configurado el incumplimiento, quedando por tanto afecto al régimen tributario común por las rentas que se devenguen o perciban a contar de ese momento, cualquiera haya sido la fecha de adquisición de los valores respectivos.



La aplicación de las multas establecidas en los números 5 y 6 de este artículo se sujetará al procedimiento establecido en el artículo 165 del Código Tributario.



Lo dispuesto en este artículo se aplicará sólo respecto de las cuotas emitidas por fondos mutuos regidos por el decreto ley N° 1.328, de 1976, que hayan establecido en sus reglamentos internos la obligación a que se refieren las letras d), e) y f) del número 3.2) del artículo 107.



Artículo 107.- El mayor valor obtenido en la enajenación o rescate, según corresponda, de los valores a que se refiere este artículo, se regirá para los efectos de esta ley por las siguientes reglas:



1) Acciones de sociedades anónimas abiertas constituidas en Chile con presencia bursátil.



No obstante lo dispuesto en los artículos 17, Nº 8, y 106, no constituirá renta el mayor valor obtenido en la enajenación de acciones emitidas por sociedades anónimas abiertas con presencia bursátil, que cumplan con los siguientes requisitos:



a) La enajenación deberá ser efectuada en: i) una bolsa de valores del país autorizada por la Superintendencia de Valores y Seguros, o ii) en un proceso de oferta pública de adquisición de acciones regida por el Título XXV de la ley Nº 18.045 o iii) en el aporte de valores acogido a lo dispuesto en el artículo 109;



b) Las acciones deberán haber sido adquiridas en: i)  una bolsa de valores del país autorizada por la Superintendencia de Valores y Seguros, o ii) en un proceso de oferta pública de adquisición de acciones regida por el Título XXV de la ley Nº 18.045, o iii) en una colocación de acciones de primera emisión, con motivo de la constitución de la sociedad o de un aumento de capital posterior, o iv) con ocasión del canje de valores de oferta pública convertibles en acciones, o v) en un rescate de valores acogido a lo dispuesto en el artículo 109, y



c) En el caso previsto en el literal iii), de la letra b), si las acciones se hubieren adquirido antes de su colocación en bolsa, el mayor valor no constitutivo de renta será el que se produzca por sobre el valor superior entre el de dicha colocación o el valor de libros que la acción tuviera el día antes de su colocación en bolsa, quedando en consecuencia afecto a los impuestos de esta ley, en la forma dispuesta en el artículo 17, el mayor valor que resulte de comparar el valor de adquisición inicial, debidamente reajustado en la forma dispuesta en dicho artículo, con el valor señalado precedentemente. Para determinar el valor de libros se aplicará lo dispuesto en el inciso tercero del artículo 41.



En el caso previsto en el literal iii), de la letra b) anterior, se considerará como precio de adquisición de las acciones el precio asignado en el canje.



2) Cuotas de fondos de inversión.



Lo dispuesto en el numeral 1), será también aplicable a la enajenación, en una bolsa de valores del país autorizada por la Superintendencia de Valores y Seguros, de cuotas de fondos de inversión regidos por la ley Nº 18.815, que tengan presencia bursátil. Asimismo se aplicará a la enajenación en dichas bolsas de las cuotas señaladas, que no tengan presencia bursátil o al rescate de tales cuotas cuando el fondo se liquide o sus partícipes acuerden una disminución voluntaria de capital, siempre y cuando se establezca en la política de inversiones de los reglamentos internos, de ambos tipos de fondos, que a lo menos el 90% de la cartera de inversiones del fondo se destinará a la inversión en acciones con presencia bursátil.



Lo dispuesto en el inciso anterior no resultará aplicable a las enajenaciones y rescates, según corresponda, de cuotas de fondos de inversión regulados por la ley Nº 18.815, que dejaren de dar cumplimiento al porcentaje de inversión contemplado en el reglamento interno respectivo por causas imputables a la administradora o, cuando no siendo imputable a la administradora, dicho incumplimiento no hubiere sido regularizado dentro de los seis meses siguientes de producido.



Las administradoras de fondos deberán anualmente certificar, al Servicio de Impuestos Internos y a los partícipes que así lo soliciten, el cumplimiento de las condiciones señaladas.



3) Cuotas de fondos mutuos.



3.1) Cuotas de fondos mutuos cuyas inversiones consistan en valores con presencia bursátil.



No constituirá renta el mayor valor obtenido en la enajenación de cuotas de fondos mutuos del decreto ley Nº 1.328, que cumplan con los siguientes requisitos:



a) La enajenación deberá ser efectuada: i) en una bolsa de valores del país autorizada por la Superintendencia de Valores y Seguros, o ii) mediante el aporte de valores conforme a lo dispuesto en el artículo 109, o iii) mediante el rescate de las cuotas del fondo;



b) Las cuotas deberán haber sido adquiridas: i) en la emisión de cuotas del fondo respectivo, o ii) en una bolsa de valores del país autorizada por la Superintendencia de Valores y Seguros; o iii) en un rescate de valores efectuado de conformidad a lo dispuesto en el artículo 109;



c) La política de inversiones del reglamento interno del fondo respectivo, deberá establecer que a lo menos el 90% de su cartera se destinará a la inversión en los valores que tengan presencia bursátil a que se refiere este artículo, y en los valores a que se refiere el artículo 104. Se tendrá por incumplido este requisito si las inversiones del fondo respectivo en tales instrumentos resultasen inferiores a dicho porcentaje por causas imputables a la ejecución de la política de inversiones por parte de la sociedad administradora o, cuando ello ocurra por otras causas, si en este último caso dicho incumplimiento no es subsanado dentro de un período máximo de seis meses contados desde que éste se ha producido. Las administradoras de los fondos deberán certificar al Servicio de Impuestos Internos, en la forma y plazo que éste lo requiera mediante resolución, el cumplimiento de los requisitos a que se refiere esta letra. La emisión de certificados maliciosamente falsos, se sancionará conforme a lo dispuesto por el inciso tercero, del Nº 4°, del artículo 97, del Código Tributario;



d) El reglamento interno del fondo respectivo deberá contemplar la obligación de la sociedad administradora de distribuir entre los partícipes la totalidad de los dividendos percibidos entre la fecha de adquisición de las cuotas y la enajenación o rescate de las mismas, provenientes de los emisores de los valores a que se refiere la letra c) anterior. De igual forma, el reglamento interno deberá contemplar la obligación de distribuir entre los partícipes, un monto equivalente a la totalidad de los intereses devengados por los valores a que se refiere el artículo 104 en que haya invertido el fondo durante el ejercicio comercial respectivo conforme a lo dispuesto por el artículo 20. Esta última distribución deberá llevarse a cabo  en el ejercicio siguiente al año comercial en que tales intereses se devengaron, independientemente de la percepción de tales intereses por el fondo o de la fecha en que se hayan enajenado los instrumentos de deuda correspondientes, y



e) La política de inversiones del fondo contenida en su reglamento interno deberá contemplar la prohibición de adquirir valores que en virtud de cualquier acto o contrato priven al fondo de percibir los dividendos, intereses, repartos u otras rentas provenientes de tales valores que se hubiese acordado o corresponda distribuir. La sociedad administradora que infrinja esta prohibición, será sancionada con una multa de 1 unidad tributaria anual por cada uno de los valores adquiridos en contravención a dicha prohibición, sin perjuicio de las sanciones que correspondan conforme a lo dispuesto en el Título III del decreto ley N° 3.538, de 1980.



3.2) Cuotas de fondos mutuos con presencia bursátil.



No constituirá renta el mayor valor obtenido en la enajenación de cuotas de fondos mutuos del decreto ley Nº 1.328, de 1976, que tengan presencia bursátil y no puedan acogerse al número 3.1) anterior, siempre que se cumplan los siguientes requisitos:



a) La enajenación de las cuotas deberá efectuarse: i) en una bolsa de valores del país autorizada por la Superintendencia de Valores y Seguros; ii) mediante su aporte conforme a lo dispuesto por el artículo 109, o iii) mediante el rescate de las cuotas del fondo cuando se realice en forma de valores conforme a lo dispuesto por el artículo 109;



b) La adquisición de las cuotas deberá efectuarse: i) en la emisión de cuotas del fondo respectivo; ii) en una bolsa de valores del país autorizada por la Superintendencia de Valores y Seguros; o iii) en un rescate de valores efectuado conforme a lo dispuesto por el artículo 109;



c) La política de inversiones del reglamento interno del fondo respectivo deberá establecer que a lo menos el 90% de su cartera se destinará a la inversión en los siguientes valores emitidos en el país o en el extranjero:



c.1) Valores de oferta pública emitidos en el país: i) acciones de sociedades anónimas abiertas constituidas en Chile y admitidas a cotización en a lo menos una bolsa de valores del país; ii) instrumentos de deuda de oferta pública a que se refiere el artículo 104, y valores representativos de deuda cuyo plazo sea superior a tres años admitidos a cotización en a lo menos una bolsa de valores del país que paguen intereses con una periodicidad no superior a un año, y iii) otros valores de oferta pública que generen periódicamente rentas y que estén establecidos en el reglamento que dictará mediante decreto supremo el Ministerio de Hacienda. 



c.2) Valores de oferta pública emitidos en el extranjero: Debe tratarse de valores que generen periódicamente rentas tales como intereses, dividendos o repartos, en que los emisores deban distribuir dichas rentas con una periodicidad no superior a un año. Asimismo, tales valores deberán ser ofrecidos públicamente en mercados que cuenten con estándares al menos similares a los del mercado local, en relación a la revelación de información, transparencia de las operaciones y sistemas institucionales de regulación, supervisión, vigilancia y sanción sobre los emisores y sus títulos. El mismo reglamento fijará una nómina de aquellos mercados que cumplan con los requisitos que establece este inciso. Se entenderán incluidos en esta letra, los valores a que se refiere el inciso final del artículo 11, siempre que cumplan con los requisitos señalados precedentemente. 



Se tendrá por incumplido el requisito establecido en esta letra si las inversiones del fondo respectivo en tales instrumentos resultasen inferiores a dicho porcentaje por un período continuo o discontinuo de 30 o más días en un año calendario. Las administradoras de los fondos deberán certificar anualmente al Servicio de Impuestos Internos, en la forma y plazo que éste lo requiera mediante resolución, el cumplimiento de los requisitos a que se refiere esta letra. La emisión de certificados maliciosamente falsos, se sancionará conforme a lo dispuesto en el inciso tercero del número 4°, del artículo 97, del Código Tributario;



d) El reglamento interno del fondo respectivo deberá contemplar la obligación de la sociedad administradora de distribuir entre los partícipes la totalidad de los dividendos e intereses percibidos entre la fecha de adquisición de las cuotas y la enajenación o rescate de las mismas, provenientes de los emisores de los valores a que se refiere la letra c) anterior, salvo que se trate de intereses provenientes de los valores a que se refiere el artículo 104. En este último caso, el reglamento interno deberá contemplar la obligación de distribuir entre los partícipes, un monto equivalente a la totalidad de los intereses devengados por dichos valores durante el ejercicio comercial respectivo conforme a lo dispuesto por el artículo 20. Esta última distribución deberá llevarse a cabo  en el ejercicio siguiente al año comercial en que tales intereses se devengaron, independientemente de la percepción de tales intereses por el fondo o de la fecha en que se hayan enajenado los instrumentos de deuda correspondientes;



e) Cuando se hayan enajenado acciones, cuotas u otros títulos de similar naturaleza con derecho a dividendos o cualquier clase de beneficios, sean estos provisorios o definitivos, durante los cinco días previos a la determinación de sus beneficiarios, la sociedad administradora deberá distribuir entre los partícipes del fondo, un monto equivalente a la totalidad de los dividendos o beneficios a que se refiere esta letra, el que se considerará percibido por el fondo.



Cuando se hayan enajenado instrumentos de deuda dentro de los cinco días hábiles anteriores a la fecha de pago de los respectivos intereses, la sociedad administradora deberá distribuir entre los partícipes del mismo, un monto equivalente a la totalidad de los referidos intereses, el que se considerará percibido por el fondo, salvo que provengan de los instrumentos a que se refiere el artículo 104.



En caso de que la sociedad administradora no haya cumplido con la obligación de distribuir a los partícipes las rentas a que se refiere esta letra, dicha sociedad quedará afecta a una multa de hasta un cien por ciento de tales rentas, no pudiendo esta multa ser inferior al equivalente a 1 unidad tributaria anual. La aplicación de esta multa se sujetará al procedimiento establecido por el artículo 165 del Código Tributario. Además, la sociedad administradora deberá pagar por tales rentas un impuesto único y sustitutivo de cualquier otro tributo de esta ley con tasa de 35%. Este impuesto deberá ser declarado y pagado por la sociedad administradora en el mes de abril del año siguiente al año comercial en que debió efectuarse la distribución de tales rentas. Respecto del impuesto a que se refiere este inciso, no se aplicará lo dispuesto por el artículo 21, y se considerará como un impuesto sujeto a retención para los efectos de la aplicación de sanciones, y  



f) La política de inversiones del fondo contenida en su reglamento interno deberá contemplar la prohibición de adquirir valores que en virtud de cualquier acto o contrato priven al fondo de percibir los dividendos, intereses, repartos u otras rentas provenientes de tales valores que se hubiese acordado o corresponda distribuir. La sociedad administradora que infrinja esta prohibición, será sancionada con una multa de 1 unidad tributaria anual por cada uno de los valores adquiridos en contravención a dicha prohibición, sin perjuicio de las sanciones que correspondan conforme a lo dispuesto en el Título III del decreto ley N° 3.538, de 1980.



4) Presencia bursátil.



Para los efectos de esta ley, se entenderá por títulos o valores con presencia bursátil, aquellos que la tengan conforme a lo dispuesto en el reglamento del decreto ley Nº 1.328, de 1976.



También se aplicará lo dispuesto en este artículo, cuando la enajenación se efectúe dentro de los 90 días siguientes a aquél en que el título o valor hubiere perdido presencia bursátil. En este caso el mayor valor obtenido no constituirá renta sólo hasta el equivalente al precio promedio que el título o valor hubiere tenido en los últimos 90 días en que tuvo presencia bursátil. El exceso sobre dicho valor se gravará con los impuestos de primera categoría, global complementario o adicional, según corresponda. Para que proceda lo anterior, el contribuyente deberá acreditar, cuando el Servicio de Impuestos Internos así lo requiera, con un certificado de una bolsa de valores, tanto la fecha de la pérdida de presencia bursátil de la acción, como el valor promedio señalado.



5) Las pérdidas obtenidas en la enajenación, en bolsa o fuera de ella, de los valores a que se refiere este artículo, solamente serán deducibles de los ingresos no constitutivos de renta del contribuyente.



Artículo 108.- El mayor valor obtenido en el rescate o enajenación de cuotas de fondos mutuos que no se encuentren en las situaciones reguladas por los artículos 106 y 107, se considerará renta afecta a las normas de la primera categoría, global complementario o adicional de esta ley, según corresponda, a excepción del que obtengan los contribuyentes que no estén obligados a declarar sus rentas efectivas según contabilidad, el cual estará exento del impuesto de la referida categoría. 



El mayor valor se determinará como la diferencia entre el valor de adquisición y el de rescate o enajenación. Para los efectos de determinar esta diferencia, el valor de adquisición de las cuotas se expresará en su equivalente en unidades de fomento según el valor de dicha unidad a la fecha en que se efectuó el aporte y el valor de rescate se expresará en su equivalente en unidades de fomento según el valor de esta unidad a la fecha en que se efectúe el rescate.



Las sociedades administradoras remitirán al Servicio de Impuestos Internos, antes del 31 de marzo de cada año, la nómina de inversiones y rescates realizados por los partícipes de los fondos durante el año calendario anterior.



Las personas que sean partícipes de fondos mutuos que tengan inversión en acciones y que no se encuentren en la situación contemplada en los numerales 3.1 y 3.2 del artículo anterior, tendrán derecho a un crédito contra el impuesto de primera categoría, global complementario o adicional, según corresponda, que será del 5% del mayor valor declarado por el rescate de cuotas de aquellos fondos en los cuales la inversión promedio anual en acciones sea igual o superior al 50% del activo del fondo, y del 3% en aquellos fondos que dicha inversión sea entre 30% y menos del 50% del activo del fondo. Si resultare un excedente de dicho crédito éste se devolverá al contribuyente en la forma señalada en el artículo 97.



Para los efectos de lo dispuesto en este artículo, no se considerará rescate la liquidación de las cuotas de un fondo mutuo que haga el partícipe para reinvertir su producto en otro fondo mutuo que no sea de los descritos en los numerales 3.1 y 3.2 del artículo anterior. Para ello, el partícipe deberá instruir a la sociedad administradora del fondo mutuo en que mantiene su inversión, mediante un poder que deberá cumplir las formalidades y contener las menciones mínimas que el Servicio de Impuestos Internos establecerá mediante resolución, para que liquide y transfiera, todo o parte del producto de su inversión, a otro fondo mutuo administrado por ella o a otra sociedad administradora, quien lo destinará a la adquisición de cuotas en uno o más de los fondos mutuos administrados por ella.



Los impuestos a que se refiere el presente artículo se aplicarán, en el caso de existir reinversión de aportes en fondos mutuos, comparando el valor de las cuotas adquiridas inicialmente por el partícipe, expresadas en unidades de fomento según el valor de dicha unidad el día en que se efectuó el aporte, menos los rescates de capital no reinvertidos efectuados en el tiempo intermedio, expresados en unidades de fomento según su valor el día en que se efectuó el rescate respectivo, con el valor de las cuotas que se rescatan en forma definitiva, expresadas de acuerdo al valor de la unidad de fomento del día en que se efectúe dicho rescate. El crédito a que se refiere el inciso cuarto no procederá respecto del mayor valor obtenido en el rescate de cuotas de fondos mutuos, si la inversión respectiva no ha estado exclusivamente invertida en los fondos mutuos a que se refiere dicho inciso.



Las sociedades administradoras de los fondos de los cuales se liquiden las cuotas y las administradoras de los fondos en que se reinviertan los recursos, deberán informar al Servicio de Impuestos Internos en la forma y plazos que éste determine, sobre las inversiones recibidas, las liquidaciones de cuotas no consideradas rescates y sobre los rescates efectuados. Además, las sociedades administradoras de los fondos de los cuales se realicen liquidaciones de cuotas no consideradas rescates, deberán emitir un certificado en el cual consten los antecedentes que exija el Servicio de Impuestos Internos en la forma y plazos que éste determine.



La no emisión por parte de la sociedad administradora del certificado en la oportunidad y forma señalada en el inciso anterior, su emisión incompleta o errónea, la omisión o retardo de la entrega de la información exigida por el Servicio de Impuestos Internos, así como su entrega incompleta o errónea, se sancionará con una multa de una unidad tributaria mensual hasta una unidad tributaria anual por cada incumplimiento, la cual se aplicará de conformidad al procedimiento establecido en el Nº 1 del artículo 165 del Código Tributario.



Artículo 109.- El mayor o menor valor en el aporte y rescate de valores en fondos mutuos reglado por los artículos 2, 2 bis, 13 y siguientes del decreto ley Nº 1.328, de 1976, se determinará para los efectos de esta ley, conforme a las siguientes reglas:



1) Adquisición de cuotas de fondos mutuos mediante el aporte de valores.



a) El valor de adquisición de las cuotas del fondo para aquellos inversionistas que efectúen aportes en valores, se determinará conforme a lo dispuesto por el artículo 15 del decreto ley Nº 1.328, de 1976, y deberá ser informado públicamente por la sociedad administradora.



b) El precio de enajenación de los valores que se aportan corresponderá al valor de los títulos o instrumentos que formen parte de la cartera de inversiones del fondo mutuo y que se haya utilizado para los efectos de determinar el valor de la cuota respectiva, ello conforme a lo dispuesto por el decreto ley Nº 1.328, de 1976. El valor de tales títulos o instrumentos deberá informarse públicamente por la sociedad administradora.  



2) Rescate de cuotas de fondos mutuos mediante la adquisición de valores.



a) El valor de rescate de las cuotas del fondo para aquellos inversionistas que lo efectúen mediante la adquisición de valores que formen parte de la cartera del fondo, se determinará conforme a lo dispuesto por el artículo 15 del decreto ley Nº 1.328, de 1976, y será informado públicamente por la sociedad administradora.



b) El valor de adquisición de los títulos o instrumentos mediante los cuales se efectúa el rescate a que se refiere el literal anterior, será el que se haya utilizado para los efectos de determinar el valor de la cuota respectiva, ello  conforme a lo dispuesto por el decreto ley Nº 1.328, de 1976. Del mismo modo, el valor de tales títulos o instrumentos deberá informarse públicamente por la sociedad administradora.”.



Artículo 7º.- Los Bancos, las Compañías de Seguros, las Cooperativas de Ahorro y Crédito, los Emisores de Tarjetas de Crédito, Agentes Administradores de Mutuos Hipotecarios Endosables, Cajas de Compensación de Asignación Familiar y las demás entidades de crédito autorizadas por ley, en la medida que sean proveedores de créditos hipotecarios, de consumo o de tarjetas de crédito, deberán ofrecer créditos hipotecarios universales, créditos universales asociados a una tarjeta de crédito y créditos universales de consumo en los términos de este artículo, sin perjuicio de poder ofrecer y otorgar otras clases de créditos en conformidad a la ley. El otorgamiento de tales créditos estará sujeto a las prácticas habituales de evaluación integral de riesgo que lleven a cabo las entidades otorgantes de crédito. 



Se entenderá por Crédito Hipotecario Universal aquella operación de crédito de dinero que reúne las siguientes características: 1) destinada únicamente a personas naturales; 2) otorgada exclusivamente con el objeto de adquirir, construir, ampliar o reparar viviendas, o refinanciar créditos hipotecarios existentes; 3) garantizada con primera hipoteca; 4) debe pagarse en un plazo no inferior a quince ni superior a treinta años; 5) denominada en unidades de fomento; 6) establece una tasa de interés fija, para todo el periodo de duración del crédito, 7) no excede de 5.000 unidades de fomento, y 8) cumple con las demás condiciones que establezca el reglamento.



Asimismo, se entenderán por Crédito Universal Asociado a una Tarjeta de Crédito y por Crédito Universal de Consumo,  aquellas operaciones de crédito de dinero que reúnan las siguientes características: 1) Sean otorgadas a personas naturales; 2) no estén sujetas a garantías reales; 3) deban pagarse en un plazo de hasta 3 años; 4) no excedan de 1.000 unidades de fomento en el caso de los Créditos de Consumo Universal y 500 en el caso del Crédito Universal Asociado a una Tarjeta de Crédito; 5) faculten al titular o usuario de la tarjeta, en el caso del Crédito Universal Asociado a una Tarjeta de Crédito, a utilizarlo en la adquisición, con cargo a la misma, de cualesquiera clase de bienes o servicios, vendidos o prestados por entidades distintas del emisor u operador de la tarjeta que la acepten como medio de pago en virtud de convenios celebrados con éste y, en el caso del Crédito de Consumo Universal, faculte al deudor para disponer libremente de la suma de dinero objeto del crédito, y 6) cumplan con los demás requisitos que establezca el reglamento.



La información relativa al costo final de los créditos hipotecarios universales, créditos universales asociados a una tarjeta de crédito y créditos universales de consumo, a su carga anual equivalente, a la estructura de comisiones e intereses, a los gastos asociados a los mismos, a los seguros con que deban contar mientras subsistan las obligaciones derivadas de su pago y otros tipos de información que determine el reglamento, deberá expresarse de un modo claro y visible, que permita al consumidor comprenderla de manera sencilla y efectiva, comparar las opciones que ofrecen los diversos proveedores y ejercer su derecho a elección.



Un reglamento expedido mediante decreto supremo conjunto de los ministerios de Economía y Hacienda, previa consulta a la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras, a la Superintendencia de Valores y Seguros y a la Superintendencia de Seguridad Social, precisará la forma en que deberán ofrecerse los créditos hipotecarios universales, los créditos universales asociados a una tarjeta de crédito y los créditos de consumo universales. Asimismo, el reglamento determinará el o los plazos específicos del respectivo crédito, así como su monto mínimo y máximo, la estructura de comisiones e intereses, los tipos de seguros con que deban contar mientras subsistan las obligaciones derivadas del pago de los mismos y la forma de contratación y término, así como la información mínima que deberá ser entregada a los consumidores de tales créditos.



La utilización de las denominaciones Crédito Hipotecario Universal, Crédito Universal Asociado a una Tarjeta de Crédito y Crédito Universal de Consumo estará reservada exclusivamente para aquellos créditos que reúnan las características señaladas en los incisos precedentes.



Artículo 8º.- Los proveedores de créditos que exijan la contratación de seguros asociados a su otorgamiento no podrán condicionarlo, ni ofrecer condiciones de contratación distintas, a aquellos consumidores que contraten los seguros que tales proveedores ofrezcan o intermedien, pudiendo el deudor contratar libremente la póliza en cualesquiera de las entidades que los comercialicen. Sin embargo,  el proveedor de crédito podrá exigir una cobertura mínima, que la compañía aseguradora tenga una clasificación de riesgo a lo menos igual a la que registre la compañía aseguradora ofrecida por el proveedor del crédito y que se designe como beneficiario del seguro a éste último o a quién señale.



Artículo 9º.- Introdúcense las siguientes modificaciones en la Ley General de Bancos, cuyo texto fue fijado por el artículo único del decreto con fuerza de ley Nº 3, de 1997, del Ministerio de Hacienda: 



1) Intercálase en el artículo 33, entre la frase “actos propios del giro bancario” y el punto seguido, lo siguiente: “, sin perjuicio de que puedan publicitar en el país los productos o servicios de crédito de sus casas matrices que determine la Superintendencia, ajustándose a las normas generales que ésta dicte”.



2) Agrégase en el Nº 2 del artículo 69, a continuación del punto aparte, que pasa a ser seguido, lo siguiente: “Asimismo, y con sujeción a las normas generales que dicte la Superintendencia, los bancos podrán emitir bonos sin garantía especial, con el objeto de destinar los fondos recibidos exclusivamente al otorgamiento de mutuos que se encuentren amparados por garantía hipotecaria para el financiamiento de la adquisición, construcción,  reparación o ampliación de viviendas. Esta circunstancia deberá consignarse en la escritura de emisión correspondiente, junto con el plazo máximo de otorgamiento de dichos créditos con cargo a los fondos obtenidos en la colocación y con las condiciones de rescate anticipado en caso de incumplimiento de lo señalado anteriormente. Asimismo, se hará referencia de tales circunstancias en la correspondiente emisión de bonos.



De acuerdo a las normas que imparta la Superintendencia, el banco emisor de los bonos destinados al financiamiento de operaciones hipotecarias podrá reemplazar la asignación de mutuos hipotecarios que otorgue, asociando estos últimos a otros créditos de igual naturaleza, de lo cual deberá dejar constancia en un registro especial que mantendrá con sujeción a dichas normas.



Los mutuos hipotecarios a que se refieren los párrafos anteriores no podrán corresponder a los indicados en los numerales 5) y 7) de este artículo, sin perjuicio de lo cual se regirán por las disposiciones previstas en el Título XIII de esta ley, en lo que fuere aplicable, incluyendo el procedimiento especial a que se refieren los artículos 103 y siguientes.



El Banco Central de Chile podrá ejercer, en relación con el otorgamiento por las empresas bancarias de los créditos hipotecarios a que se refiere este numeral, las facultades normativas previstas en los artículos 92 Nº 1) y 99 de esta ley, especialmente, en lo que se refiere a la inversión en valores mobiliarios de renta fija de los recursos obtenidos por el banco mediante la colocación de bonos, hasta el otorgamiento de los respectivos mutuos hipotecarios.



Se aplicarán, asimismo, a los créditos hipotecarios y a los bonos que se emitan para su financiamiento, las normas previstas en los artículos 125, 126 y 134 de esta ley, entendiéndose, para todos los efectos legales, que las referencias que efectúan las citadas disposiciones a las letras de crédito regirán también en el caso de los bonos hipotecarios de que trata este numeral, debiendo la institución emisora dar cumplimiento a las obligaciones contenidas en dichos artículos respecto de la cartera de créditos hipotecarios vinculada con una determinada emisión de bonos. El mismo tratamiento será aplicable a los valores mobiliarios de renta fija a que se refiere el inciso anterior, en caso que corresponda.”.



3) Reemplázase en el tercer inciso, de la letra a), del artículo 70, la frase “seguros a través de un corredor de seguros relacionado al banco”, por lo siguiente: “de los seguros que ellos ofrezcan, pudiendo el deudor contratar libremente la póliza en cualquiera de las entidades que lo comercialicen, bajo la condición de que se mantengan las mismas condiciones de cobertura y se considere como beneficiario del seguro al banco o a quién éste designe”.



Artículo 10.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el número 1) del artículo primero transitorio de la ley Nº 20.190, que introduce adecuaciones tributarias e institucionales para el fomento de la Industria de Capital de Riesgo y continúa el proceso de modernización del Mercado de Capitales:



1) En el literal (ii) del párrafo segundo, reemplázase la expresión “, y” por un punto seguido (.), y agrégase, a continuación, lo siguiente: “Esta restricción no se aplicará en aquellos casos que, con motivo de la enajenación de las inversiones del fondo que hayan tenido lugar como consecuencia de la liquidación parcial del mismo, se hubiese dejado de cumplir dicho porcentaje, y”.



2) En el párrafo tercero, a continuación del punto a parte, que pasa a ser seguido, agrégase lo siguiente: “Para el solo efecto de lo dispuesto en este número, y sin perjuicio de lo dispuesto en el inciso tercero del artículo 1° de la ley N° 18.815, los Fondos de Inversión podrán contar con un mínimo de 25 aportantes.”.



3) En el literal (iv) del párrafo cuarto, reemplázase  la expresión “cuatrocientas mil unidades de fomento” por “quinientas mil unidades de fomento”.



4) En el literal (ii) del párrafo quinto, sustitúyase la expresión “quince por ciento” por “treinta por ciento”.”.

DISPOSICIONES TRANSITORIAS



Artículo 1°.- Las modificaciones introducidas por la presente ley, con excepción de las introducidas por el artículo 1°, comenzarán a regir el primer día del mes subsiguiente al de su publicación.



Las modificaciones introducidas por el artículo 1° al decreto ley N° 1.328, de 1976, comenzarán a regir el primer día del mes subsiguiente al de dictación del decreto supremo de Hacienda que reemplace el actual decreto supremo N° 249, de Hacienda, de 1982, el que deberá ser emitido a más tardar tres meses después de la publicación de esta ley.



Artículo 2°.- Las administradoras de fondos mutuos tendrán el plazo de un año, contado desde la publicación de la presente ley, para depositar los reglamentos internos y contratos de suscripción de los fondos mutuos que administran, que hayan sido aprobados por la Superintendencia con anterioridad a dicha fecha. Las cuotas de esos fondos mutuos podrán ser comercializadas sin que sea necesario el depósito respectivo, en tanto sus reglamentos internos y contratos de suscripción no sean modificados. Las modificaciones de esos reglamentos internos y contratos de suscripción deberán cumplir las disposiciones introducidas por la presente ley.



En tanto esos reglamentos internos y contratos de suscripción de cuotas no hayan sido depositados, aquellas exigencias contenidas en los artículos 11 y 12 A del decreto ley N° 1.328, de 1976, cuyo cumplimiento debe regir a contar desde la fecha en que la administradora pueda comercializar las cuotas, deberán regir a contar de la fecha de aprobación del reglamento interno del respectivo fondo por parte de la Superintendencia.



Artículo 3º.- Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 6º, Nº 1) de esta ley, los fondos mutuos regidos por el decreto ley Nº 1.328, de 1976, constituidos con anterioridad a la entrada en vigencia de la presente ley, podrán seguir acogidos al régimen establecido por el artículo 18 ter de la Ley sobre Impuesto a la Renta, contenida en el decreto ley Nº 824, de 1974, el que continuará vigente para tales efectos hasta el día 31 de diciembre de 2011.



Cuando se trate de contribuyentes que hayan adquirido los respectivos títulos o valores con anterioridad a la vigencia de la presente ley, cualquiera haya sido la forma de adquisición de los mismos, se entenderán cumplidos los requisitos de adquisición establecidos en las letras b) de los números 3.1 y 3.2 del artículo 107 de la Ley sobre Impuesto a la Renta.



El beneficio tributario establecido en el numeral  3.2 del artículo 107 antes citado, será aplicable solamente para aquellas cuotas de fondos mutuos que hayan sido adquiridas con posterioridad a la entrada en vigencia de la presente ley y a contar de la fecha en que el reglamento del respectivo fondo cumpla con lo establecido en dicho numeral. Para estos efectos, las sociedades administradoras de fondos mutuos constituidos con anterioridad a la entrada en vigencia de esta ley deberán informar al Servicio de Impuestos Internos, en la forma y plazo que éste determine, la fecha en que se han efectuado las modificaciones al reglamento del fondo respectivo conforme a lo establecido en el numeral 3.2 del artículo 107 antes referido.”.

_______________

Proyecto de ley, de la Honorable Cámara de Diputados, sobre otorgamiento de nacionalidad chilena, por especial gracia, al señor Hugo Saucedo Vaca, con nuevo informe de la Comisión de Derechos Humanos, Nacionalidad y 

Ciudadanía



El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse de la iniciativa de la referencia.


El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, sobre otorgamiento de nacionalidad chilena, por especial gracia, al señor Hugo Saucedo Vaca, y que tiene el Boletín N° 1.885-17.



Añade que, con posterioridad al ingreso del proyecto -en septiembre de 1997- y a darse cuenta del primer informe de la Comisión -en mayo de 1998-, dicho órgano técnico solicitó que se le remitiera el texto para un nuevo informe.



En este último, la Comisión deja constancia de haber recibido en audiencia al señor Hugo Saucedo Vaca, quien hizo presente el honor que le ha significado vivir en Chile y servir al país desde 1945, cuando ingresó a la carrera de Ingeniería Civil en la Universidad de Chile. Ya titulado, contribuyó a la ejecución de destacadas obras de ingeniería, como redes de agua potable en distintas ciudades e importantes tramos de diferentes carreteras y caminos, entre los cuales se pueden citar la autopista de Pajaritos, gran parte de la ruta que une Valparaíso y Mendoza y varios trechos de la Panamericana Sur.



El señor Saucedo también mencionó su labor en la causa de la paz con Bolivia, la cual respondió a solicitudes de sucesivos gobiernos chilenos, de distintas posiciones políticas, y su intervención, totalmente desinteresada, en la búsqueda de soluciones para el conflicto suscitado entre nuestro país y Argentina en 1978.



La Comisión aprobó el proyecto por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señora Pérez San Martín y señores Kuschel, Letelier y Sabag, en los mismos términos en que lo hizo la Honorable Cámara de Diputados.

- - -


En discusión el proyecto, en general y en particular a la vez, el señor Presidente concede el uso de la palabra a la Honorable Senadora señora Pérez San Martín.



Cerrado el debate y sometida a votación la iniciativa, en general y en particular a la vez, es aprobada por 23 votos a favor.



Votan por su aprobación, los Honorables Senadores señoras Allende y Pérez San Martín, y señores Allamand, Bianchi, Chadwick, Chahuán, Coloma, Escalona, Frei, García, Horvath, Kuschel, Lagos, Larraín, Letelier, Longueira, Muñoz Aburto, Orpis, Pizarro, Prokurica, Sabag, Walker (don Ignacio) y Walker (don Patricio).


Fundamenta su voto positivo, el Honorable Senador señor Sabag.
- -



Concluida la votación, y a solicitud de los Honorables Senadores señoras Alvear y Rincón y señor Zaldívar, se deja constancia de su opinión favorable a la aprobación de la iniciativa en análisis.

- - -

Queda terminada la discusión de este asunto.


El texto del proyecto despachado por el Senado es el siguiente:

PROYECTO DE LEY


“Artículo único.- Concédese la nacionalidad chilena, por especial gracia, al ingeniero civil boliviano, don Hugo Saucedo Vaca.”.

- - -



Posteriormente, el señor Presidente anuncia que ha terminado el Orden del Día de esta sesión.

_______________

INCIDENTES



El señor Secretario General informa que los Honorables Senadores que se indican a continuación, han requerido que se dirijan, en sus nombres, los siguientes oficios:



- De la Honorable Senadora señora Alvear:



1) Al señor Ministro de Obras Públicas, en relación con medidas de mitigación ante posibles derrumbes en el cerro Divisadero, San José de Maipo.


2) A la señora Superintendenta de Servicios Sanitarios, a fin de que remita antecedentes acerca de concesiones de agua potable y alcantarillado de la empresa Aguas Andinas en la comuna de San José de Maipo, y respecto de proyectos futuros de esos servicios.



- Del Honorable Senador señor Bianchi:



1) A los señores Ministro de Economía, Fomento y Turismo y Subsecretario de Pesca, para plantear modificación del Reglamento sobre Áreas de Manejo y Explotación de Recursos Bentónicos.


2) A los señores Ministro de Economía, Fomento y Turismo y Director Nacional del Instituto de Propiedad Industrial, con el objeto de que informen sobre la posibilidad de inscribir a las Torres del Paine como una indicación geográfica.



- Del Honorable Senador señor Horvath al señor Ministro de Planificación, para pedir la implementación de una sede de la Corporación Nacional de Desarrollo Indígena en la XI Región.



El señor Presidente anuncia el envío de los oficios solicitados, en nombre de los Honorables Senadores indicados, de conformidad al Reglamento del Senado.

_______________



En el tiempo de los Comités Partido por la Democracia y Partido Radical Socialdemócrata e Independiente, hace uso de la palabra el Honorable Senador señor Navarro, quien solicita oficiar, en su nombre, al señor Ministro de Obras Públicas, respecto de los trabajos de limpieza del canal Ifarle, en la comuna de Talcahuano.



Asimismo, pide dirigir oficios, en su nombre, a la señora Intendenta de la VIII Región y al señor Comandante en Jefe del Ejército -y, por su intermedio, al Cuerpo Militar del Trabajo-, en relación con diversos aspectos vinculados al proceso de implementación de viviendas de emergencia en el Biobío.



Por último, requiere dirigir oficios, en su nombre, al señor Ministro de Defensa Nacional -y, por su intermedio, a Carabineros de Chile- y al señor Intendente de la IX Región, respecto de la reciente agresión sufrida por una familia mapuche de la Comunidad Autónoma de Temucuicui.


El señor Presidente anuncia el envío de los oficios solicitados por el señor Senador, de conformidad al Reglamento del Senado.

_______________



En el tiempo del Comité Partido Renovación Nacional, en primer término, hace uso de la palabra el Honorable Senador señor Horvath, quien se refiere a la situación de desempleo que se vive en la XI Región y a la necesidad de su reactivación económica, pidiendo oficiar sobre la materia -en su nombre-, a los Ministros del Interior, de Economía, Fomento y Turismo, del Trabajo y Previsión Social, de Obras Públicas, de Vivienda y Urbanismo, y de Agricultura; al señor Subsecretario de Pesca, y a la señora Intendenta de la XI Región.



El señor Presidente anuncia el envío de los oficios solicitados por el señor Senador, de conformidad al Reglamento del Senado.

- - -



En segundo término, hace uso de la palabra el Honorable Senador señor Allamand, quien pide dirigir oficios, en su nombre, a los señores Ministro de Obras Públicas e Intendente de la Región de Los Lagos, y a la Presidencia del Directorio de EFE, en lo relativo a eventuales irregularidades en la entrega de fondos respecto de la expropiación de terrenos para la construcción del puente San Pedro, en Osorno.



El señor Presidente anuncia el envío de los oficios solicitados por el señor Senador, de conformidad al Reglamento del Senado.

_______________



En el tiempo del Comité Partido Socialista, hace uso de la palabra el Honorable Senador señor Escalona, quien requiere oficiar, en su nombre, al señor Ministro de Salud, en cuanto a las emanaciones de una industria de cal del sector de Panitao, provincia de Llanquihue.



Asimismo, pide dirigir oficio, en su nombre, al señor Embajador del Perú en nuestro país, a fin de hacer llegar sus condolencias al Primer Mandatario de aquella nación por la muerte del cantante Lucho Barrios.



El señor Presidente anuncia el envío de los oficios solicitados por el señor Senador, de conformidad al Reglamento del Senado.

_______________



Se deja constancia de que no hacen uso de su tiempo los Comités Partido Demócrata Cristiano, Partido Unión Demócrata Independiente, e Independientes.



Se levanta la sesión.
CARLOS HOFFMANN CONTRERAS 

Secretario General del Senado

DOCUMENTOS

1

OFICIO DE SU EXCELENCIA EL PRESIDENTE DE LA REPÚBLICA, CON CUAL REQUIERE EL ACUERDO DEL SENADO PARA NOMBRAR COMO INTEGRANTE DEL CONSEJO DE ALTA DIRECCIÓN PÚBLICA A LA SEÑORA MARÍA LORETO LIRA DOMÍNGUEZ, HASTA EL 19 DE JULIO DE 2013

(S 1247-05)

De: Presidente de la República

A: Presidente del H. Senado.
1.- De acuerdo a la Ley N° 19.882, la Dirección Nacional de Servicio Civil tiene en su estructura el Consejo de la Alta Dirección Pública. Este Consejo está compuesto de cinco miembros. Uno es el Director de la Dirección Nacional del Servicio Civil; los otros cuatro son designados por el Presidente de la República con acuerdo del Senado, quien debe pronunciarse respecto de la propuesta como una unidad, por los 4/7 de sus miembros en ejercicio.
2.- Los Consejeros de la Alta Dirección Pública deben ser personas con reconocido prestigio por su experiencia y conocimiento en administración de personal y/o políticas públicas, sea en el sector privado o público. Duran seis años en sus cargos, y se eligen por partes alternadamente cada tres años.
3.- Por decreto N° 996, de 2007, del Ministerio de Hacienda, se nombró a la señora, María Luisa Brahm Barril como Consejera del Consejo de la Alta Dirección Pública, por el período de seis años, contados desde el 19 de julio de 2007.
4.- Que el pasado 23 de abril de 2010, la señora Brahm presentó su renuncia al cargo.
5.- Conforme a lo expuesto, me corresponde proponer a un nuevo Consejero en su reemplazo por el plazo que reste al período de la señora Brahm como Consejera.
6.- En mérito de lo anterior, vengo en proponer para ocupar el cargo de consejera del Consejo de la Alta Dirección Pública, hasta el 19 de julio de 2013, a doña:
MARÍA LORETO LIRA DOMÍNGUEZ
RUT N° 9.095.096-7
7.- Atendida la conveniencia de contar a la brevedad posible con el acuerdo de esa H. Corporación para proceder al nombramiento antes referido, hago presente urgencia en el despacho de esta materia, en los términos a que alude el inciso segundo del N° 5) del artículo 53 de la Carta Fundamental.
Saluda a V.E.,
 (Fdo.): Sebastián Piñera Echenique, Presidente de la República.-
2

PROYECTO DE LEY DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS QUE MODIFICA EL NUMERAL 6 DEL ARTÍCULO 159 DEL CÓDIGO DEL TRABAJO

(6921-13)


Con motivo del Mensaje, Informe y demás antecedentes que tengo a honra pasar a manos de V.E., la Cámara de Diputados ha tenido a bien prestar su aprobación al siguiente

PROYECTO DE LEY:

“Artículo 1°.- Declárase interpretado el numeral 6 del artículo 159 del Código del Trabajo, decreto con fuerza de ley N° 1, de 2003, del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, en el siguiente modo:

El numeral 6 del artículo 159 del Código del Trabajo en cuanto señala que el contrato de trabajo terminará por caso fortuito o fuerza mayor, debe interpretarse y aplicarse en el sentido que para efectos de la procedencia de esta causal, el hecho constitutivo del caso fortuito o fuerza mayor debe causar necesaria y directamente la imposibilidad absoluta y permanente, por parte del empleador, de seguir cumpliendo con su obligación de otorgar el trabajo convenido, para lo cual deberán considerarse las funciones y el lugar en que se desempeña el trabajador despedido.
Artículo 2°.- Agrégase al numeral 6 del artículo 159 del Código del Trabajo, decreto con fuerza de ley N° 1, de 2003, del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, la siguiente oración a continuación del punto aparte, que pasa a ser seguido:

“El empleador que invoque esta causal deberá acreditar no haber contribuido al acaecimiento del hecho invocado y,o a sus efectos lesivos a través del incumplimiento de la normativa relativa a condiciones y mantenimiento del lugar de trabajo, seguridad de la infraestructura donde se prestan los servicios u otras disposiciones de similar naturaleza.”.”.
********


Dios guarde a V.E.

(Fdo.): Alejandra Sepúlveda Orbenes, Presidenta de la Cámara de Diputados.- Adrián Álvarez Álvarez, , Secretario General Accidental de la Cámara de Diputados

3

INFORME DE LA COMISIÓN DE GOBIERNO, DESCENTRALIZACIÓN Y REGIONALIZACIÓN RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS QUE REGULA CIERRE DE CALLES Y PASAJES POR MOTIVOS DE SEGURIDAD CIUDADANA

(3848-06; 6289-25 y 6363-06)

HONORABLE SENADO:

Esta Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización tiene a honra emitir su informe respecto del proyecto de ley señalado en el epígrafe, en segundo trámite constitucional, iniciado en mociones del ex Diputado y hoy Honorable Senador señor Patricio Walker Prieto y de la ex Diputada señora Eliana Caraball Martínez, boletín N° 3848-06; la segunda de la Honorable Diputada señora Marisol Turres Figueroa y de los Honorables Diputados señores Jorge Burgos Varela, Patricio Hales Dib, Cristián Monckeberg Bruner, Carlos Montes Cisternas y Roberto Sepúlveda Hermosilla,y de los ex Diputados señores Sergio Correa de la Cerda, Gonzalo Duarte Leiva, Francisco Encina Moriamez y Marcelo Forni Lobos, boletín N° 6289-25; y la tercera de las Honorables Diputadas señoras Marta Isasi Barbieri y Claudia Nogueira Fernández y de los Honorables Diputados señores René Manuel García García, Juan Carlos Latorre Carmona, Carlos Montes Cisternas y Gonzalo Uriarte Herrera, boletín Nº 6363-06.


A la sesión en que la Comisión se abocó al estudio de esta iniciativa asistieron, además de sus integrantes, el Jefe de la División Jurídica de la Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo, señor Claudio Radonich y el abogado señor Rodrigo Cabello, de esa misma Subsecretaría.
I. OBJETIVO DEL PROYECTO


Facultar a los municipios para disponer el cierre o medidas de control de acceso a vías locales sin salida, con el fin de garantizar la seguridad de los vecinos. 

II. NORMAS DE QUÓRUM ESPECIAL


Prevenimos que el artículo único de este proyecto, de aprobarse, debe serlo con quórum de ley orgánica constitucional, pues propone enmiendas a una ley de esa jerarquía como es la Ley Orgánica de Municipalidades, en materia de atribuciones esenciales de los municipios. 
III. ANTECEDENTES

3.1. De Derecho


Ley N° 18.695, Orgánica Constitucional de Municipalidades.
3.2. De Hecho



Las mociones fundantes de esta iniciativa recuerdan que el alcalde es el encargado de administrar los bienes nacionales de uso público, lo que implica la potestad de organizar el uso de calles y pasajes y autorizar su cierre o control de acceso, cumpliendo así la obligación que le impone la ley en materia de orden y seguridad ciudadana.


Agregan que es deber del Estado incentivar la incorporación de las personas en las tareas de seguridad ciudadana, y, por ende, impulsar normas que estimulen la participación de los vecinos y municipios en la recuperación y mejoramiento de espacios públicos afectados por la delincuencia u otras amenazas a los barrios o vecindades. Señalan, en este orden, que esta potestad municipal de cierre de pasajes y calles ha sido ejercida en algunas oportunidades sin criterios técnicos, lo que ha dado lugar a confusiones que no distinguen claramente la órbita de la propiedad privada con los espacios de dominio público.


Reafirman, también, que esta iniciativa tiene su justificación en los altos índices de delincuencia que se han venido manifestando en las grandes ciudades, lo que genera la necesidad de adoptar medidas de protección como son, por ejemplo, la instalación de  cercos eléctricos o la contratación de guardias privados. Concluyen que el mecanismo más eficaz de protección es el cierre de pasajes y calles regulado de tal manera, y con las suficientes cautelas, condiciones o requisitos, que pongan a resguardo la libertad de locomoción garantizada en el número 7) del artículo 19 de la Constitución Política. 

- - -
IV. ESTRUCTURA Y CONTENIDO DEL PROYECTO

El proyecto de ley está estructurado en un artículo único, que, a su vez, contiene dos numerales, y una norma transitoria. 

El número 1) introduce modificaciones en la letra c) del artículo 5° de la Ley Orgánica Constitucional de Municipalidades, norma que se refiere a las atribuciones esenciales de los municipios. El mencionado literal prescribe que para el cumplimiento de sus funciones, las municipalidades administrarán los bienes municipales y los nacionales de uso público existentes en la comuna, salvo que dicha administración corresponda a otros organismos del Estado. Con el acuerdo de los dos tercios del concejo podrá utilizar esta facultad respecto de poblaciones, barrios y conjunto habitacionales ubicados dentro del territorio de su jurisdicción.

El texto de la Honorable Cámara introduce cuatro nuevos párrafos en el literal c) descrito precedentemente. 


El primero de ellos señala que en el ejercicio de esta atribución esencial los municipios podrán autorizar, hasta por dos años renovables, el cierre o medidas de control de acceso de pasajes y vías locales sin salida, con el objeto de garantizar la seguridad de los vecinos. Para esta autorización (o renovación de la misma) se requerirá del acuerdo del concejo municipal, previo informe de la Dirección de Obras Municipales y de Tránsito y Transporte. 


El segundo nuevo párrafo dispone que el concejo municipal, antes del acuerdo, abrirá un período de audiencias públicas que considere la opinión de la ciudadanía, Carabineros y del Cuerpo de Bomberos.  El decreto que contenga la autorización de cierre será siempre fundado, especificando el lugar y la forma en se hará el cierre (vehículos; peatones; horarios, y causas de seguridad ciudadana que lo motivaron). Esta autorización podrá ser revocada aún no cumplido su denuncia, mediante acuerdo del concejo.


A su turno, el párrafo tercero prohíbe ejercer esta atribución en ciudades declaradas “Patrimonio de la Humanidad” o en calles, barrios, pasajes o lugares que tengan el carácter de patrimonio arquitectónico o sirvan de ingreso a estos sitios u otros calificados como monumentos nacionales. 


Finalmente, el nuevo párrafo cuarto prescribe que las municipalidades, para otorgar la autorización, dictarán una ordenanza local que deberá contener, a los menos, los siguientes aspectos:

- Procedimiento para garantizar la circulación de residentes y otras personas autorizadas por ellos, vehículos de emergencia y servicios públicos;

- Porcentaje de vecinos que deben concurrir a la petición de cierre, el que no podrá ser inferior al 90% de los vecinos de los inmuebles ubicados en el territorio respectivo;

- Mecanismos  de  financiamiento  de  la construcción y mantenimiento de las obras necesarias;

- Personas responsables de la correcta utilización del cierre;

- Prohibición de instalar carteles que indiquen que se trata de una propiedad privada;


- Compatibilidad  de  la  autorización  con  el desarrollo de actividades económicas o de actividades exentas a que se refiere el artículo 27 del decreto ley N° 3.063 (exime del pago de patente municipal a las personas jurídicas sin fines de lucro dedicadas a la beneficencia, al culto religioso, culturales, de ayuda mutua, artísticas o deportivas no profesionales y de promoción de intereses comunitarios). 

El número 2) contiene modificaciones formales en las letras o) y p) del artículo 65 de la Ley Orgánica Municipal, norma que contiene las materias respecto de las cuales el alcalde requiere el acuerdo del concejo. La letra o) se refiere a la fijación de horarios para el expendio de bebidas alcohólicas, en tanto que la letra p), a la entrega de patentes a salas de cine. 


En seguida, incorpora en el mencionado artículo una nueva letra q), que prescribe que el alcalde requerirá el acuerdo del concejo para otorgar la autorización de cierre regulada en los párrafos segundo a quinto de la letra c) del artículo 5°, ya descritos. 


Finalmente, la disposición transitoria prescribe que los permisos, autorizaciones o cualquier situación de hecho que actualmente conlleven el cierre de calles o medidas de control de calles y pasajes, deberán ajustarse al procedimiento contenido en esta ley en el plazo y forma que la misma disposición señala. 

- - -


En sesión de fecha de hoy, 11 de mayo de 2010, esta Comisión se abocó al estudio en general de la iniciativa en informe, aprobándola en los términos propuestos por la Honorable Cámara de Diputados. Al adoptar este acuerdo, la Comisión coincidió con los criterios expresados por la Contraloría General de la República en diversos dictámenes que, en lo sustancial, reconocen, por una parte, el derecho de toda persona a circular libremente por los espacios constituidos en bienes nacionales de uso público, como son las calles o pasajes peatonales y, por otra, la obligación del Estado de velar por la seguridad de las personas.


En el sentido indicado, se atribuye a los municipios un papel fundamental en la adopción de medidas para fortalecer la seguridad ciudadana, potestad que ha de ejercerse con las debidas protecciones y restricciones que impidan la vulneración de garantías constitucionales como son las de locomoción y circulación por los espacios públicos.  En este orden, la facultad que esta ley le viene entregando a los municipios se materializará en calles o vías de una sola entrada o salida, o pasajes peatonales que no converjan en una avenida o camino principal que impidan la libre circulación de las personas; que su ejercicio no implique un detrimento importante de los bienes nacionales de uso público, y que de ello no se afecten gravemente los derechos constitucionales de personas ajenas a los residentes.

El acuerdo precedente fue adoptado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Cantero, Pérez Varela, Sabag y Zaldívar.

- - -


En consecuencia, esta Comisión tiene a honra proponer a la Sala la aprobación en general de este proyecto de ley, en los mismos términos acordados por la Honorable Cámara de Diputados. Su texto es el siguiente:
“PROYECTO DE LEY


“Artículo único.- Modifícase el decreto con fuerza de ley N° 1, de 2006, del Ministerio del Interior, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley 18.695, Orgánica Constitucional de Municipalidades:

1.- En la letra c), del artículo 5°, sustitúyese el punto y coma (;)ubicado al final de su inciso único, por un punto aparte (.) y agréganse, a continuación, los siguientes incisos:

"En el ejercicio de esta atribución las municipalidades podrán autorizar hasta por un plazo de dos años, renovable, el cierre o medidas de control de acceso de pasajes y vías locales sin salida, con el objeto de garantizar la seguridad de los vecinos. La autorización o su renovación requerirán el acuerdo del respectivo concejo municipal previo informe técnico de la dirección de obras y de las unidades municipales encargadas de la asesoría urbana y de la función de tránsito y transporte público.

El concejo, previo a adoptar el acuerdo, deberá disponer audiencias públicas para escuchar la opinión de la unidad de Carabineros y del Cuerpo de Bomberos del sector, y de cualquier organización que solicite dar su opinión. El decreto que contenga la autorización deberá ser fundado, especificando claramente el lugar en que deberán instalarse los dispositivos de cierre o control; si comprende restricciones a vehículos, peatones o a ambos; los horarios en que podrá ser restringido el tránsito; asimismo, deberá señalar las consideraciones de seguridad ciudadana que motivan su dictación. La autorización podrá ser revocada, antes de la expiración del plazo para el que fue concedida, con acuerdo del concejo.


La facultad señalada en el inciso anterior no podrá ser ejercida en ciudades declaradas patrimonio de la humanidad o respecto de barrios, calles, pasajes o lugares que tengan el carácter de patrimonio arquitectónico o sirvan como acceso a ellos u otros calificados como monumentos nacionales.


Las municipalidades, para otorgar la autorización establecida en el inciso anterior deberán dictar una ordenanza local que contendrá, a lo menos, lo siguiente: Procedimiento de las solicitudes, medidas para garantizar la circulación de los residentes, de las personas autorizadas por ellos mismos, de los vehículos de emergencia y de servicios públicos; el porcentaje de beneficiarios que deben concurrir a la solicitud, el que no podrá ser inferior al 90% de los vecinos residentes u ocupantes de los inmuebles, cuyas puertas de ingreso o salida queden ubicadas al interior de la calle o pasaje que se pretende cerrar o controlar su acceso, los mecanismos de financiamiento de la construcción y mantenimiento de las obras necesarias; las personas u organización vecinal responsable de la correcta utilización de la autorización; la prohibición de instalar carteles o señales que indiquen que se trata de una propiedad privada o particular y contemplar la renovación de la autorización si persisten las razones contenidas en el decreto fundado que motivó su concesión y así lo acuerda el concejo. De igual forma deberá establecer las condiciones para conceder la señalada autorización de manera compatible con el desarrollo de la actividad económica del sector y que esta última se encuentre vigente o de aquellas actividades exentas a que se refiere el artículo 27 del decreto ley N° 3.063, de 1979, sobre Rentas Municipales;”.


2.- En el artículo 65,sustitúyese la coma (,) y la conjunción “y” ubicadas al final de su letra o) por un punto y coma (;), reemplázase el punto aparte (.) con que termina su letra p) por una coma (,) seguida de la conjunción “y” y agrégase la siguiente letra q):


"q) Otorgar la autorización a que se refieren los incisos segundo, tercero, cuarto y quinto de la letra c) del artículo 5°.".


Artículo transitorio.- Los permisos, autorizaciones o cualquier situación de hecho que conlleven actualmente el cierre o medidas de control de acceso de calles y pasajes, deberán adecuarse o regularizar su situación en el plazo de dos años contado desde la dictación de la ordenanza contemplada en el inciso quinto de la letra c) del artículo 5°.".”.

- - -


Acordado en sesión celebrada el día 11 de mayo de 2010, con asistencia de los Honorables Senadores señores Sabag (Presidente), Cantero (señor Bianchi), Pérez Varela y Zaldívar.

Sala de la Comisión a  11 de mayo de 2010.

(Fdo.): Mario Tapia Guerrero, Secretario de la Comisión
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MOCIÓN DEL HONORABLE SENADOR SEÑOR CHAHUÁN, CON LA QUE INICIA UN PROYECTO DE LEY RELATIVO A OTORGAMIENTO DEL TÍTULO PROFESIONAL DE ABOGADO

(6937-07)

Honorable Senado:

La Ley General de Educación, N° 20.370, promulgada en el año 2009, derogó la Ley N° 18.962, publicada el 10 de Marzo de 1990, con excepción de su Título III, "Reconocimiento Oficial del Estado a las instituciones de educación superior", entre cuyas normas se encuentra el articulo 31, referido a los títulos que otorgan los establecimientos de educación superior.
En el inciso cuarto del citado artículo 31, se establece que las universidades podrán otorgar títulos profesionales y toda clase de grados académicos en especial, de licenciado, magíster y doctor, y en su inciso quinto, se preceptúa que corresponde exclusivamente a las universidades otorgar títulos profesionales respecto de los cuales la ley requiere haber obtenido previamente el grado de licenciado en las carreras que impartan. Este es un fiel reflejo del principio de autonomía universitaria, que se reconoce en nuestro ordenamiento jurídico.
No obstante ello, en el inciso quinto del citado artículo 31 se contempla una excepción a esta norma general, consistente en que el otorgamiento del título profesional de abogado corresponde a la Corte Suprema de Justicia en conformidad a la ley.
Los requisitos legales para obtener el título de abogado a que se alude en la disposición citada, se encuentran contenidos en los artículos 521 y 523 del Código Orgánico de Tribunales.
El artículo 521 del mencionado código, dispone que el título de abogado será otorgado en audiencia pública por la Corte Suprema, reunida en pleno, previa comprobación que el candidato reúne los requisitos establecidos en los artículos 523 y 526 del mismo texto normativo.
Por su parte, el artículo 523 del mismo código, prescribe en su numeral 2, que el postulante a abogado, debe tener el grado de Licencias Jurídicas otorgado por una universidad, en conformidad a la ley.
En relación a dicho requisito es del caso señalar que el inciso noveno del artículo 31 de la Ley N° 18.962, establece que el grado de licenciado es el que se otorga al alumno de una universidad que ha aprobado un programa de estudios que comprenda todos los aspectos esenciales de un área del conocimiento o de una disciplina determinada.
Pese al claro tenor de estas normas orgánicas constitucionales, cabe acotar que en el último tiempo, la Corte Suprema ha denegado el otorgamiento del título de abogado a diversos postulantes, fundamentándose en que no obstante que hayan obtenido legalmente el grado de Licenciado en Ciencias Jurídicas, no cumplen en su concepto con el programa de estudios que comprenda los aspectos esenciales de la disciplina jurídica.
Resulta indudable que tales decisiones importan una vulneración de la autonomía jurídica, por cuanto la comprobación de cumplimiento de requisitos a que alude el artículo 521 del Código Orgánico de Tribunales, solo debe limitarse a la verificación de que el postulante cumple, entre otros, con la exigencia de tener el grado de Licenciado en Ciencias Jurídicas, sin que sea lícito, interpretar o cuestionar la forma en que ese grado fue otorgado.
A fin de evitar la repetición de situaciones similares a futuro, que ha perjudicado a muchos Licenciados en Ciencias Jurídicas, que cumplen con todos y cada uno de los requisitos prescritos por la ley, se hace necesario en nuestro concepto, por una parte, que se modifique el inciso sexto del artículo 31 de la Ley N° 18.962, de manera de consignar que el otorgamiento del título de abogado, por parte de la Corte Suprema de Justicia, en ningún modo implica revisar el cumplimiento de los programas de estudio para acceder a dicho grado académico, y por otra parte, que se establezca que la comprobación de requisitos que dispone el artículo 521 del Código Orgánico de Tribunales, no pueda extenderse a los programas de estudio que han servido de base para otorgar el grado de Licenciado en Ciencias Jurídicas.
Por estas consideraciones, sometemos a la aprobación del Senado de la República, el siguiente
Proyecto de Ley:
Artículo primero: Modificase el inciso sexto del artículo 31 de la Ley N° 18.962, agregándose después del punto final (.) de su texto, el que pasa a ser punto seguido, agregando la siguiente oración:
"La comprobación de los requisitos habilitantes para obtener el título profesional de abogado, en ningún caso implica la revisión de los programas de estudio que han servicio de base para acceder al grado previo de Licenciado en Ciencias Jurídicas".
Artículo segundo: Modificase el  N° 4° del  artículo 523 del  Código Orgánico de Tribunales, agregándose después de la coma (,) que aparece después de la palabra "postulante", la siguiente oración:
"sin que ello implique en caso alguno la revisión de los programas de estudio que han servido de base para acceder al grado previo de Licenciado en Ciencias
Jurídicas".
(Fdo.): Francisco Chahuán Chahuán, Senador.- 
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PROYECTO DE ACUERDO DEL HONORABLE SENADOR CHAHUÁN, CON EL QUE SOLICITA LA CREACIÓN DE LA COMUNA DE REÑACA

(S 1246-12)

Honorable Senado:

Que la localidad de Reñaca, en la ciudad de Viña del Mar, fue originada por la “Sociedad Inmobiliaria Montemar”, en el año 1905, creada por el heredero de la Hacienda de Viña del Mar, Salvador Vergara Álvarez, junto al ciudadano Gastón Hamel de Souza, con la finalidad de urbanizar la playa del mismo nombre y el plano correspondiente de dicho balneario solo fue protocolizado en el año 1912.

Que un tiempo después surgieron las primeras casas, ubicadas a lo largo de las calles Vicuña Mackenna y Balmaceda, situadas en forma adyacente a cada una de las orillas del estero de Reñaca, y recién en el año 1940, se inició una edificación más masiva de viviendas en la calle aledaña a la costa, y solo con posterioridad a 1960, comenzó una urbanización masiva, reconstruyéndose todo el frente costero, y en la misma época se creó un vasto barrio habitacional para pobladores de clase media, como lo es la población Almirante Gómez Carreño, y años más tarde se establecieron los sectores residenciales de Reñaca Alto, Glorias Navales y Jardín del Mar, que circundan la parte alta de Reñaca.

Que este amplio espacio, destinado primitivamente a la vivienda de diversas familias viñamarinas y como segundas residencias de familias provenientes de la capital del país, que se extiende hasta el limite de la comuna de Concón, alberga hoy en día, diversos establecimientos hoteleros, gastronómicos, supermercados y locales nocturnos situados en su borde costero, pero también coexisten algunos establecimientos educacionales de educación básica, media y de educación superior, todo lo cual conforma un polo de alrededor de cien mil habitantes que diariamente desarrollan sus actividades en esta localidad.

Que ha llegado el momento que este sector, concebido inicialmente como un importante polo turístico de la ciudad de Viña del Mar, a la cual contribuyen con importantes aportes económicos, especialmente en pagos de patentes comerciales y de permisos de circulación de vehículos motorizados, pueda tener autonomía propia, acorde con las actividades cotidianas de sus habitantes, con el fin de solucionar sus propios problemas, especialmente de conectividad, seguridad y tránsito en la temporada estival y de fines de semana, que no han sido adecuadamente tratados por la administración municipal de la comuna de la cual dependen.

Que para dicha finalidad, y acorde a los estudios realizados al efecto, se hace necesario que este amplio sector residencial, educacional, comercial y turístico pueda constituirse en comuna independiente, al tenor de lo previsto en los artículos 63 Nº 11, 110 y 112 de la Constitución Política de la República y artículos 1, 145 y 146 de la Ley Nº 18.695, Orgánica Constitucional de Municipliadades, previa la evaluación pertinente y definición de sus límites correspondientes, por parte de la Subsecretaría de Desarrollo Regional del Ministerio del Interior.

En virtud de lo expuesto precedentemente,

El Sendo de la República acuerda:

Solicitar al Sr. Ministro del Interior, se sirva gestionar  ante S.E., el Presidente de la República, la creación comuna de la localidad de Reñaca, actualmente dependiente de la comuna de Viña del Mar, previa evaluación pertinente y definición de sus límites correspondientes, por parte de la Subsecretaría de Desarrollo Regional del Ministerio del Interior.

(Fdo.): Francisco Chahuán Chahuán, Senador.- 
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INFORME DE LA COMISIÓN DE TRABAJO Y PREVISIÓN SOCIAL RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY, INICIADO EN MENSAJE DE SU EXCELENCIA EL PRESIDENTE DE LA REPÚBLICA, QUE FACILITA PAGO DE DEUDAS PREVISIONALES EN REGIONES QUE INDICA, AFECTADAS POR TERREMOTO

(6922-13)

HONORABLE SENADO:


Vuestra Comisión de Trabajo y Previsión Social tiene el honor de informaros respecto del proyecto de ley de la referencia, iniciado en Mensaje de Su Excelencia el señor Presidente de la República, con urgencia calificada de “suma”. 

Cabe destacar que este proyecto fue discutido sólo en general, en virtud de lo dispuesto en el artículo 36 del Reglamento de la Corporación.


A la sesión en que la Comisión estudió esta iniciativa de ley asistieron, además de sus miembros, el Honorable Senador señor Alejandro Navarro Brain, la Ministra del Trabajo y Previsión Social, señora Camila Merino, acompañada de la Superintendenta de Pensiones, señora Solange Berstein, la Jefa de División y la abogada de esa entidad, señoras Marcia Salinas y Pía Villalobos, respectivamente, la Asesora Jurídica de la Subsecretaría de Previsión Social, señora Consuelo Gazmuri, y el Asesor Legislativo de esa Secretaría de Estado, señor Francisco Del Río.

- - -

OBJETIVOS DEL PROYECTO

Facilitar el pago de las cotizaciones previsionales adeudadas por los empleadores domiciliados en las regiones del Libertador Bernardo O’Higgins, del Maule y del Bío Bío, permitiendo la suscripción de convenios de pago entre éstos y las respectivas instituciones de seguridad social.

- - -

ANTECEDENTES


Para el debido estudio de esta iniciativa legal, se han tenido en consideración, entre otros, los siguientes:


I.- ANTECEDENTES JURÍDICOS


1.- El Código del Trabajo.

2.- La ley N° 16.744, sobre seguro social contra riesgos de accidentes del trabajo y enfermedades profesionales.


3.- La ley N° 17.322, que establece normas para la cobranza judicial de cotizaciones, aportes y multas de las instituciones de seguridad social.

4.- La ley N° 19.578, que concede aumento a las pensiones y establece su financiamiento por medio de modificaciones a normas tributarias.

5.- La ley N° 19.728, que establece un seguro de desempleo.


6.- El decreto ley N° 3.500, de 1980, que establece un nuevo sistema de pensiones.


7.- El decreto ley N° 3.501, de 1980, fija nuevo sistema de cotizaciones previsionales y deroga disposiciones legales que indica.

8.- El decreto con fuerza de ley N° 1, de 2006, del Ministerio de Salud, que fija texto refundido, coordinado y sistematizado del decreto ley N° 2.763, de 1979 y de las leyes N° 18.933 y N° 18.469.


II.- ANTECEDENTES DE HECHO


El Mensaje que origina este proyecto de ley, fundamenta su propuesta en las siguientes consideraciones: 


En primer término, señala que, tal como es conocido por todos, el terremoto recientemente ocurrido en nuestro país ha afectado profundamente la actividad económica y productiva de las zonas más dañadas por el sismo.

Destaca como una de las consecuencias de dicha catástrofe, la alteración del mundo del trabajo, el que no ha podido normalizarse de manera íntegra, perjudicando, en mayor o menor medida, a toda la nación.


En la especie, añade, los efectos que ha tenido la crisis financiera y luego el terremoto y posterior maremoto del día 27 de febrero de 2010, lamentablemente, hacen menos probable el pago de las cotizaciones previsionales adeudadas. Lo anterior, considerando las cuantiosas pérdidas materiales producto de la catástrofe, tanto de propiedad pública como privada, situación que prácticamente ha arruinado a numerosas empresas, especialmente pequeñas y medianas.


En efecto, acota, las circunstancias precedentemente descritas han incidido de manera directa en la morosidad en el pago de las cotizaciones previsionales por parte de entidades empleadoras, cuestión que en un contexto económico complejo, como el provocado por el terremoto, hace indispensable legislar sobre la materia, velando en todo momento por los derechos de los trabajadores consagrados en nuestro sistema de seguridad social.


Para tales efectos, puntualiza, el presente proyecto de ley propone la suscripción de convenios de pago con el objeto de facilitar y promover el efectivo pago de las cotizaciones previsionales adeudadas por los empleadores de las regiones del Libertador Bernardo O’Higgins, del Maule y del Bío Bío, es decir, aquéllas zonas más duramente abatidas por la reciente catástrofe.

Expresa, asimismo, que la reconstrucción de nuestro país ha hecho necesario evaluar y adoptar un conjunto de medidas, entre las cuales el mecanismo propuesto en esta iniciativa constituye una herramienta valiosa para obtener el pago de la deuda derivada de cotizaciones previsionales acumuladas, lo cual indubitadamente es, ante los recientes y excepcionales acontecimientos, una prioridad para el actual Gobierno.


Subraya que este mecanismo ya en el pasado demostró favorecer a nuestros trabajadores. En efecto, recuerda, la ley N° 19.720 contempló precisamente la suscripción de convenios de pago de las cotizaciones adeudadas, permitiendo la recuperación de aquellas correspondientes a remuneraciones pagadas o que debieron pagarse hasta el mes de febrero de 2001. Ello, destaca, representa un precedente exitoso sobre la materia, el cual reafirma la necesidad y oportunidad de proponer esta iniciativa.

Concluye señalando que la medida sometida a consideración parlamentaria, persigue, en definitiva, beneficiar a los trabajadores de las zonas más afectadas por los sucesos del pasado 27 de febrero, evitando que dichos acontecimientos se conviertan en un obstáculo para el pago íntegro de sus cotizaciones previsionales o en un factor que contribuya a la pérdida de valiosas fuentes laborales, perjudicando gravemente la reconstrucción de nuestro país.

A continuación, el Mensaje describe el contenido del proyecto de ley que propone.


Explica que, conforme a la normativa planteada, con el objeto de dar facilidades para el pago de las cotizaciones previsionales adeudadas, los empleadores domiciliados en las regiones del Libertador Bernardo O’Higgins, del Maule y del Bío Bío, que hayan sufrido las consecuencias del sismo del 27 de febrero de 2010, podrán suscribir convenios de pago con las respectivas instituciones de seguridad social. 

Detallando los términos de tales convenios, indica que éstos se podrán celebrar respecto de las cotizaciones adeudadas declaradas y no pagadas, por remuneraciones devengadas desde el mes de enero de 2009 y hasta el mes de abril de 2010. Además, una vez que la deuda sea liquidada, se expresará en unidades de fomento y devengará un interés anual equivalente a la tasa de interés corriente para operaciones reajustables en moneda nacional.


Por otra parte, añade, con el fin de resguardar debidamente los derechos de los trabajadores, se han previsto los efectos derivados del incumplimiento del convenio por parte del empleador. Asimismo, se ha considerado la situación del trabajador en el caso que sea despedido o en el evento que sobrevenga la quiebra de su empleador.
- - -

DISCUSIÓN EN GENERAL


Al iniciarse el estudio de esta iniciativa de ley la señora Ministra del Trabajo y Previsión Social explicó los principales aspectos de la misma y los fundamentos en los que se sustenta.


Al respecto, señaló que el proyecto de ley persigue aliviar la situación derivada de las deudas por cotizaciones de seguridad social de quienes fueron afectados tanto por la crisis económica sufrida el año 2009 como por la catástrofe natural acaecida en febrero recién pasado, la que vino a agravar las circunstancias económicas de muchos empleadores que, ante las pérdidas experimentadas, se han visto imposibilitados de cumplir con dichas obligaciones. Esta iniciativa, subrayó, contribuirá al pago efectivo de lo adeudado por concepto de cotizaciones previsionales y de seguridad social impagas, apoyo que, de no mediar, sólo perjudicaría aún más la ya desmedrada situación de los afectados.


Añadió que esta iniciativa legal permite la celebración de convenios para el pago de la referida deuda previsional hasta en 18 cuotas mensuales, contemplando así una modalidad de pago de cotizaciones que, de acuerdo a la ley vigente, hoy no procede. Sobre el particular, recordó que en el año 2001 fue dictada la ley N° 19.720, la que estableció similar mecanismo de pago y, tras cuyo cumplimiento, el recupero de la deuda alcanzó los 15 millones de dólares. 


Concluyó su exposición destacando que el proyecto de ley consigna la celebración de los convenios en referencia, respecto de las regiones del Libertador Bernardo O’Higgins, del Maule y del Bío Bío, por ser estas zonas las más duramente afectadas por el terremoto y maremoto recientemente registrados en nuestro país.


A continuación, los miembros de la Comisión formularon sus consultas y planteamientos respecto de la iniciativa de ley en estudio.


El Honorable Senador señor Kuschel consultó cuál fue el porcentaje de deuda previsional pendiente y el de recupero que se alcanzó con motivo de la aplicación de la ley N° 19.720. Asimismo preguntó cuales son las estimaciones efectuadas por dichos conceptos en la actualidad, tanto respecto de las regiones destinatarias de la iniciativa como las del resto del país. Del mismo modo, preguntó cuál es la estructura de la actual deuda previsional, cuál es su comportamiento y que estadística se registra sobre la materia. Subrayó que este tipo de medidas se justifican para hacer frente a situaciones de excepción, como lo son, precisamente, la crisis económica y la catástrofe natural recientemente sufridas en nuestro país. Enfatizó que un gran porcentaje de los empleos los otorga la pequeña y mediana empresa, y es en ellas donde se concentra el mayor volumen de la deuda previsional. Se trata de un sector vulnerable y cercano a la informalidad, el cual, como tal, necesita apoyo y el presente proyecto de ley se orienta en ese esfuerzo, beneficiando tanto a trabajadores como empleadores.


La Honorable Senadora señora Matthei, en primer término, celebró la iniciativa de ley en análisis, ya que con ella ganan tanto los trabajadores, que no verán mermados sus derechos previsionales, como los propios empleadores, particularmente la pequeña y mediana empresa, que podrán saldar la deuda que sostienen en este ámbito y, con ello, acceder a beneficios que de lo contrario no estarían a su alcance. Asimismo, el Estado no pierde. Sin embargo, advirtió, este tipo de normas debe ser analizado rigurosamente toda vez que podrían generar un efecto no deseado e inducir al no pago de las deudas a la espera de una ley que las condone.


Enseguida, Su Señoría expresó algunas observaciones respecto de la propuesta legislativa. En primer término, sugirió que la normativa se destine a todas las regiones del país y no sólo a aquellas más afectadas por el terremoto y maremoto, considerando incluso la posibilidad de establecer condiciones diferenciadas para los convenios que se celebren en uno y otro caso. En segundo lugar, propuso que los convenios puedan celebrarse también respecto de las cotizaciones de seguridad social no declaradas, y no sólo respecto de aquellas que han sido declaradas y no pagadas. Asimismo, indicó que sería pertinente contemplar una sanción también para el evento de la no declaración de cotizaciones, a fin de desincentivar esta mala práctica y de distinguir entre quienes cumplen sus obligaciones previsionales y quienes las infringen. Como tercer aspecto, sugirió que el período contemplado en la ley no se restrinja al año 2009 en adelante, sino que consigne un plazo más amplio. Finalmente, propuso que se aumente el término de 18 meses considerado en el proyecto para el pago de la deuda, pudiendo extenderse hasta 36 e incluso 48 meses el período para pagar. Explicó que las cifras adeudadas por estos conceptos son cuantiosas, ameritando que se consideren las mejores alternativas posibles para promover el pago de lo adeudado. Recalcó que las personas afectadas se encuentran en una muy difícil situación económica y en plazos demasiado breves les será prácticamente imposible recuperarse financieramente y poner de nuevo en marcha sus negocios. Así, ejemplificó, en sólo 18 meses no podrán solucionar completamente sus deudas, así como tampoco estarán en condiciones de enfrentar el pago de la primera cuota del convenio. Tras ello, lamentablemente, sólo unos pocos podrían verse beneficiados por el proyecto y el objetivo de éste se volvería ilusorio.


Por su parte, el Honorable Senador Muñoz Aburto manifestó que el proyecto en estudio revela aspectos tanto positivos como negativos. Al respecto, indicó que la iniciativa pretende favorecer a quienes fueron afectados tanto por el reciente terremoto como por la crisis económica del año 2009. Conforme a ello, sus normas deberían alcanzar a todas las regiones del país y no sólo a las regiones VI, VII y VIII, ya que todo Chile sufrió los efectos de una crisis internacional y en todas las regiones existen empleadores que registran cuantiosas deudas por concepto de cotizaciones de seguridad social impagas. Lo anterior, sin desconocer que algunas zonas –entre ellas, las de las Regiones de Valparaíso, Metropolitana, del Libertador Bernardo O’Higgins, del Maule y del Bío Bío- sufrieron, además, los embates de la catástrofe de febrero pasado. Desde esa perspectiva, añadió, sería pertinente estudiar la posibilidad de presentar un proyecto de ley que considere la suscripción de convenios de pago respecto de todas las regiones de nuestro país a fin de resolver este grave problema a nivel nacional. 


Asimismo, sugirió analizar como alternativa de solución, la posibilidad de que el Estado otorgue créditos a los empleadores para el pago de sus deudas previsionales, considerando las condiciones especiales que dichos créditos deban revestir, atendida la finalidad de los mismos.


Finalmente, coincidió con la aprensión de que estas normas puedan, eventualmente generar una suerte de relajación en el cumplimiento de las obligaciones previsionales, ante la expectativa de que posteriormente se dicte una ley que condone las deudas. Advirtió, entonces, la relevancia de analizar los efectos de este tipo de normativa.


El Honorable Senador señor Kuschel coincidió con la necesidad de analizar la situación de los empleadores pertenecientes a las restantes regiones del país, ya que muchos de ellos se han visto seriamente afectados por las consecuencias de la última crisis económica. Ejemplificó con el caso de la industria pesquera que se desarrolla en la región a la que él representa, la que ha sufrido graves daños de los cuales aún no se recupera. Bajo esa premisa, añadió, seria pertinente considerar que en todas las regiones puedan suscribirse los convenios de pago en referencia, contemplando condiciones más flexibles para aquellas más duramente afectadas, además, por la catástrofe natural.


El Honorable Senador señor Bianchi compartió la opinión de que la deuda previsional es un tema que requiere ser resuelto a nivel de país, para lo cual sería pertinente que el Ejecutivo comprometa un nuevo análisis de esta materia que, sin retrasar el despacho del proyecto de ley en estudio, permita ofrecer una solución integral que comprenda a todos los afectados. Asimismo coincidió con la propuesta de contemplar condiciones diferenciadas para la suscripción de los convenios según se trate de empleadores domiciliados en las regiones VI, VII y VIII o en las restantes regiones del país.


El Honorable Senador señor Sabag señaló que si bien el proyecto de ley es limitado, aporta un grado de alivio a los trabajadores de nuestro país, especialmente a aquellos de las zonas más afectadas por el terremoto recientemente acaecido. Sin embargo, agregó, es un hecho indiscutido que la deuda previsional existe y que se registra a nivel nacional. Asimismo, esta deuda es cuantiosa, no sólo por el capital neto adeudado, sino por los intereses y reajustes que le son aplicables y que la transforman en una obligación prácticamente impagable. Al respecto, consultó a cuanto asciende dicha deuda, de acuerdo a los cálculos estimativos de la misma. Concluyó señalando que es necesario buscar una solución a este problema y coincidió en que dicha solución sea analizada considerando a los trabajadores y empleadores de todas las regiones del país.


La Honorable Senadora señora Matthei expresó que la aplicación de reajustes e intereses al capital adeudado se justifica por cuanto si las cotizaciones hubiesen sido pagadas en tiempo y forma, ellas habrían generado una cierta rentabilidad en beneficio del trabajador, la cual éste deja de percibir si dicho pago no se produce. Reajustes e intereses, por tanto, vienen a compensar dicha pérdida, a fin de que el trabajador perciba finalmente las cifras que efectivamente le corresponden. Sin embargo, apuntó, no sucede lo mismo respecto de los recargos especiales que contempla la ley para el evento de no pago de las cotizaciones, razón por la cual resulta factible su exclusión de los convenios en cuestión, sin menoscabar los derechos de los trabajadores.


Enseguida, la señora Ministra del Trabajo y Previsión Social y la señora Superintendenta de Pensiones dieron respuesta a las observaciones planteadas.


En primer lugar, la señora Ministra del Trabajo y Previsión Social destacó la importancia de la señal que en estas materias se dé a la opinión pública. Aclaró que no se trata de condonar o perdonar deuda alguna, sino que, muy por el contrario, de promover el pago efectivo de lo adeudado. De hecho, puntualizó, la deuda que podrá ser materia de convenio, estará constituida por las cotizaciones declaradas y no pagadas, incluyendo sus reajustes e intereses, y excluyendo, solamente, los recargos especiales que actualmente contempla la ley.


Por otra parte, agregó, se consideraron para estos efectos las deudas registradas a partir del año 2009 en adelante, a fin de permitir su solución mediante cuotas mensuales con motivo de la celebración de los respectivos convenios de pago. Para ampliar esta posibilidad a las deudas originadas con anterioridad a esa fecha, advirtió que sería necesario efectuar previamente el análisis de las mismas. 


Sobre el particular, hizo entrega a la Comisión de un documento en el que se explican los efectos esperados del presente proyecto de ley, consignando los resultados obtenidos con motivo de los convenios de pago celebrados el año 2001. Dicho documento quedó a disposición de los señores Senadores en la Secretaría de la Comisión. 


Conforme a la referida información, puntualizó, de un total aproximado de 17.000 solicitudes suscritas, se celebraron 13.239 convenios de pago, acogiéndose a los mismos una deuda total de MM$ 18.193, lo que representó un 38,9% de la deuda total del sistema.


Por su parte, la señora Superintendenta de Pensiones explicó que el proyecto de ley contiene una propuesta acotada por cuanto se trata de obtener el mayor recupero posible. Recordó que con motivo de la aplicación de la ley N° 19.720, si bien la suscripción de convenios no fue masiva, éstos sí se celebraron en un gran número y, lo más importante, fueron cabalmente cumplidos. En esta ocasión, añadió, se ha preferido no innovar en la materia y presentar una propuesta similar a la que operó el año 2001, no sólo en razón de los exitosos resultados obtenidos en esa oportunidad, sino que también atendida la urgencia que esta vez reviste el problema a solucionar. Sin perjuicio de lo anterior agregó, se han contemplado algunos perfeccionamientos a fin de mejorar la propuesta legislativa, como por ejemplo contemplar un plazo de 120 días para que el empleador eleve su solicitud para acogerse a un convenio de pago de la deuda previsional, a diferencia de los 60 días consignados en la anterior ley, los cuales podrían resultar muy breves para tales efectos atendidas las actuales circunstancias. En cuanto a las cotizaciones no declaradas y no pagadas, explicó que éstas no han sido incluidas en la iniciativa –a diferencia de lo ocurrido el año 2001-, a fin de hacer una distinción respecto de quienes al menos efectúan tal declaración, generando un incentivo para cumplir con dicha obligación. Finalmente, advirtió en torno a los posibles fraudes a que estas normas podrían dar lugar y que, por tanto, es imperioso evitar; así por ejemplo puntualizó, la simulación de relaciones laborales ficticias y el consiguiente pago de cotizaciones mediante convenios, podrían utilizarse para acceder a determinados beneficios.


Finalmente, los miembros de la Comisión coincidieron en la importancia de aprobar a la brevedad la idea de legislar en esta materia, atendida la urgente necesidad de resolver el problema de las cotizaciones de seguridad social impagas con ocasión de la crisis económica y de la catástrofe natural que afectó a los trabajadores y empleadores de nuestro país, especialmente aquellos pertenecientes a las zonas más dañadas. Se trata, pues, de generar un instrumento que contribuya a dicho fin y la iniciativa legal en análisis se orienta en ese preciso sentido.


Sin perjuicio de lo anterior, los miembros de la Comisión compartieron la opinión de que es necesario introducir diversos perfeccionamientos al proyecto de ley en estudio, en aras del cabal cumplimiento de su cometido. Asimismo, coincidieron en las enmiendas requeridas al efecto, mencionando como tales, entre otras, las siguientes:


- Extender la propuesta de la iniciativa legal a todas las regiones del país.


- Considerar plazos diferenciados para el pago de las cuotas a que den lugar los convenios, distinguiendo entre las regiones más afectadas por la reciente catástrofe natural y las restantes regiones del país. 


- Contemplar una opción que permita a los empleadores elegir la época de pago de la primera cuota del convenio.


Por último, los integrantes de la Comisión coincidieron en solicitar a la Sala del Senado que, con motivo de la discusión en particular de esta iniciativa de ley, ella sea analizada por las Comisiones de Trabajo y Previsión Social y de Hacienda, unidas.

Por su parte, la señora Ministra del Trabajo y Previsión Social, comprometió la colaboración del Ejecutivo en la tarea de perfeccionar el proyecto de ley y presentar las indicaciones que resulten pertinentes para los señalados efectos, con ocasión de la discusión en particular de la iniciativa. Sin perjuicio de lo anterior, compartió la sugerencia de analizar la situación de la deuda previsional registrada con anterioridad al año 2009, con el objeto de buscar una solución particular a su respecto.


- Puesto en votación en general el proyecto, fue aprobado por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señora Matthei, y señores Bianchi, Kuschel, Muñoz Aburto y Sabag.
- - -

TEXTO DEL PROYECTO


En conformidad con el acuerdo adoptado, vuestra Comisión de Trabajo y Previsión Social tiene el honor de proponeros la aprobación en general del proyecto de ley en informe, en los siguientes términos:

PROYECTO DE LEY:

“Artículo 1°.- Podrán acogerse, por una sola vez, a las normas de los artículos siguientes para el pago de sus deudas previsionales, los empleadores cuyo domicilio pertenezca a las regiones del Libertador Bernardo O’Higgins, del Maule y del Bío Bío, que hayan sufrido las consecuencias del sismo del 27 de febrero de 2010 y adeuden las cotizaciones establecidas en el decreto ley N° 3.500, de 1980, en el decreto ley Nº 3.501, de 1980, en la ley Nº 16.744, en la ley Nº 19.728, en el decreto con fuerza de ley N° 1, de 2005, del Ministerio de Salud, en el artículo 6° transitorio de la ley Nº 19.578 y en los artículos 163 y 164 del Código del Trabajo, correspondientes a remuneraciones que se pagaron o debieron pagarse durante el año 2009 y hasta el mes de abril de 2010.


El empleador deberá acreditar que su domicilio pertenece a las regiones señaladas en el inciso precedente y que sufrió las consecuencias del sismo, mediante una declaración jurada, prestada ante cualquier ministro de fe de los establecidos en el inciso segundo del artículo 177 del Código del Trabajo. Copia de esta declaración deberá ser remitida a la Inspección del Trabajo respectiva.


Artículo 2°.- Los empleadores citados en el artículo anterior, tendrán derecho a presentar una solicitud para acogerse a convenio para el pago de la deuda a que se refiere dicho artículo con la Institución de Seguridad Social respectiva, dentro del plazo de 120 días contado desde la fecha de entrada en vigencia de esta ley, término que se prorrogará hasta el primer día hábil siguiente si dicho plazo expirare en día sábado, domingo o festivo.


Para tales efectos, la deuda estará constituida por las cotizaciones declaradas y no pagadas por remuneraciones devengadas desde el mes de enero de 2009 y hasta el mes de abril de 2010, los intereses y reajustes del artículo 19 del decreto ley N° 3.500, de 1980, del artículo 186 del decreto con fuerza de ley Nº 1, de 2005, del Ministerio de Salud, del artículo 11 de la ley Nº 19.728 y del artículo 22 de la ley Nº 17.322, según corresponda.


Se condonarán, mientras dure el convenio, los recargos del cincuenta por ciento a que se refieren los incisos undécimo y duodécimo del artículo 19 del decreto ley Nº 3.500, de 1980, y los incisos cuarto y quinto del artículo 22 de la ley N° 17.322, solo en el caso de las cuotas que hayan sido pagadas en forma oportuna. En los mismos términos se condonarán los recargos del cincuenta o veinte por ciento establecidos en los incisos segundo y tercero del artículo 11 de la ley Nº 19.728 y, los recargos del veinte por ciento a que se refieren los incisos segundo y tercero del artículo 186, del decreto con fuerza de ley Nº 1, de 2005, del Ministerio de Salud.


Artículo 3°.- Los convenios se sujetarán a las siguientes disposiciones:


a) La deuda será liquidada en conformidad con las normas anteriores, al último día del mes anteprecedente a la celebración del convenio, y se expresará en Unidades de Fomento al valor que dicha unidad tenga a la fecha de liquidación. A partir de esa fecha la deuda devengará un interés anual equivalente a la tasa de interés corriente para operaciones reajustables en moneda nacional.


b) El empleador podrá pagar la deuda hasta en dieciocho cuotas mensuales, iguales y sucesivas, expresadas en Unidades de Fomento, convertidas en pesos al día del pago.


c) El convenio deberá celebrarse dentro de los 60 días siguientes al de la presentación de la solicitud por parte del empleador, término que se prorrogará hasta el primer día hábil siguiente, si dicho plazo expirare en sábado, domingo o festivo.


d) Para poder acogerse a convenio de pago el empleador deberá estar al día en el pago de las cotizaciones previsionales, correspondientes a remuneraciones devengadas desde el mes de mayo de 2010 en adelante. 


e) La primera cuota del convenio deberá pagarse dentro de los diez primeros días del mes subsiguiente al de la celebración del mismo, término que se prorrogará hasta el primer día hábil siguiente, si dicho plazo expirare en sábado, domingo o festivo. Las restantes cuotas se pagarán en la misma oportunidad en que corresponda enterar las cotizaciones de conformidad a la ley N° 17.322, al artículo 19 del decreto ley N° 3.500, de 1980, al artículo 185 del decreto con fuerza de ley N° 1, de 2005, del Ministerio de Salud, y al artículo 10 de la ley Nº 19.728.


f) El no pago oportuno por el empleador de cuatro cuotas del convenio o de cualquiera de las cotizaciones devengadas de remuneraciones que se han pagado o debido pagar a sus trabajadores desde el mes de mayo de 2010, en adelante, hará caducar el convenio, y la Institución acreedora deberá cobrar el total del saldo de la deuda a la fecha de su caducidad. Ésta se considerará de plazo vencido, con todos sus reajustes, intereses, multas y recargos, de acuerdo a la ley N° 17.322, o al artículo 19 del decreto ley N° 3.500, de 1980, o a los artículos 185 y 186 del decreto con fuerza de ley Nº 1, de 2005, del Ministerio de Salud, o al artículo 11 de la ley Nº 19.728, según corresponda.


g) El empleador podrá pagar anticipadamente, total o parcialmente la deuda. En estos casos, se descontarán los intereses no devengados señalados en la letra a), de este inciso.


h) Los convenios de pago no producirán novación de la deuda primitiva del empleador.


i) En el caso de los convenios celebrados por cotizaciones del decreto ley N° 3.500, de 1980, si los intereses y reajustes pagados por el empleador resultaren ser inferiores a los que hubieren correspondido de acuerdo al artículo 19 del citado decreto ley, excluyendo, por el período incluido en el convenio, el recargo del cincuenta por ciento a que se refieren los incisos undécimo y duodécimo de ese artículo, se deberá pagar una cuota de ajuste, cuyo monto será determinado por la Institución de Seguridad Social y corresponderá a la diferencia entre ambos valores.


A su vez, en el caso de los convenios celebrados por cotizaciones de la ley N° 19.728, si los intereses y reajustes pagados por el empleador resultaren ser inferiores a los que hubieren correspondido de acuerdo al artículo 11 de la citada ley, excluyendo, por el período incluido en el convenio, el recargo del veinte o cincuenta por ciento a que se refieren los incisos segundo y tercero de ese artículo, se deberá pagar una cuota de ajuste, cuyo monto será determinado por la Institución de Seguridad Social y corresponderá a la diferencia entre ambos valores.


Del mismo modo, en el caso de los convenios celebrados por cotizaciones de salud del decreto con fuerza de ley N° 1, de 2005, del Ministerio de Salud, si los intereses y reajustes pagados por el empleador resultaren ser inferiores a los que hubieren correspondido de acuerdo al artículo 186 del citado decreto con fuerza de ley, excluyendo, por el período incluido en el convenio, el recargo del veinte por ciento a que se refieren los incisos segundo y tercero de ese artículo, se deberá pagar una cuota de ajuste, cuyo monto será determinado por la Institución de Seguridad Social y corresponderá a la diferencia entre ambos valores.


El pago de la cuota de ajuste señalada en los incisos anteriores, deberá efectuarse dentro de los primeros 10 días del mes subsiguiente al pago de la última cuota pactada en el convenio. 


Artículo 4°.- El haberse iniciado la cobranza judicial de las cotizaciones adeudadas por un empleador, no impedirá que éste celebre los convenios a que se refiere el artículo anterior.


La celebración del convenio suspenderá el curso del juicio. Con todo, los embargos y medidas precautorias ya decretadas se mantendrán hasta que el convenio esté completamente cumplido.


Los plazos de prescripción de las acciones para el cobro de las cotizaciones previsionales a que se refiere el convenio, ejercidas por las Instituciones de Seguridad Social, se interrumpirán desde la fecha de la celebración de éste.


Si el empleador incumpliere el convenio en cualquiera de sus partes, la institución acreedora deberá solicitar la continuación del juicio ya vigente. La omisión de este deber producirá los efectos señalados en el inciso tercero del artículo 4 bis de la ley N° 17.322.

Sin perjuicio de lo anterior, la Institución ejecutante podrá optar por iniciar un nuevo juicio ejecutivo con arreglo a las disposiciones de la ley N° 17.322 y en cualquier caso no procederá el abandono de procedimiento.


Cuando el empleador haya dado oportuno y completo cumplimiento al convenio, la institución de seguridad social respectiva deberá dar cuenta del pago, solicitando el archivo de los antecedentes.


La costas personales y procesales causadas en el juicio hasta el momento de su suspensión, sea que las hayan acordado las partes o las haya fijado el juez, se incorporarán a la respectiva liquidación de la deuda.


Artículo 5°.- La declaración de quiebra de un empleador dejará sin efecto de pleno derecho el convenio que éste hubiere celebrado de acuerdo con esta ley, debiendo verificarse el crédito correspondiente a aquellas cuotas del convenio que faltare por pagar, en conformidad al artículo 11 de la ley N° 17.322, el que se liquidará y tendrá el privilegio del artículo 61 del Código del Trabajo, del inciso séptimo del artículo 11 de la ley Nº 19.728 y del inciso vigésimo segundo del artículo 19 del decreto ley N° 3.500, de 1980, según corresponda.


No obstante, acordada la continuación total del giro del fallido y mientras ésta subsista, el saldo de la deuda podrá ser pagado de acuerdo a las condiciones del convenio establecidas de conformidad con la presente ley.


Artículo 6°.- Para efectos de la aplicación del inciso quinto del artículo 162 del Código del Trabajo, el empleador, que habiendo celebrado un convenio de aquellos a que se refiere esta ley, quisiera poner término a la relación laboral con uno o más de sus trabajadores comprendidos en el referido convenio, deberá enterar previamente en la Institución respectiva la parte del total de las cuotas del convenio que correspondan a las cotizaciones adeudadas al trabajador despedido, en los términos establecidos en el mencionado Código.


Artículo 7°.- Para efectos de lo señalado en el inciso vigésimo cuarto del artículo 19 del decreto ley Nº 3.500, de 1980, en el inciso primero del artículo 59 de la ley Nº 19.728 y en el inciso primero del artículo 22 e) de la ley Nº 17.322, se entenderá que el empleador se encuentra al día en el pago de las cotizaciones afectas a los convenios establecidos en esta ley, siempre y cuando se encuentre al día en el pago de las cuotas establecidas en el referido convenio.


Artículo 8°.- Esta ley entrará en vigencia a contar de su publicación en el Diario Oficial.”.
- - -


Acordado en sesión celebrada el día 12 de mayo de 2010, con asistencia de los Honorables Senadores señor Pedro Muñoz Aburto (Presidente), señora Evelyn Matthei Fornet, y señores Carlos Bianchi Chelech, Carlos Ignacio Kuschel Silva y Hosain Sabag Castillo.

Sala de la Comisión, a 12 de mayo de 2010.

(Fdo.): Mario Labbé Araneda, Secretario de la Comisión 
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